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Resumen 
 
 

 
La presente tesis analiza la afectación al derecho constitucional a la educación 

superior, en el marco del procedimiento de revalidación de grados y títulos 

extranjeros, a propósito de la utilización criterios formales de los que no se 

podría evidenciar el desarrollo pleno del derecho a la educación con un 

enfoque en la dignidad de la persona, así como el trato igualitario, entre otros, 

reconocido en la constitución, tratados/acuerdos internacionales y en el 

derecho de la integración. Para efectos de la presente investigación, se ha 

tomado como referencia los marcos legales de Brasil y Perú para el 

procedimiento antes mencionado, a partir los cuales se realiza una revisión y 

análisis de los alcances constitucionales del derecho a la educación, en 

concordancia con los tratados/acuerdos internacionales y del derecho a la 

integración. 

Palabras-llave: Dignidad de la Persona Humana, Derecho Constitucional a la 

Educación Superior, Reconocimiento de Grados y Títulos, Revalidación de 

Grados y Títulos. 



 
Resumen traducido al Inglés 

 
This thesis analyzes the effect on the constitutional right to higher education, 

within the framework of the procedure for the revalidation of foreign degrees and 

qualifications, regarding the use of formal criteria from which the full development 

of the right to education could not be demonstrated with a focus on the dignity of 

the person, as well as equal treatment, among others, recognized in the 

constitution, international treaties / agreements and in the right of integration. For 

the purposes of this research, the legal frameworks of Brazil and Peru have been 

taken as a reference for the aforementioned procedure, from which a review 

and analysis of the constitutional scope of the right to education is carried out, 

in accordance with the international agreements/treaties and the right to 

integration. 

Keywords: Dignity of the Human Person, Constitutional Right to Higher 

Education, Recognition of Degrees, Revalidation of Degrees. 
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INTRODUCCIÓN 
 
 

La presente investigación desarrolla un análisis de los niveles de afectación 

al derecho a la educación a partir de la gestión de criterios normativos en el 

procedimiento de validación de grados y títulos extranjeros en el Perú. Para ello, 

como punto de partida, se desarrollará la proyección del derecho a la educación 

en los conceptos de dignidad de la persona humana y, al mismo tiempo, su 

perfeccionamiento como derecho humano y fundamental. Así, de los propósitos 

de esta tesis, se desenvolverá los alcances del principio/derecho de la dignidad 

de la persona humana vinculado al derecho a la educación. 

Posteriormente, habiendo establecido la vinculación entre dignidad y educación; 

es decir, la dignidad humana como un principio base de los derechos humanos 

y, en consecuencia, los derechos fundamentales, se demostrará la ligación 

directa que tiene el derecho a la educación con el desarrollo de la propia persona 

en sus distintos aspectos vitales. De esta manera, se concluye que de la 

dignidad de la persona humana emanan todos los otros derechos 

fundamentales, siendo el centro de los Estados de Derecho modernos. 

En relación al marco normativo, en el Perú, la constitución define la educación 

como un derecho fundamental y lo protege basado en la dignidad de la persona 

humana. Además, la norma máxima peruana define que este derecho tiene 

como finalidad el desarrollo integral de la persona humana. En adición a ello, el 

máximo intérprete de las normas constitucionales en el Perú, el Tribunal 

Constitucional, comprende que la educación es esencial al desarrollo del 

proyecto de vida de cada persona. 

 
 

De forma comparativa, el marco normativo en el Brasil ha previsto que la 

dignidad de la persona es igualmente protegida por la constitución que le da 
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especial atención. En el documento legal magno de Brasil, se define la 

educación como derecho de todos y deber del Estado y de la familia, 

estableciendo que será promovido, así como incentivado de forma colaborativa 

entre todos los entes estatales y la sociedad. El fin de este derecho también es 

el pleno desarrollo de la persona y agrega la constitución brasileña el ejercicio 

de la ciudadanía y la calificación para el trabajo. 

 
 

De igual manera, se trae a colación el caso colombiano en que la Corte 

Constitucional expresó claramente que el derecho constitucional a la educación 

no se limita a la educación base, sino también a la educación superior. En su 

sustentación, la referida Corte entiende que pueden existir supuestos en que el 

acceso a la educación superior todavía no está en niveles adecuados, pero que 

es deber del Estado progresivamente aumentar el ingreso de las personas a 

este nivel de educación. 

 
 

Ahora bien, sobre el procedimiento de revalidación y reconocimiento de grados 

y títulos extranjeros en el Perú se ha podido verificar que no estarían totalmente 

basados en el desarrollo de la dignidad de la persona humana, como se 

desarrollará en el presente trabajo. Esta situación se ha generado por el hecho 

de que los criterios normativos utilizados en estos procedimientos se basan 

únicamente en criterios formales, pero no materiales de evaluación del 

documento recibido que permita otorgar validez en el Perú. Asimismo, se ha 

detectado que la autoridad correspondiente en el Perú para los procedimientos 

de reconocimiento de grados y títulos extranjeros no realizaría una equivalencia 

de los grados y títulos con los que existen en el Perú, trayendo así inseguridad 

jurídica. 

 
 

Por otro lado, en Brasil se ha llevado a cabo un cambio normativo que permite 

un análisis más profundizado de los grados y títulos extranjeros que se 

pretenden validar. A partir de esta nueva normativa, los criterios que se 
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van a llevar en consideración para la concesión de validez jurídica que van más 

allá de la nomenclatura o documentación, puesto que también se evalúa la 

institución, el programa de estudios, la infraestructura y el cuerpo docente. 

Asimismo, se realiza una equivalencia entre los grados y títulos extranjeros con 

los grados y títulos brasileños, no dejando margen a cualquier duda o 

inseguridad jurídica. 

 
 

De igual manera, sobre el Acuerdo de Intercambio Cultural Perú-Brasil, se 

evidencia un cambio de interpretación del acuerdo con el fin de la antigua 

Asamblea Nacional de Rectores y el inicio de actividades de la 

Superintendencia Nacional de Educación Superior Universitaria, de ahora en 

adelante SUNEDU. Este cambio de interpretación de SUNEDU, a diferencia 

de lo que la antigua Asamblea Nacional de Rectores consideró, no ha sido 

plasmado en un documento con validez jurídica y no respeta el principio 

internacional de la reciprocidad, así como también los propósitos originarios del 

acuerdo y la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados que 

también se aplica a los acuerdos internacionales. 

 
 

Cabe considerar también que, actualmente, los países vienen agrupándose 

en bloques internacionales que buscan disminuir distancias tanto físicas cuanto 

normativas y de aplicación de derechos. Es por ello que el Perú y Brasil 

hacen parte de estos bloques, a veces incluso compartiendo el mismo conjunto 

de países, sea en las mismas condiciones o en distintos niveles de integración. 

Por ello, un derecho que naturalmente tiene aspectos internacionales y que 

fomenta la integración, no solo por el hecho de estar frecuentemente citado 

como punto importante en los documentos de integración, es necesario que la 

norma interna de los países refleje esta progresiva supranacionalidad, 

especialmente en lo que se refiere a la educación. 
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En lo que se refiere a la educación superior, existen varias experiencias de éxito 

en el mundo. La principal, sin duda alguna, es la Unión Europea que ha logrado 

con el Proceso de Boloña unificar el sistema universitario de grados y títulos, 

permitiendo así una mayor integración en este tema. En Latinoamérica existe el 

caso del Mercosur que, a través de distintos documentos legales, ha permitido 

una mayor integración entre los países miembros, principalmente, en el sentido 

de aceptación y validación de los estudios realizados entre los países miembros. 

Además, el sistema de acreditación ARCU-SUL que además de atestar la 

calidad educativa de las instituciones universitarias que integren este sistema, 

permite la validación facilitada entre estas instituciones debido a la calidad 

educativa comprobada por ellas en el mismo sistema. 

 
 

Además de las experiencias mencionadas en el párrafo anterior sobre la 

integración, es evidente que esta se puede desarrollar bien entre dos países. 

Así, se puede mencionar el caso de Portugal y Brasil que a través del Tratado 

de Amistad, Cooperación y Consulta entre la República Federativa de Brasil 

y la República Portuguesa que permite una evaluación especial entre los 

grados y títulos entre estos dos países. Como el documento hace referencia, se 

basa en la cooperación y consulta permanente entre los organismos 

gubernamentales de los dos países e instituciones de enseñanza superior 

que permite una validación que ateste la calidad de los estudios y una 

tramitación simplificada. 

 
 

Considerando todo lo mencionado anteriormente y sobre la gestión de criterios 

en el procedimiento de validación de grados y títulos en el Perú, se demuestra 

claramente que la utilización de criterios formales que no atestan la calidad 

educativa y limitan injustificadamente el derecho a la educación de las personas 

inviabiliza su desarrollo en términos de dignidad. Además, en el caso del 

Acuerdo de Intercambio Cultural Perú-Brasil, el cambio de criterio no 

fundamentado en un documento con valor legal ha beneficiado injustificada y 

desigualitariamente a ciudadanos de nacionalidad peruana. 
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Además, en el caso de carreras que no existen en el Perú, la validación de 

los grados y títulos se vuelve muchas veces imposible debido a que tanto el 

reconocimiento, que en el caso de brasileños es prohibido justamente por el 

acuerdo mencionado anteriormente, de acuerdo al nuevo criterio interpretativo 

de la SUNEDU, y la revalidación están basados en criterios formales que no 

permiten un análisis adecuado, de forma a permitir el desarrollo integral del que 

detiene un grado o título extranjero. 

 
 

Finalmente, se analizó algunos grados y títulos extranjeros que muchas veces 

son poco comprendidos en el Perú. La falta de claridad en el país de los 

alcances de estos grados y títulos ha generado validaciones inadecuadas que 

perjudican o benefician, en cada caso, los que detienen estos grados o títulos. 

Además, también se percibe la falta de realización de equivalencia entre estos 

grados y títulos con los que existen en el Perú. 
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ASPECTOS METODOLÓGICOS 

 
 

i. Justificación 
 
 

En la región, el tránsito de personas entre los países se da de manera constante. 

Con el pasar de los años, este movimiento de personas es cada vez más 

elevado. Por ello, es necesario que los países estén adecuadamente 

preparados jurídicamente para que puedan brindar a los migrantes un acceso 

adecuado no solo a los servicios públicos, sino también a las oportunidades en 

distintos ámbitos. 

 
 

Ahora bien, el Ministerio de Relaciones Extranjeras de Brasil señala el numero 

de brasileños en el Perú es de 2.993 (dos mil novecientos noventa tres) 

personas. El numero de ciudadanos migrantes brasileños en situación de 

vulneración de sus derechos humanos y fundamentales es alto. Asimismo, el 

numero de grados y títulos reconocidos por SUNEDU, de acuerdo con la Carta 

N° 10049-2021-SUNEDU-03-08-04 en respuesta a la 

R.T.D. N° 049753-2021-SUNEDU-TD asciende a 2833 (dos mil ochocientos 

treinta tres) del total de 40.363 (cuarenta mil trescientos sesenta tres) 

reconocimientos realizados por la institución (fuera el numero de revalidaciones 

realizadas por las universidades peruanas). 

 
 

De esta forma, se puede percibir que el numero de personas afectadas por una 

norma que no protege adecuadamente a los derechos fundamentales es 

expresiva. Además, como se verá más adelante, no se ha identificado casos 

de ciudadanos brasileños que no cuentan Documento Nacional de Identidad 

Peruano, es decir, tienen nacionalidad peruana en adición, que poseen sus 

grados o títulos reconocidos por la autoridad competente. Estos casos quedan 

limitados a la revalidación de grados y títulos en universidades autorizadas. 
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ii. Situación Problemática 

 

En el mundo globalizado en que vivimos, la circulación de personas entre países 

es cada vez más frecuente, así como la intensificación de la migración. Si 

antes las personas estaban limitadas a sus ciudades para trabajar y estudiar, 

estas limitaciones, desde hace algún tiempo, ya están siendo superadas y cada 

vez más personas salen de sus países, sea para turismo, por negocios, estudios 

o para buscar nuevas oportunidades en un mundo cada vez más abierto. 

 
La educación como derecho fundamental, por su propia naturaleza no puede 

ser limitada ni siquiera por las naciones ni entre ellas. El solo hecho de ser 

persona ya garantiza la posesión de este derecho. Es así que la Declaración 

Universal de Derechos Humanos expresa en su artículo 26°, numeral 1 que 

“Toda persona tiene derecho a la educación (…).” Y luego en el numeral 2 dice 

“La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana 

(…)”. 

 
 

La educación como instrumento de desarrollo de la personalidad, en el Perú, 

se visualiza con bastante frecuencia un fenómeno conocido como la sobre 

educación que puede ser definida como un uso no eficiente de los recursos 

logrados por los trabajadores en la función que ejercen (Vedderet al., 2010). Si 

bien el fenómeno en general se estudia bajo el aspecto de personas que tengan 

estudios realizados, pero no logran ingresar a las labores indicadas a su 

formación que esté direccionada a realidades internas, no sería difícil 

correlacionar a las personas que estudian fuera del país y no pueden tener 

reconocidos sus grados y títulos en el país que se encuentran. 

 
 

Por otro lado, la calidad de la educación superior en el Perú se encuentra muy 

debajo de los estándares internacionales y también presenta características 

heterogéneas. En aproximadamente quince (15) años han surgido muchísimas 

Instituciones de Educación Superior (IES); sin embargo, 
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este crecimiento de la oferta educativa también representó deterioro de la 

calidad (Castro y Yamada, 2013). Esto hace que las personas que buscan 

mejorar en sus carreras o avanzar en el desarrollo humano y laboral busquen 

otros centros educativos en el mundo para obtener la formación pretendida. 

 
 

En esta misma línea, Perú y Brasil han firmado el Convenio de Intercambio 

Cultural, de fecha 14 de Julio de 1973, que establece hasta hoy los parámetros 

del intercambio entre las dos naciones. Dicho convenio tuvo una interpretación 

por la entonces Asamblea Nacional de Rectores y, posteriormente, fue 

reinterpretado por la SUNEDU. 

 
Ahora bien, no solo en el ámbito de los tratados y convenios internacionales 

está garantizado el derecho a la educación sino también en las Constituciones 

Nacionales. Es así que, por un lado, el Perú a través de su Constitución Política 

de 1993 expresa en el artículo 13° que “La educación tiene como finalidad el 

desarrollo integral de la persona humana. El Estado reconoce y garantiza la 

libertad de enseñanza.” 

 
 

Por otro lado, la Constitución de la República Federativa de Brasil, en el artículo 

6° destaca a la educación como un derecho social: 

 
 

“Son derechos sociales la educación, la salud, la alimentación, el 
trabajo, la vivienda, el transporte, el descanso, la seguridad, la 
previsión social, la proyección de la maternidad y a la infancia, la 
asistencia a los desamparados, en la forma de esta constitución.” 

 
 

De igual modo, el artículo 205° de la Constitución brasileña estipula 

expresamente que la educación es un deber compartido, de carácter 

colaborativo, vinculándola con el desarrollo de la persona: 

 
“La educación, derecho de todos y deber del Estado y de  la familia, 
será promovida e incentivada con la colaboración de la sociedad, 
tendiendo al pleno desarrollo de la persona, a su 
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preparación para el ejercicio de la ciudadanía y a su calificación 
para el trabajo.” 

 
 

Por lo expuesto, la Constitución Peruana enfoca los objetivos de la educación 

peruana al desarrollo integral de la persona humana; y, por su parte, la 

Constitución Brasileña, además de hacer referencia al carácter colaborativo de 

la sociedad en el perfeccionamiento de la labor de educar, destaca, así como 

en el caso de Perú, el desarrollo de la persona humana y agrega la preparación 

para el ejercicio de la ciudadanía y calificación para el trabajo. 

 
Es en este contexto de intercambio que los países deben establecer los alcances 

del derecho a la educación y su viabilidad, independientemente de la 

nacionalidad. El reconocimiento y revalidación de estudios superiores y títulos 

profesionales obtenidos en el extranjero adquiere protagonismo e implica que 

un Estado reconozca la formación profesional de una persona en el extranjero, 

sea nacional o extranjera ya sea para continuar sus estudios de posgrado 

y/o para ejercer su profesión. 

 
El gran reto, como parte de problema de investigación, radica en la ponderación 

de los criterios normativos para la revalidación y/o reconocimiento con la 

consigna de asegurar la calidad de los profesionales cuyos estudios han sido 

realizados en el extranjero siendo que el no reconocimiento o revalidación, a 

partir de una interpretación restringida y/o excesivas formalidades, puede 

significar un cercenamiento del derecho a la educación; por consiguiente, de 

otros derechos como el derecho a trabajar según sus capacidades y 

conocimientos o, simplemente, a la consecución de estudios de posgrado. 

Así, la opción por la investigación de este problema está vinculada a los 

cambios generados por la nueva ley universitaria en el Perú y la nueva 

legislación brasileña respecto a este tema. 

 
De esta manera, la ley universitaria peruana limita el acceso a la educación 

superior a través de grados y títulos adquiridos anteriormente en otros países. 

Además, limita e impide, en muchos casos, el goce de las 
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habilidades y conocimientos que han dotado la persona detentora de dicho 

grado o título en el desarrollo de sus estudios anteriores. Por otro lado, la forma 

como está establecida la norma determina la no asunción de habilitaciones 

oriundas de un grado o título extranjero. 

 
Ahora bien, en la Nueva Ley Universitaria, artículo 15, dónde son determinadas 

las funciones de la SUNEDU, no se vislumbra la función de interpretación y 

establecimiento criterios específicos, solamente lo de proponer al Ministerio de 

Educación políticas, lineamientos técnicos y establecer criterios para la 

convalidación y revalidación de grados y títulos extranjeros. Por último, 

establece que SUNEDU puede tener otras funciones que determine el 

reglamento de Organización y Funciones, de ahora en adelante “ROF”. El ROF 

establece las mismas funciones que la Nueva Ley Universitaria, no agregando 

una función de interpretación, por lo que SUNEDU no tendría la función de 

determinar los alcances de tratados y convenios internacionales, menos aún 

utilizar una interpretación propia del organismo de forma a impedir el acceso de 

un ciudadano, nacional o extranjero, a sus derechos proveniente de estudios 

realizados en territorio extranjero. 

 
Con la intensificación de la movilización por los territorios y hasta el uso de 

nuevas tecnologías para la enseñanza, nuevos desafíos surgen que ponen en 

jaque las soluciones adoptadas hasta entonces; por tal motivo, urge que la 

discusión sea más amplia y que los problemas sean puestos en perspectiva 

para que se pueda abordar una solución que garantice el derecho 

constitucional a la educación en este nuevo contexto. 

 
Tanto el Estado brasileño cuanto el peruano se fundan en la tripartición de 

poderes, en que en el caso de Brasil la resolución de conflictos se da en 

nivel judicial y en el caso peruano muchas veces se soluciona a nivel 

administrativo, sea por medio de un procedimiento administrativo o un 

procedimiento administrativo trilateral. Obviamente, esta diferencia peruana 

no alejaría la posibilidad de apreciación judicial, en este caso posterior a la 

superación del conflicto de su parte administrativa por fuerza de la Ley 
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27444. Según Villanueva (2013), la concepción del Estado es de ente 

encargado de solucionar los problemas que se originan de  las relaciones 

entre los ciudadanos o con el Estado. Para Cury y Ferreira (2009), con la 

consolidación de los derechos sociales en la constitución se ha desarrollado una 

relación umbilical entre educación y justicia. Bonavides (2011) expresa que la 

ampliación de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales 

ha aumentado la expectativa de cumplimiento de los ciudadanos de sus 

derechos y garantías por parte de las autoridades estatales y que, en su falta, 

conlleva a la búsqueda de justicia por estos ciudadanos. 

 
Para Barroso (2012), el riesgo de estos no cumplimientos de expectativas está 

llevando a la judicialización. Esto conlleva a que el judiciario tenga la palabra 

final en sobre cuestiones de orden social, económica, e incluso morales, siendo 

él la ultima instancia, lo que lleva a una burocratización excesiva de estos casos. 

De este modo, acaba existiendo un cuestionamiento sobre la legitimidad o 

incluso eficiencia de la política pública en otras esferas del poder. Esto ocorre 

porque los otros poderes son los encargados de elaborar y ejecutar estas 

políticas públicas, sin embargo, el poder judicial acaba por tener el dominio 

sobre estas cuestiones de derechos humanos y fundamentales. 

 
Según Barroso (2008), estas participaciones cada vez más activas del poder 

judicial en las decisiones sobre la validez de grados o títulos académicos 

extranjeros acarrea una expansión del poder judicial que, por un lado, viene 

atendiendo estas demandas, pero, a la vez, expone las dificultades y 

limitaciones del poder ejecutivo y legislativo sobre el tema. Esta búsqueda 

del judiciario para solucionar las demandas sobre la validez de dichos grados 

o títulos en territorio nacional surge efectivamente de la falta de legislación clara, 

precisa o demasiado limitadora frente a los derechos fundamentales. Se suma 

a esto que los poderes del Estado pecan en entender la ley bajo principios y 

no solamente la visión puramente positivista, y podemos entender el problema 

que ocurre principalmente en el Perú. 

 
En lo particular, se percibe que las normas principalmente peruanas están 
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en desacuerdo a la realidad de las necesidades de las personas que solicitan 

el reconocimiento de sus grados y títulos extranjeros. Esto ocurre por falta 

de adecuación de las normas y por exigencias o efectos que no buscan una 

mayor efectividad de la protección de los derechos fundamentales de los 

ciudadanos, más bien crean una reserva de mercado y derechos a un grupo de 

individuos que tienen preferencia sobre otros. 

iii. Formulación del Problema 
 
 

En el marco de lo antes descrito, podemos hacernos algunas preguntas que 

determina la situación problemática de la presente investigación: 

 
Problema General: ¿Cómo la regulación podría limitar el derecho a la educación 

de los migrantes brasileños? ¿Hasta qué nivel y sobre qué argumentos? 

 
Problemas Específicos: 

a.  ¿En qué consiste y cuáles son los alcances del derecho a la 

educación universitaria superior en el caso de la revalidación de grados 

y títulos en el Perú y el Brasil? 

 
b.  ¿El proceso circunscrito a los años 2015 al 2017 de 

reconocimiento y revalidación de estudios superiores y títulos en el 

Perú constituye un óbice al pleno ejercicio del derecho a la educación? 

 
En esta línea, se podrá percibir a través del análisis que la legislación peruana 

sobre el tema limita a las personas que deseen reconocer sus grados o títulos 

extranjeros. Se podrá percibir que esta dificultad es aumentada en el caso de 

extranjeros, en específico del convenio cultural firmado entre Brasil y Perú, 

debido a la re-interpretación que tiene SUNEDU sobre este tratado. Dicha 

interpretación favorece a los ciudadanos peruanos en detrimento de los 

ciudadanos de nacionalidad brasileña, como se desarrollará más adelante. 

Considerando los datos del Ministerio de 
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Relaciones Extranjeras de Brasil en el que señala que la comunidad brasileña 

en el Perú hasta el año 2020 es de 2.993, siendo este numero de personas 

afectadas por la reinterpretación de SUNEDU. Este numero es importante 

tomando en consideración de que, como se verá más adelante, casi la totalidad 

de los reconocimientos de grados y títulos de universidades provenientes de 

Brasil son otorgados a personas que tienen DNI peruano, es decir, ciudadanos 

peruanos que hayan estudiado en Brasil o ciudadanos brasileños que se hayan 

naturalizado peruanas. En este sentido, la nacionalidad es un elemento de 

discriminación o tratamiento preferencial. 

 
Asimismo, en el caso del reconocimiento también existe un problema evidente: 

la autoridad peruana, SUNEDU, no realizaría una equivalencia de los estudios 

superiores. Esta falta de compromiso con la equivalencia acarrea un 

reconocimiento solamente formal, pero sin efectos prácticos. De esta manera, 

la única validez que el portador del grado o título extranjero reconocido puede 

esperar es el valor que la institución que él postule reconozca. En la página de 

internet de SUNEDU figura el siguiente mensaje: 

 
 
 

Finalmente, se ha elegido el rango de tiempo correspondiente a los años 2015 

al 2017 debido a que en los periodos precedentes no se aprecian avances 

significativos con relación al tema entre los países investigados. No obstante, 

resultaría pertinente también traer a colación que, por ejemplo, en 
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España, país que Perú toma como referencia en muchas de sus regulaciones, 

tiene un tratamiento diferenciado desde el 2015. 

 
 

iv. Hipótesis 
 
 

Hipótesis Principal 
 
 

Los criterios formalistas y únicamente documentarios basados principalmente 

en la nacionalidad del solicitante afectan de manera negativa el derecho 

constitucional a la educación y la dignidad de la persona humana de los 

migrantes brasileños. 

 
De esta forma, la interpretación y aplicación de criterios formalistas, así como 

una normativa que se orienta a exigencias de carácter documentario y con 

especial atención a la nacionalidad del solicitante, para el reconocimiento y/o 

revalidación de grados y títulos académicos entre el Perú y Brasil, lejos de 

garantizar la calidad del grado y/o título a revalidar y/o reconocer, así como el 

pleno ejercicio del derecho constitucional a la educación, aunado a la necesidad 

de su articulación a marcos legales de derecho comunitario e internacional, 

tienen repercusiones, de forma y grado de afectación negativa al derecho 

constitucional a la educación: 

 
 
 

Hipótesis Secundaria: 
 
 

a) Los criterios formalistas utilizados en el reconocimiento y en la 

revalidación de los grados y títulos no generan certidumbre sobre los 

estudios realizados y sus características que validen la capacitación 

alcanzada; 

 
De esta forma, tanto en el reconocimiento como en la revalidación 

en el Perú, los requisitos que establece la normativa no generan 

certidumbre sobre la acreditación y/o prestigio de la Universidad 
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que expide el Grado y/o Título que se pretende reconocer en el Perú, 

siendo la atención documentaria dirigida a la nacionalidad del 

solicitante y no a las características de los estudios alcanzados. 

 
Por tanto, no se estaría garantizando que la instrucción obtenida 

permita el desarrollo integral de la persona de acuerdo con los 

estándares del Perú, en el caso de solicitantes que requieran el grado 

y/o título reconocido y/o revalidado para el ejercicio de una profesión, 

la consecución de estudios de posgrado y la docencia e investigación. 

b) En el caso de carreras que no existen en el Perú, no existe un marco 

normativo y/o lineamientos que definan el grado académico y/o título 

profesional obtenido y su validez en el Perú. 

 
En este marco, esta situación genera que se reconozcan y/o revaliden 

grados y títulos, principalmente por diferencias idiomáticas y/o falta 

de criterios para evaluar similitud de currículas, que no tienen las 

mismas exigencias y/o complejidad en el Perú. 

 

A partir de la hipótesis planteada, se advierte que existen criterios normativos 

que pueden afectar el pleno ejercicio del derecho constitucional a la educación 

que, como desarrollaremos a lo largo de la presente investigación, tiene su 

base en la dignidad de la persona humana y cuenta con respaldo en tratados 

internacionales. En esa línea, la concepción de este derecho debe proyectarse 

en un sentido amplio, para garantizar el cumplimiento de los preceptos 

constitucionales y los compromisos asumidos por el país, como Estado. Dicho 

esto, es importante considerar, asimismo, el concepto de educación en otros 

países y, por ende, resulta indispensable entrar en el detalle de los alcances de 

los grados, títulos y diplomas de un país, respecto del otro, a efectos de 

garantizar su equivalencia y/o las condiciones mínimas que permitan su 

desarrollo. 
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A manera de ejemplo, se podría considerar un glosario de términos referentes 

a la equivalencia de grados y títulos para que no se generen confusiones 

idiomáticas. Esto tendría la finalidad de que a través de un estudio previo 

facilitara a los evaluadores en reconocer los grados y títulos y no ocurrir dos de 

los grandes problemas: reconocer formalmente, pero generar incertidumbre 

del valor que tiene un grado o titulo en el Perú o que se reconozca un grado 

como equivalente por la semejanza de escritura y no por su real valor. Ejemplo: 

Juris Doctor reconocido como Doctorado. 

 
 

Otro ejemplo, al tener claro los alcances del derecho a la educación, como 

orientador de los criterios normativos en la revalidación de grados y títulos, 

que consideren el pleno ejercicio del derecho a la educación, es considerar 

lineamientos para el caso de estudios en el extranjero respecto de carreras que 

no existen en el Perú. Así, en el caso de carreras que tengan cercanía con 

carreras que, si existen en el Perú, se podría considerar una acción conjunta 

con los colegios profesionales y universidades con el fin de que el 

reconocimiento y/o revalidación no sea solamente, como se ha mencionado 

anteriormente, un documento formal pero que no habilite al ejercicio profesional 

ni tampoco permita la continuación de estudios en el Perú. De igual manera, 

al tener claro los alcances del derecho a la educación que debería permitir el 

desarrollo de un trabajo y/o profesión y las definiciones de los grados y títulos 

profesionales de un país respecto de otro, se viabilizaría un reconocimiento y/o 

revalidación adecuado en el caso de grados o títulos que tienen la estructura 

educativa distinta, como, por ejemplo, dónde los términos bachillerato y 

licenciatura significan grados y títulos distintos a los que existen en el Perú. 

v. Objetivos 
 

V .a. Objetivo General 
 
 

Analizar la afectación del derecho constitucional a la educación en la gestión 

de criterios en el reconocimiento y revalidación de grados y títulos. 
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v.b. Objetivos Específicos 
 
 

1. Determinar de qué manera la gestión de criterios normativos en el 

reconocimiento y revalidación de grados y títulos afectaría al derecho 

constitucional a la educación, principalmente en el Perú en relación a nacionales 

brasileños, durante los años del 2015 al 2017. 

 
 

2. Caracterizar el marco comparativo entre la legislación peruana, brasileña 

y compromisos internacionales respecto al derecho a la educación, como 

referencia para la gestión de criterios normativos en el reconocimiento y 

revalidación de grados y títulos y determinar si estos procedimientos en el 

Perú constituirían un óbice al ejercicio pleno del derecho a la educación, 

principalmente de ciudadanos brasileños. 

vi. Metodología Aplicada 
 
 

Respecto al tipo de investigación se puede definir como dogmática- jurídica 

debido a que la presente tesis estudia el ordenamiento jurídico y sus bases 

de forma que, además de conocerlo, busca optimizarlo y mejorarlo. El 

trabajo se desarrollará de forma heurística, describiendo y sistematizando, 

analizando la norma, comparándola con otros documentos legales, 

nacionales e internacionales con el objetivo generar una comprensión 

multilateral de los alcances del orden jurídico. 

 
De acuerdo con Atienza (1995), la investigación dogmática jurídica debe 

ordenar el área de la norma jurídica estudiada proponiendo soluciones a los 

problemas planteados debido a la interpretación y aplicación de esas 

normas. Por lo tanto, la presente tesis realizará una presentación 

estructurada del ordenamiento nacional e internacional correspondiente al 

derecho a la educación en el marco de la validación de grados y títulos 

extranjeros. Además, se evaluará la forma cómo los organismos 
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estatales, en especial el peruano, vienen interpretando y aplicando las 

normas respecto a la validación de grados y títulos y si está alineada esta 

interpretación y aplicación al marco constitucional, internacional y de 

integración correspondiente. 

 
Asimismo, Nino (1983: 344) explica que la investigación dogmática se avoca 

a la tarea de demostrar consecuencias a niveles políticos, sociales, 

económicos, entre otros, de la interpretación y aplicación de la norma. Para 

estos fines, incluso se puede tomar prestado los conocimientos de otras 

áreas del saber humano. Es por ello que la investigación demuestra las 

afectaciones de las interpretaciones y aplicaciones de las normas nacionales 

e internacionales en el Perú respecto a la validación de los grados y títulos. 

 
De acuerdo Bonilla y Rodríguez en Bernal (2006), el método cualitativo 

también es conocido como “no tradicional”, estando direccionado a 

profundizar sin generalizar los resultados. Se basa en describir fenómenos 

a través rasgos particulares recogidos del contexto, no realizando 

mediciones sino cualifica hallazgos. Por ello, el enfoque de esta 

investigación es cualitativo y a lo largo del desarrollo del presente trabajo, se 

irá afinando la investigación a través de preguntas orientadoras. 

 
Ahora bien, sobre el abordaje de la presente investigación se puede 

caracterizar como hermenéutica. De esta manera, se plantea el caso antes 

mencionado: revalidación y reconocimiento de grados y títulos extranjeros, 

principalmente, entre el Brasil y el Perú, prescribiendo los alcances del 

derecho a la educación universitaria a partir de la normativa. 

 

CÁPITULO 1: MARCO TEÓRICO 
 
 

1.1. Dignidad de la Persona Humana 
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¿Qué es el principio de dignidad la persona humana? Cuando se habla de 

dignidad de la persona humana se refiere al mundo que el individuo necesita 

para vivir, para su existencia que, para efectos de la presente investigación, 

en el caso de la educación, tal y como se ha contemplado en las constituciones 

tanto del Perú como del Brasil, está orientado al desarrollo integral de la persona 

que implicaría inclusive la calificación para el trabajo y ejercicio de la ciudadanía. 

Al margen de las diversas concepciones que se pueda tener respeto a los 

alcances de la dignidad de la persona humana, existe un mínimo y un máximo 

en su expresión, razón por la cual se debe considerar un carácter general para 

poder entender jurídicamente, en este caso, la mínima expresión-a la que se 

hace referencia-que cualquiera necesitaría para vivir. Muchos autores 

consideran la dignidad de la persona humana como un principio absoluto, 

siendo el principio que está por encima de cualquier otro principio. Entonces, 

la dignidad la persona humana sería la raíz en que todos los otros principios 

estarían vinculados y por eso tendría su carácter de absoluto. Miranda (2012) 

expresa que la dignidad de la persona humana como un valor fuente (llamado 

originalmente en alemán de “höchstes wertsetzendes Verfassungsprinzip”), un 

valor central del ordenamiento jurídico. Manual de Direito Constitucional - Tomo 

IV - Direitos Fundamentais, Jorge Miranda 

 
 

La importancia que tiene la dignidad de la persona humana empieza con la 

internacionalización de los Derechos Humanos. El mundo a partir de la 

fundación de la ONU empieza a valorar los Derechos Humanos por haber 

percibido los actos absurdos contra los seres humanos en los campos de 

concentración nazistas y otros eventos de la Segunda Guerra Mundial. La ONU 

surge con la declaración universal de los Derechos Humanos de 1948 con el 

valor principal de la dignidad de la persona humana. 

 
 

Las expresiones dignidad de la persona y derechos humanos son distintas. 

Registros de Miranda (1998), sobre de la expresión dignidad de la persona 

humana hacen referencia a lo siguiente: "Así como no es lo mismo hablar de 
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los derechos de la persona humana y derechos humanos, no es exactamente 

lo mismo hablar de dignidad humana y dignidad de la persona humana". Por su 

parte, según Domingo (2009), el reconocimiento de las personas en si mismas 

se da a través de su dignidad, libertad e igualdad, siendo la dignidad un 

concepto metajurídico, no ajurídico. Landa (2002), asimismo, expresa que la 

Constitución incorporó a la dignidad de la persona humana en la forma de un 

concepto jurídico de carácter abierto y sostiene que este principio es la razón 

de ser, fin y límite para todos los derechos fundamentales en la constitución. 

 
 

La dignidad de la persona humana se dirige al hombre individualmente, mientras 

que la dignidad se refiere a la humanidad, entendida como una cualidad común 

a todos los hombres o como un grupo que los abarca y los supera. El principio 

de la dignidad de la persona humana excluye cualquier interpretación que pueda 

permitir el sacrificio de derechos o incluso la personalidad individual en nombre 

de los llamados intereses colectivos. 

Entonces, como se ha señalado, la dignidad de la persona humana está 

relacionada con el hombre concreto e individual, mientras que la expresión la 

dignidad humana se dirige a la comunidad, considerando a todos los hombres 

como un conjunto. Así, Orbe (2015) menciona que en el primer artículo la 

constitución eleva a la persona humana al máximo grado de consideración en 

el ordenamiento jurídico peruano y, en función a ello, todo el ordenamiento 

jurídico debe regirse (p. 159); por su parte, Palomino (2000) expresa que los 

derechos fundamentales están reconocidos y positivizados en la Constitución,   

teniendo un ámbito interno nacional, ya en la categoría de Derechos Humanos 

se basa en un enfoque internacional que, a través de tratados y otros 

instrumentos internacionales, reciben un carácter supraconstitucional 

Por otro lado, Sessarego (2013) explica que la defensa de la persona humana 

y el respeto de su dignidad en la constitución son principios que serían la propia 

razón del derecho por ser un instrumento libertador de la persona. Ahora bien, 

si bien es cierto, tal como afirma Palomino (2003), las 
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constituciones iberoamericanas han seguido el modelo kelsiano que se origina 

en Europa, cuya caracterización de los derechos debe orientarse bajo su 

principio matriz: la dignidad de la persona humana, basado en el carácter 

internacionalista de los derechos humanos que origina los derechos 

fundamentales, considerando la dignidad del ser humano, sujeto de derechos, 

titular por naturaleza de racionalidad y anhelo de libertad. 

Dicho lo anterior, al diferenciar las expresiones dignidad de la persona y derecho 

humanos, se observa que la preservación de la dignidad de la persona humana 

es la única forma de proteger los derechos humanos. Los derechos humanos a 

nivel internacional, luego los derechos fundamentales a nivel nacional, basados 

en el carácter progresivo de protección, han establecido cada vez más requisitos 

en la protección de la dignidad humana que, en lo que se refiere a los llamados 

derechos de tercera dimensión, incluyen la protección del medio ambiente, 

autodeterminación y desarrollo. De igual forma ocurre con los llamados 

derechos de cuarta dimensión que tienen como título no al individuo en su 

singularidad, sino a grupos como la familia, gente, nación, colectivos étnico y la 

humanidad misma. 

Lo antes indicado constituyen ejemplos de estas dimensiones de derechos para 

la autodeterminación de los pueblos, consagrada tanto en el Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos como en el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales. Entonces, se puede percibirla 

progresividad del derecho a la dignidad, basado en el elemento internacionalista 

del iuscogens, que existe sin positividad. El Estado no crea derechos, solo los 

positiva y efectiviza (por lo tanto, facilita) su protección: los derechos son 

preexistentes. 

 
 

Ahora bien, la ley se entiende como la realización de valores a través de la 

aplicación efectiva de las normas legales. Y la persona es la fuente de todos los 

valores. De esta manera, analizando las tres nociones de derecho, cada una 

obedece a una perspectiva del hecho, la norma y el valor relacionado con 

la idea de justicia. Por lo tanto, se concluye que la comprensión completa de 

la Ley solo se puede alcanzar con la correlación de las tres 
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dimensiones referidas de la experiencia legal, que se confunde con la historia 

del hombre en su búsqueda de armonizar lo que es con lo que debería ser. 

 
 

Piovesan (1997) demuestra que el derecho internacional de los derechos 

humanos tiene un carácter específico y que, si bien es cierto, hace parte del 

Derecho Internacional Público que tiene características más generales, la 

relación sería de especie y género, respectivamente. Si bien el Derecho 

Internacional Público busca disciplinar las relaciones de reciprocidad y equilibrio 

entre Estados, a través de negociaciones recíprocas y concesiones dirigidas a 

los intereses, en los propios Estados, el derecho internacional de los derechos 

humanos tiene como objetivo garantizar el ejercicio de los derechos de persona 

humana. 

 
 

Existe una relación entre la comunidad internacional y los Estados soberanos 

con los tratados y el derecho internacional consuetudinario para proteger la 

dignidad de la persona humana. Además del derecho constitucional 

formalizado en cada Estado, existe una ley internacional de derechos humanos. 

Según Piovesan (1997): 

"El derecho internacional de los derechos humanos, al centrar su 
objeto en los derechos de la persona humana, revela contenido 
materialmente constitucional (…) los derechos humanos, a lo largo 
de la experiencia constitucional, siempre han sido considerados 
asuntos constitucionales (...). “ 

 
 

Esta interdisciplinariedad de la interacción entre el derecho constitucional y 

el derecho internacional de los derechos humanos apunta a un resultado: la 

llamada Ley-Convención de la Constitucional (que deriva de la expresión latina 

juscogens del derecho internacional). El derecho constitucional internacional 

significa esa rama del derecho en que se fusiona el derecho constitucional y el 

derecho internacional orientados a salvaguardar el mismo valor. 
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Los estudiosos internacionalistas y, a su vez, los estudiosos de esta Ley no 

se aventuran en el plan constitucional. En lugar de diálogo e interacción, 

prevalece el divorcio y el silencio. Esto se vuelve problemático, especialmente, 

cuando estos dos campos del derecho revelan el mismo objeto y la misma 

preocupación, en este caso, “la búsqueda de salvaguardar los derechos 

humanos". 

El divorcio entre el derecho constitucional y el derecho internacional puede ser 

una de las respuestas al incumplimiento de los derechos humanos, que no dan 

lugar a su protección. No es coincidencia, la misma distancia entre la norma y 

su efectividad, ya que la no aplicabilidad de las normas, los hechos, así como 

la no conformidad entre las normas legales y los valores sociales, son a 

menudo problemas relacionados con la ciencia jurídica. 

 
 

Incluso los Estados que consagran en sus constituciones los derechos 

fundamentales y la dignidad de la persona son vulnerables, ya que no cumplen 

con las normas esperadas. Numerosas leyes, aunque bien elaboradas, no traen 

solución práctica. La ley no está restringida por la norma, ya que la ley es la 

norma junto a los principios que la propia norma puede y debería expresar o en 

la interpretación legal y legitima de varias normas que se correlacionan; por ello, 

la ley debe aplicarse para efectividad (plan de hechos), y esto solo ocurre si las 

normas son legítimas, consistentes con los valores sociales. 

 
 

Existen derechos fundamentales tal como aparecen en la Constitución, que 

se denominan derechos fundamentales en sentido formal y derechos que no 

están consagrados en la Constitución, pero que son inherentes a la misma 

persona y, por esta razón, se consideran fundamentales en un sentido material. 
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En Brasil, la jurisprudencia trae muchos casos de realización del principio de 

dignidad humana, con un esfuerzo significativo para implementar este principio 

a nivel legislativo, jurisprudencial y doctrinal. No obstante, existen Estados 

soberanos que no conservan en sus Constituciones el principio de la dignidad 

de la persona humana, así como los derechos fundamentales que sirven de 

base y, por esta razón, deben, por principio de comunidad internacional, también 

someterse al principio. 

 
 

Pero, además, la dignidad de la persona humana no es solamente un principio 

constitucional, sino base del derecho constitucional en sí mismo. Como señala 

Verdú (1984): 

“...la dignidad de la persona es un valor constitucional porque 
cuenta (...) con la nota axiológica característica de la superioridad 
(...) la dignidad humana no es —así— un resultado del Estado 
social y democrático de derecho, sino un presupuesto del mismo... 
el hombre no es digno porque su convivencia se configure con 
arreglo a dicho Estado de derecho, sino justamente al contrario: el 
Estado social y democrático de derecho es digno en la medida en 
que cuadra con la dignidad humana.” 

 
 

Según Serrano (1997), el término derecho fundamental es apropiado para 

designar un derecho no disponible del individuo frente al Estado, principalmente, 

debido al alcance del término "ley", que designa a dos prerrogativas, tanto del 

hombre y a la abstención del Estado, como las que afirman la presencia del 

Estado en las relaciones privadas. Sin embargo, el término fundamental destaca 

no solo la inmanencia de estos derechos a la condición humana, pero también 

hace que la existencia misma del Estado de derecho dependa de ellos. 

 
 

Sobre el papel de la dignidad de la persona humana en la constitución, Bastida 

(2004), al comentar la constitución española, expresa que: 

“Si la CE no estableciese explícitamente qué derechos o libertades 
son inherentes a la persona, qué derechos implica el 
reconocimiento constitucional de la dignidad humana, habría que 
deducirlos de esta referencia genérica del art. 10. 1. C•E (...) se 
acaba de ver en la STC 120/1990- “no en abstracto, sino en el 
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concreto ámbito de cada uno de ellos”. Se produce así una relación 
recíproca entre esos derechos y la dignidad humana reconocida en 
el art. 10. 1. CE. Ésta se irradia a los derechos fundamentales 
constitucionalmente reconocidos y que el intérprete de la CE estime 
inherentes a la persona, pero a su vez el concepto constitucional de 
dignidad queda circunscrito en la CE (...)” 

 
 

Los derechos fundamentales tienen características comunes: inviolabilidad, 

imprescriptibilidad, inalienabilidad, indisponibilidad. Estos derechos no son 

transferibles, no son negociables y no pueden ser renunciados. No tienen 

contenido de equidad económica. Como siempre son ejercitables y ejercitados, 

no existe una complicación temporal de no ejercicio que sustancialmente la 

pérdida de exigibilidad por prescripción. 

 
 

Serrano (1997) agrega el carácter de la universalidad de los derechos 

fundamentales. Esto es porque los derechos constituyen una idea que lleva 

en su contenido un fuerte sentido de protección de los supuestos que se 

configuran en contra del concepto de persona humana que, anteriormente, 

en el ámbito de la moral, comenzó a tener un valor legal. Así, la universalidad 

es un elemento intrínseco a su configuración. Este autor afirma que "la génesis 

de los derechos fundamentales es destino indistinto del ser humano como 

género, es decir, en su universalidad "(ob.cit). 

 
 

Los Derechos fundamentales, según Pontes de Miranda, son los opuestos 

contra el Estado y, por eso, se les consigna no sólo para que aparezcan en 

el Texto Constitucional, sino por su esencia de proteger porque son 

supraestatales. En consecuencia, no todos los derechos son previstospor la 

Constitución e, incluso no estando previstos expresamente, no pueden ser 

suprimidos o incluso modificados por el derecho infra constitucional debido 

su carácter fundamental. 

 
 

En opinión de Canotilho (1999), la fundamentalidad apunta a la dignidad especial 

de proteger los derechos en sentido formal y material. Según este 
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autor, la fundamentalidad formal, generalmente, se asocia con 

constitucionalización colocada en la parte superior del orden legal y que 

constituyen límites materiales para su revisión constante. La fundamentalidad 

material, por otro lado, implica que el contenido de los derechos fundamentales 

sea decisivamente constitutivo de las estructuras básicas del Estado y la 

sociedad. No obstante, pueden ocurrir casos los cuales la fundamentalización 

puede no estar asociada con la constitución escrita y la idea de fundamentalidad 

formal, pero si material. 

La tradición inglesa de las libertades de derecho consuetudinarioy la 

fundamentalidad material proporciona soporte para abrir la constitución a otros 

derechos, también fundamentales, pero no constitucionalizados; es decir, 

derechos materiales, pero no formalmente fundamentales. Por esta razón, se 

aborda un concepto de cláusula abierta en la Constitución, con la definición de 

un derecho material fundamental, ahora presentado por Canotilho, en la 

especificación de garantías y derechos formalizadosque no excluyen otros 

derechos y garantías no enumerados. 

 
 

Las libertades individuales son esenciales para la dignidad del individuo. 

Cuando los derechos fundamentales versan respecto de asuntos como la 

familia, el matrimonio, la religión, la educación, las instituciones básicas del 

orden liberal occidental, éstos son anteriores a cualquier Constitución, y 

cualquier referencia constitucional sería meramente declarativa. Loewenstein 

(1982) afirma que: "Estas esferas privadas, dentro de las cuales los receptores 

del poder son libres de intervención estatal, coincide con lo que se ha llamado 

de "derechos humanos" durante trescientos años o 'libertades fundamentales'" 

En conclusión, cualquier derecho se comprende a la luz de la dignidad de la 

persona humana. Específicamente, el derecho a la educación, materia del 

presente trabajo de investigación, se proyecta en la dignidad de la persona 

humana y por ello, encuentra su fundamento y su fin en este principio. Así, 

considerando que se ha determinado que la dignidad de la persona humana 

tiene un carácter supraestatal, se advierte que no depende de soporte formal 
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de la constitución escrita y, por ello, el derecho a la educación y sus preceptos 

tampoco necesitarían de esta formalidad. En tal sentido, la sola existencia en el 

ámbito internacional como derecho humano vuelve obligatorio en el orden 

constitucional interno el principio de la dignidad de la persona humana y, como 

la educación se proyecta en la dignidad de la persona humana, también sería 

obligatoria en el ámbito interno. 

 
 

1.2. Alcances del Derecho a la Educación como Derecho 
Fundamental 

 
 

Para efectos de la presente investigación y el análisis del derecho a la 

educación, es importante empezar con algunas preguntas: ¿Se puede clasificar 

el derecho a la educación como natural del hombre o cómo fundamental? Así, 

por natural se comprende la esencia del ser humano como especie y por 

fundamental en el sentido de ser la norma más esencial y superior de 

protección del ser humano. Consecuencia de la primera pregunta, una segunda 

pregunta es necesaria: ¿Estos conceptos son realmente iguales? A pesar de 

que la doctrina y la ley positiva confunden ciertas clasificaciones y, a veces, las 

usan como sinónimos, existe una diferencia conceptual entre ellas. Sin 

embargo, son los propios adoctrinadores quienes sistematizan estos 

conceptos, pero no sin antes hacer la reserva de que están correlacionados. 

Al respecto, Pérez Luño (2004) afirma lo siguiente que: 
 

Los derechos fundamentales aparecen, por lo tanto, como la fase 
más avanzada del proceso de positivización de los derechos 
naturales en los textos constitucionales del Estado de Derecho, un 
proceso que tendría un vínculo intermedio en relación con los 
derechos humanos. 

 
 

En el curso de la historia, se puede apreciar la existencia de principios 

universales relacionados con la naturaleza humana, lo que se va a definir en 

momento posterior como derecho natural. Sin embargo, la formación de estos 

principios universales tiene varias perspectivas desarrolladas desde la antigua 

Grecia. Heráclito atribuyó el valor legal al Cosmos, mientras que, en 
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Antígona, Sófocles resalta el carácter religioso. Luego, Aristóteles, los sofistas 

y los estoicos dieron la base de la naturaleza a estos principios. San Agustín y 

Santo Tomás de Aquino reinterpretaron estos principios universales como 

derecho natural y lo han impregnado de ideales cristianos mientras que 

Rousseau basaba estos principios en la voluntad general. 

 
 

Locke, por su parte, admitió que el derecho natural deviene en reglas eternas 

para todos, basadas en la razón. Ráo (1997) definió los derechos naturales 

como aquellos principios y preceptos que son inseparables de la naturaleza 

humana, por lo que son universales y necesariamente reconocidos en todo el 

sistema legal legítimo. Sin embargo, lo más importante no es definir 

correctamente su fundamento, sino saber de qué se trata el derecho natural, 

representado ante el Estado y su contenido. Ahora bien, con respecto al Estado, 

el derecho natural sirvió a la ley positiva durante mucho tiempo, ya que era 

considerado como un límite a su actuación. 

 
 

Entonces, el contenido del derecho natural debe entenderse como el ideal 

de justicia, de bien, de respetar y tratar a todos con dignidad. Dicho contenido 

es independiente y no puede ser alterado o cancelado. Así, tomando esta 

comprensión como premisa, se puede decir que hay algunos derechos que son 

independientes de la voluntad política y que se presuponen necesarios para 

la vida humana. 

En el marco de lo antes descrito, la educación pertenecería a esta categoría de 

derechos, es decir, derecho natural, ya que es un requisito esencial para la 

dignidad, la libertad y la ciudadanía. Sin educación el hombre no obtiene las 

condiciones mínimas necesarias para vivir con sus pares y para considerarse 

un miembro de la sociedad. Por tanto, la ley natural no puede ser ignorada y 

el legislador, así como el poder político deben comprometerse a respetarla. De 

igual forma, el legislador y el poder político, así como todo el aparato Estatal 

deben garantizar el acceso a la educación considerando que 
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es un derecho esencial para el ideal de justicia, para queel bien sea logrado, así 

como el respeto y trato de todos de manera digna. 

 
 

De esta manera, los derechos humanos, entre ellos la educación, son aquellos 

derechos positivizados en normas internacionales y que tienen la idea 

intrínseca de igual respeto entre los individuos por el simple hecho de que 

todos son seres humanos, iguales a pesar de diferencias culturales, étnicas y 

sociales. Estos son derechos que conciernen sólo a la existencia humanay que 

están estrechamente relacionadas con la mejora de la humanidad. 

 
 

El carácter único e irremplazable de cada ser humano demuestra que la dignidad 

de la persona existe únicamente en cada individuo. La filosofía del derecho 

suma a esto el hecho de que el hombre tiene una esencia cambiante, evolutiva. 

En el marco del evolucionismo, a diferencia de otras especies vivas, la 

humanidad no solo evoluciona en el plano biológico, sino que también, y 

principalmente, a nivel cultural. 

 
 

El desarrollo del hombre, con la comprensión de su dignidad y constante 

evolución es el resultado del dolor físico y el sufrimiento moral. La conquista 

y evolución de los derechos humanos son una forma de responder a estos 

períodos críticos a través de los cuales la humanidad pasa. El surgimiento 

de esta nueva esfera de derechos ocurrió con la transición del Estado medieval 

al Estado moderno y la conquista de nuevos derechos para ser agregado a los 

existentes ha sucedido de manera progresiva en la historia. 

 
 

Sin embargo, el registro del nacimiento de derechos humanos se realiza con 

la Declaración de Derechos del Pueblo de Virginia en 1776. Dicho documento, 

en su artículo I dispone que todos los seres humanos son, por su naturaleza, 

igualmente libres e independientes. Así, cada persona tiene 
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ciertos derechos innatos, de los cuales la actuación del Estado y de la sociedad, 

no puede, por ningún tipo de pacto, privar o despojar a su posteridad de estos 

derechos que son el disfrute de la vida y la libertad, propiedad, así como 

búsqueda y obtención de la felicidad y seguridad. 

 
 

Como se puede apreciar, la Declaración de Derechos del Pueblo de Virginia 

de 1776 registra, oficialmente, la igualdad entre hombres, la vocación natural 

a la mejora constante y la búsqueda de la felicidad. Después de trece años, en 

la Revolución Francesa, hubo la reafirmación de los ideales de igualdad y 

libertad entre hombres. Posteriormente, con la declaración de los derechos 

humanos del hombre y del ciudadano se reconoce la primera dimensión de los 

derechos humanos. Así, con estos documentos se registra la adquisición por los 

seres humanos de derechos de carácter universalista y en base a estos 

documentos antes mencionados, las constituciones de diferentes países 

comenzaron a insertar en sus textos los derechos fundamentales e individuales. 

 
 

Sin embargo, solo en 1917, en la Constitución de México y en 1919, en la 

Constitución de Weimar los derechos sociales han sido incluidos debido a las 

necesidades causadas por la Primera Guerra Mundial. Así, en estos 

documentos, la educación se destaca de manera clara y objetiva como derecho 

del hombre. Después de la Segunda Guerra Mundial, en diciembre de 1948, 

fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos del Hombre. Estas constituciones y la 

Declaración Universal retoman los ideales de la Revolución Francesa, 

reconociéndolos como valores supremos y el derecho a la educación como 

indispensable. 

 
 

La dignidad de la persona es instrumento de desarrollo de la personalidad 

humana dada la constante evolución del ser humano. Otros documentos 

internacionales fueron posteriormente editados para ratificar o ampliar la lista 
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de derechos humanos. Así, la conciencia ética colectiva se expande y 

profundiza con el desarrollo de la historia. La demanda de condiciones sociales 

capaces de proporcionar la realización de todas las virtualidades del ser humano 

se intensifica en el tiempo y, necesariamente, se traduce en la formulación de 

nuevos derechos humanos. 

 
 

Sin embargo, es necesario enfatizar la importancia de que estos derechos sean 

parte de Constituciones de los Estados. Por lo tanto, siempre que su 

permanencia esté solo dentro del alcance internacional, tienen estatus de 

derechos morales no sancionables formalmente. Si los derechos humanos 

pueden entenderse como un conjunto de instituciones que cumplen con las 

demandas de dignidad, igualdad y libertad en cada momento histórico, por los 

derechos fundamentales, uno debe entender estos derechos humanos 

garantizados por una legal positivación constitucional, de un Estado. 

 
 

En este contexto, la inserción de los derechos humanos en las Constituciones 

de los Estados confirió un nuevo status y los transformó en derechos 

fundamentales, con una visión hacía el derecho constitucional moderno. Así, 

esta modernización tuvo dos funciones: 

1 - Plan subjetivo: Son desarrolladas las garantías de libertad 
individual sin dejar de lado los aspectos sociales, económicos y 
colectivos; 
2 - Plan objetivo: El contenido funciona como un medio para realizar 
los propósitos y valores constitucionales proclamados. Incluso se 
podría decir que los derechos fundamentales ya no serían límites al 
ejercicio del poder político y que se habrían convertido en un conjunto 
de valores o propósitos de acción positiva por parte de las 
autoridades públicas. 

 

La educación es necesaria para el pleno desarrollo del hombre como un ser libre 

y digno. Por esta razón, el derecho a la educación, cuando se incluye en el 

sistema legal interno de los Estados, mediante una disposición en las 

Constituciones respectivas, es considerado como derecho social 
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fundamental. De esta manera, el derecho a la educación para el desarrollo 

del hombre, al ser considerado esencial, se encuentra entre los Derechos 

Naturales. Natural también por su esencia ya que siendo la educación un 

proceso continuo de perfeccionamiento del hombre en la sociedad, tanto en su 

aspecto físico cuanto mental, también prepara el hombre y lo desarrolla en 

sociedad. Varios filósofos han mencionado sobre el carácter importante de la 

educación del hombre, entre ellos Hobbes que identificaba en ella, la educación, 

lo que posibilita al ser humano a insertarse en la sociedad o incluso como lo 

que posibilitaría la formación de cualquier sociedad. 

 
 

Como se mencionó, la educación es lo que hace posible que el hombre se 

desarrolle en su integridad, de manera completa en todas sus atribuciones 

psíquicas y físicas. Dicho lo anterior, se puede inferir que la educación también 

posibilita al hombre a autoconocerse, así como conocer su entorno y a las 

personas que viven en sociedad como él. Este proceso de autoconocimiento es 

una doble vía en que el educando recibe la información no solo de su sociedad, 

sino también la información de la cultura occidental, realizando procesos 

cognitivos que van a interactuar con los conocimientos previos y prácticos del 

individuo, perfeccionándolo como ser. Es por ello que si no hay educación, el 

ser humano no podrá desarrollar sus potencialidades, aquello que sus 

capacidades le confiere debido a que no tiene el instrumento (instrucción y 

educación) para realizarlo. De esta forma, una persona sin educación es un 

proyecto de vida interrumpido de manera prematura, por ausencia de los 

medios necesarios para sentirse completo. Por todo lo expuesto, la educación 

se reviste de importancia como derecho humano y fundamental que va a 

perfeccionar el ser en su dignidad humana y, sin ella, el ser humano no será 

capaz de desarrollar su dignidad y vivir adecuadamente en sociedad. 

 
 

1.3. La Educación como un Derecho de la Personalidad y Proyección 
como Derecho Humano 
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Con el fin de comprender mejor la educación como un derecho de la 

personalidad, es importante meditar sobre el concepto construido por Bittar 

(1978) respecto de la singularidad (por ser natural del ser humano) e interioridad 

de los derechos de la persona humana y que, por ello, los determina como 

derecho de la personalidad. Al respecto, el autor describe los derechos de la 

personalidad conforme lo siguiente: 

"Los derechos reconocidos a la persona humana tomada en sí mismo y en sus 
proyecciones en la sociedad, según lo previsto en orden legal exactamente para 
la defensa de los valores innatos del hombre, como la vida, la salud física, la 
intimidad, el honor, la intelectualidad y muchos otros. " 

 
 

Adicionalmente, los profesores Alessandri, Somarriva y Vodanovic (1998) 

también definen el derecho de la personalidad, conforme a lo siguiente: 

“los derechos primordiales o de la personalidad son los que tienen por fin 
defender intereses humanos ligados a la esencia de la personalidad. También se 
dice que son aquellos que toda persona física, en calidad de sujeto jurídico, lleva 
inseparablemente desde su origen y que no tienen otro presupuesto que la 
existencia de la persona.” 

 
 

Bittar (1978), después de un análisis exhaustivo de los derechos de la 

personalidad y los derechos de la persona, concluye que “los derechos de la 

personalidad básicamente representan ius in se ipsum, es decir, se refieren 

a la persona misma, teniendo como objeto sus atributos sustanciales y, como 

fundamento, la esencialidad del ser”. El autor concluye que los derechos de la 

personalidad están en un nivel más elevado que las libertades públicas ya 

que los derechos de la personalidad son inherentes a la naturaleza humana y 

están enraizadas en la ley natural. 

 
 

En el mandamiento constitucional brasileño y peruano, el derecho a la 

educación se considera un derecho social fundamental, pero, aunque no esté 

en la lista de derechos de la personalidad, está pacificado por la doctrina más 

pura, como un derecho fundamental. Limongi Francia colocó la educación al 

mismo nivel que el derecho a la vida, ya que los derechos de la personalidad y 

los derechos fundamentales están estrechamente vinculados. 
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Siguiendo la misma línea de entendimiento, Bittar (1978) determina la 

educación en su doble aspecto, como derecho público y a la vez privado, de 

la siguiente manera: 

“[…] La educación puede y debe definirse como, en el contexto legal, además  
del derecho público subjetivo fundamental, inscrito entre los mandamientos 
básicos de la Carta Magna, como un derecho privado subjetivo absoluto, en 
términos de derechos de personalidad. De hecho, la educación es parte del 
proceso de formación espiritual, intelectual, moral y social del  ser, permitiéndole 
vivir con sus características intrínsecas, así como para la vida social.” 

 
 

Ahora bien, no sería posible concebir el desarrollo completo del individuo sin 

un proceso educativo formal mínimo. Si se considera el derecho a la educación 

como un derecho íntimamente personal que acompaña el individuo desde su 

nacimiento, que corresponde a su estructura y su constitución fundamental, 

entonces se debe entender que la educación posibilita a la persona adecuar a 

la sociedad sus potencialidades y habilidades naturales. De esta manera, el 

texto constitucional brasileño afirma que la educación es un derecho de todos 

y el deudor de este derecho es el Estado y la familia (art. 205, CRFB / 88). 

 
 

En esta línea lógica, si el derecho a la educación está relacionado a la formación 

de la personalidad de un individuo, dentro de su libertad para definir los criterios 

y los medios por los cuales quiere desarrollarlo, el derecho a la educación 

tendría las mismas características de los derechos de la personalidad. De esta 

manera, el derecho a la educación poseería como características: ser un 

derecho natural, inmanente, absoluto, oponible "erga omnes", inalienable, 

imprescriptible, irrevocable, no estando sujeto a los caprichos del Estado o a 

la voluntad del legislador; esto se da debido a que este derecho es inherente 

a la personalidad humana a desarrollarse, de acuerdo con la estructura y la 

constitución humana. 

 
 

En este contexto, las normas que rigen el derecho a la educación son vistas 

ahora como parte del derecho a la vida, como un derecho social. Así, estas 
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leyes deben entenderse como normas de plena efectividad y aplicabilidad 

inmediata, ya que es un derecho de la personalidad y fundamental de primera 

dimensión. Estas normas y el derecho a la educación, que es su base, fueron 

insertadas en el derecho a la vida en su sentido integral, como un medio 

necesario para una formación perfecta y sólida del hombre para el papel 

decisivo que desempeña en la preservación de la cohesión social. 

 
 

Nunca es demasiado recordar las lecciones de Santo Tomás, en el sentido de 

que existe una fuerza en la naturaleza humana que busca una explicación 

para el mundo que lo rodea, estando en continuo poder para los objetos que 

desea conocer. Esta potencia solo se convierte en un acto cuando existe una 

conciencia a través de una educación seria y responsable que lleva al hombre 

a alcanzar el fin para el cual fue creado. De esta manera, la educación es 

esencial para la formación del individuo ya que es la herramienta para lograr 

una vida mejor, con más dignidad, además de promover el acceso a la 

ciudadanía y el cumplimiento de los derechos y deberes. 

 
 

La educación es una forma de buscar justicia social, dado que todos merecen 

un lugar de respeto en la sociedad y la educación es el mecanismo capaz de 

transformar la sociedad, de proporcionar a todas las personas más 

oportunidades iguales, además del desarrollo personal y profesional. Pensando 

en la situación de desigualdad que siempre ha sido parte de la sociedad 

brasileña, la Constitución Federal de 1988 consolidó en su alcance el Artículo 

205, que trata del derecho a la educación. Sin embargo, para que las personas 

tengan este derecho protegido, es necesario hacer cumplir lo que la ley 

establece porque el desarrollo humano y social no puede lograrse cuando la 

educación no es accesible para todos. 

 
 

La educación, el derecho de todos y el deber del Estado y la familia, por ejemplo, 

en el caso de la constitución brasileña, se promoverá y se alentará 
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con la colaboración de la sociedad, con el objetivo del desarrollo pleno de la 

persona, su preparación para el ejercicio de la ciudadanía y su calificación para 

el trabajo. En este contexto, se entiende que la educación, como un derecho 

consagrado en la Ley Principal, debe considerarse esencial para el desarrollo 

del individuo, así como para tener acceso a la ciudadanía y a sus derechos y 

deberes. De esta manera, el acceso completo a la educación constante es 

necesario en todos los niveles de educación para lograr el completo desarrollo 

humano. 

 
 

Según afirma Pompeu (2005, p. 89) sobre el binomio persona y Estado en el 

contexto de la educación "por un lado, existe la persona con derecho a la 

educación y, por otro, la obligación del Estado de proporcionarla". De esta 

manera, la educación es algo que el individuo puede exigir al Estado, ya que 

éste tiene el deber legal de promoverlo independientemente de la condición 

social de cada uno. En este contexto, cada individuo es en realidad el titular 

de ese derecho mientras que el Estado es el organismo que debe permitir su 

realización sin distinción, por el respeto a la dignidad de la persona humana 

y en la búsqueda de la igualdad y el desarrollo social. En este sentido, como 

señala Silva (2009, p. 32) sobre la universalidad del derecho a la educación: 

“el artículo 205 de la Constitución contiene una declaración fundamental que,  
combinada con el art. 6, eleva la educación al nivel de los derechos humanos 
fundamentales. Allí se afirma que la educación es el derecho de todos, con lo 
cual este derecho está informado por el Principio de Universalidad.” 

 
 
 

En concordancia con lo expresado líneas arriba, el Derecho a la Educación 

es parte de los Derechos Fundamentales. Considerando que el derecho a la 

educación es indispensable para alcanzar la Dignidad Humana y que también 

está basado en el Principio de la Universalidad, se colige que el derecho a la 

educación es un derecho universal en que el Estado no puede restar valor al 

individuo. El tal sentido, el Estado debe tratar el derecho a la educación como 

un derecho no disponible. 
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Como afirma García (2008), sobre los alcances del derecho a la educación como 

derecho subjetivo y su efectividad, basados en el tratamiento constitucional 

brasileño: "El tratamiento dado al derecho a la educación en la Constitución de 

1988 lo constituye como un derecho subjetivo de la persona humana y, como 

tal, su efectividad amplia y sin restricciones se vuelve exigible". En otras 

palabras, para que el Derecho a la Educación logre su propósito real, su 

aplicación debe ser efectiva, en el sentido de ofrecer eficiencia para que se 

pueda lograr a través del acceso total. 

 
 

Por lo tanto, el Estado como titular de esta obligación debe ofrecer mecanismos 

para que el acceso a la educación sea efectivo de modo que todos puedan 

disfrutar de este derecho, en igualdad de condiciones para su acceso y 

desarrollo, descartando que la educación sea posible para algunos en 

detrimento de otros. Por lo tanto, el Estado debe crear herramientas que 

permitan el acceso a la educación de todas las personas, sin distinción, para 

permitir la inclusión social, el desarrollo y el logro de la justicia social. 

 
 

La educación es uno de los Derechos Humanos, reconocida así en el contenido 

del Artículo 26 de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948: 

 

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La instrucción será 
gratuita, al menos en grados elementales y fundamentales. La 
instrucción elemental será obligatoria. La instrucción técnica y 
profesional será accesible para todos, así como la educación 
superior, basada en el mérito. 

 
2. La instrucción se orientará hacia el pleno desarrollo de la 
personalidad humana y el fortalecimiento del respeto de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales. La instrucción promoverá la 
comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
grupos raciales o religiosos, y ayudará a las actividades de las 
Naciones Unidas en apoyo del mantenimiento de la paz. 
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3. Los padres tienen el derecho legal de elegir el tipo de 
instrucción que se les dará a sus hijos. 

 

El derecho humano a la educación reconocido en la Declaración se ha 

fortalecido como norma jurídica internacional, principalmente por el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (arts. 13 y 14), de 

la Convención sobre la lucha contra la discriminación en el ámbito de la 

educación, de la Convención sobre los Derechos del Niño (arts. 28 y 29) y el 

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

en el Área de Derechos Humanos Económicos, Sociales y Culturales (art. 

13). 

 
 

En este contexto, al considerar la educación como un derecho humano significa 

que éste no depende de las condiciones económicas de los estudiantes ni debe 

estar sujeta únicamente a las reglas del mercado. Tampoco puede limitarse a 

la condición social, nacional, cultural, de género o étnico-racial de una persona. 

Lo más importante es garantizar que todas las personas puedan ejercer y ser 

conscientes de sus derechos. En este sentido, el inciso 2 del artículo 26 de la 

Declaración es fundamental para definir los propósitos universales de la 

educación. 

 
 

El derecho a la educación tiene un significado amplio, no se refiere solo a la 

educación escolar. El proceso educativo comienza al nacer y termina solo en 

el momento de la muerte. El aprendizaje se lleva a cabo en diferentes áreas: en 

la familia, en la comunidad, en el trabajo, en el grupo de amigos, en la 

asociación, también en la escuela y la universidad. Por otro lado, en las 

sociedades modernas, el conocimiento educativo es casi una condición para 

la supervivencia y el bienestar social. Sin la educación, la persona no puede 

acceder al conocimiento acumulado por la humanidad. 

Además de su importancia como un derecho humano que permite que las 

personas se desarrollen completamente y continúen aprendiendo a lo largo 
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de la vida, la educación es un bien público de la sociedad. El pleno ejercicio 

de este derecho permite el acceso a otros derechos. Por lo tanto, la educación 

es un derecho muy especial. La educación ayuda a los niños, adolescentes, 

jóvenes, hombres y mujeres a salir de la pobreza, ya sea por su inserción en 

el mundo del trabajo o al permitir la participación política para mejorar las 

condiciones de vida de todos. También ayuda a prevenir la marginación de las 

mujeres, la explotación sexual y el trabajo infantil; de igual manera, hace 

posible enfrentar la discriminación y los prejuicios, entre muchos otros ejemplos. 

 
 

En los últimos años, el sector de servicios y los vinculados a grupos de 

profesionales, científicos y técnicos han seguido creciendo y las personas que 

se hayan desarrollado a través de la educación han tomado posiciones 

destacadas en relación a los trabajadores que producen bienes materiales, cuya 

presencia numérica y relativa importancia han disminuido. El crecimiento de 

estas profesiones especializadas está relacionado con el crecimiento de la 

información y sus formas de circulación, posibilitadas por la tecnología, así como 

con la enorme expansión del conocimiento sistematizado y complejo que 

requiere para su gestión o dominio, capacitación prolongada y de alto nivel. 

 
 

Por lo tanto, la educación es la forma dominante de socialización y capacitación 

en las sociedades modernas y continúa expandiéndose. Así siendo, los 

maestros, debido al papel que desempeñan, uno de los grupos ocupacionales 

más importantes y uno de las principales partes de la economía de las 

sociedades modernas que representan, junto con los profesionales de la salud, 

la principal carga presupuestaria de los Estados (Tardif; Lessard, 2005). 

 
 

Como se viene reiterando, el derecho a la educación es un derecho humano 

fundamental, siendo una de las dimensiones más importantes de la 
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realización de la dignidad de la persona humana. La aplicación del principio de 

la dignidad de la persona humana implica tratar al ser humano como un fin en 

sí mismo y nunca como un medio para el fin.Así, la existencia de una vida digna 

no se concibe sin la garantía institucional y normativa del derecho a la 

educación. La propia Constitución Federal de Brasil establece que la educación 

debe calificar al individuo para la ciudadanía y el trabajo. En este sentido, el 

derecho a la educación, cuando se ejerce, es un proceso educativo para otros 

derechos humanos. 

 
 

Como un verdadero derecho humano, el derecho a la educación tiene las 

siguientes características: 

 

a) Fundamentalidad: que se divide en formal, como está previsto 
en las declaraciones internacionales y en las constituciones de cada 
Estado; en Brasil, el primer pronóstico fue en la Constitución de 1824; 
y material, que consiste en la primacía axiológica de un derecho 
fundamental. A pesar de que no tiene una disposición expresa en la 
Carta Magna. Cabe señalar que, en la Constitución Federal de Brasil 
de 1988, el derecho a la educación tiene una fundamentalidad formal 
y material; 
b) Internacionalización: los derechos humanos fundamentales, que 
están relacionados con la realización de la dignidad humana, están 
consagrados en varios instrumentos internacionales. La protección 
de la dignidad de la persona humana debe extenderse a todos los 
pueblos, de acuerdo con las especificidades culturales e históricas 
de cada pueblo, lo mismo se aplica al derecho a la educación; 
c) Historicidad: el derecho a la educación se ha afirmado a través de 
las diversas luchas sociales libradas a lo largo de la historia. El 
derecho a la educación es el resultado de la historia de los pueblos, 
constituyendo un derecho fundamental de segunda dimensión; 
d) Indivisibilidad:que se traduce en tres dimensiones: Individual pues 
el derecho a la educación puede ser ejercido, concretado por un 
sujeto aislado, que requiere respeto por la libertad del individuo. 
Social porque sin el derecho a la educación no se puede pensar 
en condiciones económicas mínimas de existencia; el Estado debe 
proporcionar beneficios positivos para que este derecho sea 
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efectivoy, finalmente, Transindividual, en que derecho a la educación 
es difuso. 
e) Interdependencia:el derecho a la educación está conectado con 
otros derechos, formando una red para proteger la ciudadanía y 
promover la dignidad de la persona humana; 
f) Inalienabilidad: cuando no sea posible negociar, transferir el 
derecho a la educación; y 
g) Inagotabilidad: el derecho a la educación se inserta en un plan 
histórico-social. 

 

En este contexto, varios instrumentos legales han llegado a proporcionar 

expresamente el derecho a la educación, tanto a nivel internacional como 

nacional. Es así que el derecho a la educación, a nivel internacional, está 

previsto en los siguientes tratados internacionales de derechos humanos: 

 

a) Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 
1973: su característica más importante es la universalidad, que 
establece el derecho a la educación de todos los ciudadanos; 
b) Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948: en su 
artículo 23 prevé el derecho a la instrucción de todos los seres 
humanos; 
c) Declaración de los Derechos del Niño de 1959: establece que el 
niño tendrá derecho a la educación gratuita y obligatoria, al menos en 
la escuela primaria; 
d) Conferencia General de Educación de 1960: se establecieron una 
serie de avances en el campo educativo, como la expansión y la 
mejora de la calidad; 
e) Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de 1966: en su artículo 73 establece la necesidad de 
reconocer el derecho a la educación para todos. También establece 
que la educación debe alcanzar la dignidad de la persona humana 
y es deber del Estado fomentarla; 
f) Protocolo adicional al Pacto de San José de Costa Rica de 1988: 
principios importantes del derecho a la educación cristalizaron y 
disciplinaron el derecho a la educación para los discapacitados; 
g) Convención sobre los Derechos del Niño de 1989; 
h) la Declaración de Viena de 1993; y 
i) Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea de 
2000. 
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Cómo se puede observar, existen varias declaraciones, tratados e instrumentos 

internacionales que reafirman los derechos humanos, los repiten y los 

perfeccionan. Esto es una característica de los derechos humanos ya que, 

principalmente, la Organización de las Naciones Unidas entiende que es 

siempre necesario reafirmarlos para que no se queden en el olvido o que un 

tratado sea denunciado por una de las partes signatarias (con la consecuente 

retirada de este país del tratado), que los derechos humanos tienen un carácter 

progresivo, en el sentido que van desarrollándose y protegiendo cada vez más 

a los individuos. 

 
 

Por todo ello, los derechos humanos y, en consecuencia, los derechos 

fundamentales son necesarios para una sociedad cada vez más justa y el 

derecho de la educación es el motor para el desarrollo de la sociedad, parte 

indispensable sin lo cual no se puede avanzar. También habrá que entender 

que cómo característica progresiva, la educación ya no puede ser vista en 

un aspecto de instrucción solamente sino de formación integral de la persona 

humana. 

 
 

Por último, aun que el tema no se relaciona solamente con los migrantes, es 

innegable que ellos son los que más frecuentemente se involucran y son 

perjudicados en caso de políticas inadecuadas en relación con las políticas 

de reconocimiento y revalidación de sus grados o títulos y sus efectos. Con 

efecto, con cada vez más personas yendo a vivir en países distintos a los 

que hayan nacido, la discusión de los efectos reconocidos de sus derechos 

como migrantes recobra valor. En este sentido, Ferrajoli (2019) en interesante 

análisis sobre el caso europeo en que el ius migrandi no se ve respetado en 

algunos casos particulares dentro de la integración. Esta falta de respeto a la 

norma fundacional de la UE y la Carta de los Derechos Fundamentales de la 

UE, argumenta el autor, va en contra de las propias bases de la Unión Europea. 

Este autor sentencia que dicha actitud compromete a la solidaridad, la igualdad 

y respeto a la Dignidad de la Persona Humana. De igual forma, debemos 

entender que lo mismo pasa en 
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los países latinoamericanos que no respetan a la Dignidad de la Persona 

Humana, y por lo tanto a los derechos fundamentales reconocidos en sus 

constituciones, siempre y cuando regulan de manera excesivamente dañino los 

temas relacionados a los derechos de los migrantes, en este caso 

especialmente la validez de los grados y títulos. 

 
 

https://www.tc.gob.pe/wp-content/uploads/2019/07/PDF-REVISTA-11.pdf 
 

1.4. Marco Normativo: 
 
 

1.5. Los Derechos Humanos y el Derecho de la Integración 
 
 

La relación del derecho de la integración y el derecho constitucional se explica 

por la pertinencia que tiene en el Estado de construir la aplicación de normas 

del derecho internacional y que se puede agrupar de tal manera a integrarse a 

organismos supranacionales. Este análisis es necesario en lo que se refiere a 

la adecuación constitucional con relación a los tratados internacionales que dan 

la interpretación a la integración de forma institucional y, por otro lado, también 

garantiza la estabilidad y seguridad de los compromisos internacionales que el 

Estado se ha comprometido a obedecer. 

 
 

Por esta razón, es importante conocer cuáles son las posibilidades de aplicación 

de los derechos humanos en una integración basada en el estado constitucional 

del derecho de la integración. En la teoría tradicional se establece que todas las 

personas, jurídicas y físicas, están sujetas solamente a la constitución de 

cada Estado, así como cualquier ordenamiento jurídico interno. Esta posición 

es bastante criticada en el sentido de que se puede, de manera efectiva, dejar 

la integración sometida a una norma fundamental. En todo caso, no se podría 

atribuir a la integración la relación única de organización internacional en su 

ejercicio de competencias que derivan de la misma constitución porque, en 

este caso, 

http://www.tc.gob.pe/wp-content/uploads/2019/07/PDF-REVISTA-11.pdf
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algunas competencias de un régimen jurídico supranacional van a implicar 

en el sentido de que no pueden encontrarse sometidas a la constitución. Es 

por ello que la competencia para formular normas de carácter internacional, así 

como cualquier otra conferida a entes públicos está de alguna manera limitada 

por la Constitución. 

 
 

De esta manera, también se puede inferir que los acuerdos, convenios y 

tratados internacionales, principalmente en el ámbito de integraciones deben 

ser comprendidas en un sentido de supranacionalidad. Por ello, cuando existe 

un Tratado, Convenio o Acuerdo en una integración, entre países miembros de 

una integración o simplemente entre países, se debe entender también estas 

reglas como pertenecientes a la integración. En esta comprensión, deben ser 

entendidas dichas normas como vinculantes y no solamente orientadoras. 

 
 

Otra posición bastante discutida en el ámbito del derecho de la integración y el 

derecho constitucional es que el derecho de la integración sólo podría estar 

limitado al núcleo básico de la constitución, lo que se refiere a aquellas normas 

que son protegidas por una rigidez del proceso de reforma de su propia 

constitución. Esta postura es señalada por Pérez Tremps que, entre sus 

críticas, se encuentra el caso de los tratados que fundan la Unión Europea que 

son considerados como elementos estructurales en la configuración 

constitucional de cada Estado miembro y que están protegidos de cualquier 

reforma de la organización estatal de sus países miembros. 

 
 

Bastante parecida a la postura anterior, plantea que el derecho de la integración 

está limitado por valores y principios constitucionales que son el núcleo duro de 

la constitución pero que éste no estaría formalmente definido como parte 

reservada de la reforma agravada sino por la trascendencia de los referidos 

principios y valores. Esto significaría que el derecho de la integración se 

sujetaría a esta norma fundamental qué ideológicamente 
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estaría limitada por estos valores fundamentales del orden. Así, estos valores 

fundamentales funcionan, principalmente, referente a algunos derechos 

inalienables de la persona humana y que, por lo expuesto anteriormente, 

también limitaría el derecho de la integración. 

 
 

Pérez Tremps argumenta que esta postura no solucionaría algunos problemas 

referentes a la norma fundamental y los tratados de integración porque estaría 

limitado por el principio de la supremacía de la Constitución en el orden 

jurídico interno. En razón a esto, se debe entender, según el autor, que el 

poder de integración supra nacional debe comprender que no son todos los 

preceptos constitucionales que tienen la calidad de aplicación directa, así como 

tampoco tiene forma relacionada y dirigida a los varios destinatarios del 

ordenamiento jurídico. En este sentido, todavía persistiría para esta teoría el 

problema en relacionar el alcance constitucional en relación al derecho de la 

integración en el sentido que no se puede dar una respuesta unificada debido a 

la dimensión y a los casos concretos. Por otro lado, existen algunos parámetros 

generales para llegar a una solución, dependiendo del caso concreto. 

a. Se debe tener en consideración la plena eficacia de la constitución 
en relación con los tratados internacionales, a partir del ámbito 
interno debido a la determinación material y formal del derecho de la 
integración respeto a los sujetos que se integra qué se puede 
entender a partir de las limitaciones constitucionales otorgadas por el 
poder constituyente. 
b. En un segundo parámetro se debe entender qué, existiendo un 
organismo supranacional, como es el caso de la Unión Europea, los 
Estados han cedido a él ciertas competencias y esta propiedad no 
debería estar sujeta a la norma Constitución para su ejercicio. Pérez 
Tremps aquí hace una aclaración en el sentido de que los tratados de 
integración no pueden modificar a la Constitución, pero de estos 
tratados se ha de derivar un nuevo ordenamiento jurídico para 
determinar las competencias del marco jurídico supranacional. 
c. En tercero lugar, se debe considerar el principio estructurante 
de la constitución que le confiere seguridad jurídica e impide cualquier 
contradicción entre la norma fundamental y un tratado de 
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integración. Así, si el tratado de integración en el ámbito interno de 
cada estado contuviera alguna contradicción,la propia normal 
fundamental establece mecanismos para solucionar esta 
contradicción a través de controles de constitucionalidad o reforma 
constitucional. 
d. Otro parámetro determina que el núcleo duro de la Constitución 
deberá ser respetado por la integración debido a que es el marco de 
regularidad sobre él, en el sentido de que no deben ser violentadas 
por tratados que obliguen al futuro el derecho de la integración a 
garantizar dichos valores y principios con relación a la cesión de 
ciertas atribuciones constitucionales. 

 

 
En todo caso, y para empezar la comprensión del derecho de la integración, su 

confluencia con los derechos humanos/fundamentales y el orden jurídico 

interno, es importante mencionar que siempre cuando se estudia el derecho, 

primero es necesario mencionar sobre las fuentes formales y no formales de 

este derecho. Así, las normas formales, que también son conocidas como 

normas jurídicas o positivas, son aquellas que se encuentran en una estructura 

jerárquica que siempre se puede ilustrar en la famosa Pirámide de Kelsen. Así, 

las normas jurídicas que el propio Estado, haciendo uso del ius imperium, crea 

un el sistema jerarquizado con la constitución en la cumbre de la pirámide. 

Ese derecho siempre está basado en la constitución y de ella tiene su 

inspiración y mayor limitador. 

 
 

Ahora bien, el artículo 38 del Estatuto de la Corte Interamericana de Justicia 

establece como fuentes principales o creadoras del derecho internacional son 

los tratados o convenciones internacionales. Estos tratados o convenciones son 

comprendidos como acuerdos de voluntades entre dos (2) o más sujetos de 

derecho internacional, teniendo como función la creación la modificación la 

regulación o extinción de relaciones jurídicas internacionales y, por esto, se 

encuentran limitadas, normadas y regidas por el propio derecho internacional. 

Así, en este caso, se aplicará principalmente lo que está determinado en la 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. Aún es importante 

mencionar que la costumbre internacional es una fuente bastante importante 

en el ámbito del derecho internacional, 
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siendo conceptuada como una práctica generalizada que se ha dado y sigue 

dándose en la medida del tiempo de manera reiterada, lo que resulta una 

práctica con fuerza vinculante en la comunidad internacional qué, a pesar de no 

escrita resulta como fuente del derecho internacional. Por lo mencionado y en 

respeto al derecho internacional y las relaciones entre países, los Tratados de 

Derechos Humanos, en especial el derecho a la educación, así como otras 

normas internacionales que versan sobre ellos debe vincular los Estados en su 

cumplimiento en un nivel material y no solamente formal. 

 
 

De esta manera, podemos definir los principios generales del derecho 

internacional como disposiciones con carácter dogmático consensual que es 

aceptado y por lo tanto también respetado por la comunidad internacional donde 

se va a basar las normas de derecho internacional. En este sentido, los actos 

unilaterales de cada estado son las acciones que este estado, utilizando su 

soberanía, realiza y que va a generar derechos y obligaciones en nivel 

internacional, pero que no necesita obligatoriamente de sinalagma porque 

deriva de la voluntad del Estado. Respecto a las resoluciones de los organismos 

internacionales que también pueden ser plasmadas en decisiones que son 

emitidas por estos organismos en el marco de las competencias propias de ellos 

y tienen como objetivo la creación de derechos y obligaciones para los 

Estados miembros de la organización internacional, es decir, sean signatarios 

de un tratado que los vincule a esta organización internacional. 

 
 

En el marco del derecho internacional, también son establecidas fuentes 

secundarias que también pueden recibir el nombre de auxiliar. Estas fuentes 

permiten la verificabilidad de la existencia de una norma jurídica internacional 

o, en todo caso, interpretar la propia norma jurídica internacional, sin embargo, 

no tienen la posibilidad de crearla por sí mismas. Dichas fuentes son: 
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• La jurisprudencia: Siendo comprendida en el ámbito internacional 
como resultado del trabajo de los tribunales internacionales crea 
un precedente vinculante interpretativo yque establece un criterio 
estandarizado de la forma como se debe aplicar el derecho 
internacional y solucionar determinados conflictos a nivel 
internacional. 
• La doctrina: Comprendida aquí como resultado del trabajo de la 
comunidad académica a nivel internacional que estudia y analiza de 
manera profundizada el derecho internacional para establecer las 
bases de las tesis de la aplicación adecuada del derecho. 
• Las resoluciones: Que no tienen carácter vinculante en las 
organizaciones internacionales, pero si son recomendaciones que 
reconocen un derecho preexistente y emite, así, el carácter 
interpretativo que no es vinculante, como mencionado. 

 

Así, en el ámbito del derecho comunitario y de la integración existe la aplicación 

prevalente, término que debe ser comprendido en sentido bastante distinto 

de orden de prelación. Esta diferenciación es importante debido que las fuentes 

del derecho internacional no comprenden el criterio de orden de prelación, 

pero si la aplicación preferente de una norma en relación con la otra. De esta 

manera, en el sistema normativo interno ocurre una jerarquía de normas debido 

a la prelación de las fuentes del derecho y, por otro lado, en el derecho 

internacional y comunitario se va a atender mejor una preferencia determinada 

norma en relación con otra que no se refiere a una jerarquía, sino más bien de 

pertenencia que hace que una norma sea considerada preferente con relación 

a otra, en el marco de un proceso de integración. 

 
 

Con relación a la aplicabilidad a las leyes nacionales de Perú y Brasil en lo que 

se refiere a los derechos fundamentales, el Pacto de San José de Costa Rica 

asume importancia inicialmente vertical con el objetivo de volverse horizontal en 

su aplicación a través de la absorción de estas normas por el derecho interno 

de cada país. Como se verá más adelante, esto implica cambios profundos y 

sensibles en las dos legislaciones mencionadas líneas arriba. Miranda (1997), 

en el artículo ”Desafíos de Derechos Humanos, Soberanía y Nacionalidad para 

el Tercer Milenio”, afirma que el estudio 
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motivador sobre la relación axiológica entre la protección efectiva de los 

derechos humanos y el Estatuto Constitucional de 1988 de Brasil comienza 

precipitadamente con la verificación topológica de los principios fundamentales 

de la República Federativa de Brasil enumerados en la introducción de la 

Constitución, conocida como preámbulo de la Constitución y luego en los 

primeros artículos de la misma sobre los títulos: "I - soberanía; II - ciudadanía; 

III - la dignidad de la persona humana; IV - el valores sociales del trabajo y la 

libre empresa, y V - pluralismo político ". Según él, existiría una voluntad 

inconfundible del constituyente originario de dar primacía a los derechos y 

garantías fundamentales de la persona humana en el orden normativo 

constitucional, a la diferencia de otras órdenes constitucionales anteriores. 

Como ejemplo, cita el autor como diferencia en la historia constitucional 

brasileña que está de acuerdo también con estos preceptos, la Carta Liberal de 

1946 que tiene un carácter democrático. En todos estos ejemplos de textos 

constitucionales percibe claramente normas y disposiciones pertinentes a la 

organización del Estado brasileño. 

 
 

En este sentido, se percibe que existe en la constitución brasileña, y no 

solamente en ella, sino en la peruana, una naturaleza principio-lógica de 

promoción de los derechos humanos y fundamentales. Dicha naturaleza, o en 

las palabras de Montesquieu, el espíritu de la ley se correlaciona con los 

tratados internacionales de derechos humanos que, por su naturaleza, son 

globalizados. Por otro lado, si en otros temas se puede discutir la aplicabilidad 

de normas de naturaleza externa y de integración al derecho interno, con 

relación a las normas de derechos humanos y fundamentales la propia 

naturaleza de las constituciones impulsa a una absorción de normas de 

derechos humanos y fundamentales, con la consecuente adecuación de normas 

infra constitucionales a esta absorción. Lamentablemente, en el Perú no se 

observa este efecto debido a una interpretación puramente positivista de los 

letrados y operadores del derecho. 

 
 

Ab ovo, es un sustento importante para el desarrollo efectivo y sostenible, 

desarrollo este con objetivo de alcanzar alto nivel de vida más elevado a los 
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países vecinos, ya sea que formen parte del Mercosur o de América Latina; es 

así que, en el caso del Estado brasileño, se avoca una contribución sustancial 

a la paz internacional, que al margen de mejoras de las estructuras 

económicas e incluso con base formativa de esta, lanza las bases para una 

mejor calidad de vida. Esto implica un camino hacia la estabilidad social y el 

avance en las relaciones humanas, la solución de los problemas relevantes 

supranacionalidad. 

 
 

De esta manera, cuando se trata de globalización, integración y temas 

relacionados, es necesario partir de las premisas que permean el elemento 

subjetivo de aquellos que estudian Derecho Comunitario, para que, pasando por 

la visión europea, puedan entrar en el espectro de lo que se entiende sobre 

derechos fundamentales en el Mercosur. Así, todo ello culmina con el enfoque 

de la Constitución Ciudadana de 1988 y la comprensión de los tribunales 

superiores. 

 
 

En un trabajo relativamente reciente, Habermas argumenta que con el 

surgimiento del Estado-nación, dos conceptos se reforzaron mutuamente: por 

un lado, "nación" se usó como "pueblo", más allá del sentido legal y político, 

connotando una comunidad modelada por un origen , una cultura e historia 

comunes y, en este sentido, los miembros de un Estado formaron una "nación" 

al constituir un estilo de vida específico; mientras que, por otro lado, la Nación 

se identificó con el mismo estado político creado y sus elementos 

característicos: la aparición de una burocracia diferenciada, el monopolio de la 

violencia, la disciplina de un territorio que facilitó el espacio vital de un mercado 

en que un grupo de burócratas detienen el poder de la construcción y 

mantenimiento de las estructuras bases del mercado nacional por encima de los 

conceptos de soberanía y legitimidad. 

 
 

Según Habermas, la tarea de hacer que los habitantes de un espacio entiendan 

estas ideas "políticas" no habría sido posible sin esa idea 
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"prepolítica" y así, explicar a los ciudadanos los diferentes niveles de estabilidad 

entre los diferentes estados-nación que lanzaron las bases de la Modernidad: 

en aquellos donde la identidad nacional estaba asociada con las luchas 

revolucionarias, la estabilidad era más fuerte que en aquellos donde las 

guerras de liberación contra un enemigo "externo", donde primero necesitaban 

de la definición de fronteras. En resumen, un sentimiento, una tradición, en 

cierto sentido una actitud que no se reflejaba en el Estado en sí mismo, apoyaba 

la idea de pertenecer al nuevo Estado. 

 
 

La tensión entre republicanismo y nacionalismo deriva de ello. En primer lugar, 

se debe aclarar que los derechos políticos tardaron mucho en abrirse a la 

población, al "pueblo" en su conjunto. En el curso de esta expansión, surgió un 

nuevo nivel de solidaridad mediado legalmente entre los ciudadanos, mientras 

que el Estado, a través de la implementación de procedimientos democráticos. 

De esta forma, la ciencia del derecho comenzó a determinarla fuente de 

legitimación que no era metafísica. Dicha innovación, según Habermas, 

comenzó a explicarse al mismo tiempo en términos de ciudadanía. 

 
 

Así, el autoconocimiento del Estado se relaciona íntimamente entre el 

universalismo que se avoca a una igualdad promedia entre los integrantes y 

la particularidad cultural de las comunidades nacionales que se relacionan 

según su origen y destino que les es común. Dicha tensión encuentra en el 

marco constitucional terreno que todavía no logra solucionar el problema pues 

debe comunicarse necesariamente con temas que no son puramente 

nacionales, como los derechos humanos. Así, la democracia que debe estar 

alineada con una visión cosmopolita de nación y ciudadanía. Esto 

necesariamente conlleva una descentralización etnocéntrica de nación mientras 

entidad prepolítica. Según Habermas, en este punto, el nacionalismo podría 

verse reemplazado por un patriotismo constitucional. 
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La gran cuestión aquí es saber cuáles son las condiciones que una república 

basada en una cultura política republicana se desarrolla en un contexto distinto 

al de una nación homogénea al principio que haya fundado este propio Estado-

Nación. Habermas, citando a Estados Unidos en el ejemplo anterior y sumando 

a Suiza como ideas contrapuestas en la formación del Estado de lo que se veía 

como problemas a su hipótesis inicial, llegando a la conclusión de que no habría 

la necesidad de “homogeneidad cultural” para la constitución de un Estado. 

 
 

Entonces, en la comprensión habersbimiana, la expansión de los derechos a 

través de movimientos conscientes y coordinados es lo que permitió la 

constitución de Estados y así, personas que inicialmente podrían verse 

equidistantes, se veían, en realidad, de manera significativa responsables entre 

ellos. De esta manera, empieza el cuestionamiento de la tendencia de 

globalización que, para Habermas, significa “transgresión, eliminación de 

fronteras”, lo que representa una amenaza al modelo de Estado-nación, en 

la concepción de Habermas. De esta forma, esto se daría debido a que este 

último tendría como fundamento una vigilancia casi neurótica de sus fronteras. 

 
 

Por otro lado, Giddens recuerda que el término globalización significa una 

intensificación de relaciones mundiales que tienen como propósito la unificación 

de los que están alejados. De tal forma sucede esta unificación que los 

sucedidos en localidades en un punto del globo puedan, incluso, haberse 

formado en un país bastante distante (y en todo caso, estamos en un ejemplo 

actual de ello). Es en este contexto que la comprensión de que estos modelos 

que delimitan un espacio político y social cada vez están menos adecuados a 

la realidad actual. Las interacciones entre ciudadanos son cada vez más 

intensas no solamente de manera física, sino incluso a través del internet y toda 

la virtualización. Por ello, las fronteras no deben ser limitantes estrictas, sino 

espacios de discusión en un contexto integracionista de las naciones y sus 

ciudadanos. 
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En el contexto presentado, los estados nacionales cada vez tienen menos 

capacidad de regular sus propias economías aisladamente de las otras 

economías, así como influir en las políticas económicas: la economía está cada 

vez más globalizada. Es cierto que el propio capitalismo tiene un origen casi 

internacional y que la lógica de este sistema ampliamente utilizado es la 

transferencia de bienes y servicios, desconociendo fronteras entre naciones. 

Por otro lado, las ciudadanías de los miembros de la sociedad están cada 

vez menos importantes en la determinación de políticas de alcance masivo. 

 
 

Por otro lado, para Habermas, una de las formas de fugarse de la globalización 

es la creación de regímenes supranacionales, como es el caso de la Unión 

Europea. En este sentido, esta posición de Habermas se suscribe a la realidad 

de la integración regional con miras a un modelo casi federativo que sustenta la 

posibilidad, por ejemplo, en la realidad sudamericana o incluso latinoamericana, 

de que los países puedan solucionar sus problemas de adecuaciones 

normativas en el marco de las integraciones, pero no se soluciona el tema de 

que existen países fuera de una integración u otra, o con una participación 

diferenciada como es el caso de Perú en el Mercosur. Por ello, se debe extender 

este sentido a otras formas de compromisos internacionales en que están 

cubiertas una cantidad más elevada de naciones, por lo menos en lo que dice 

respeto a los derechos humanos y fundamentales. Todo ello se va a acercar 

cada vez más de la globalización. 

 
 

Ahora bien, es cierto muchas personas consideran que la globalización sea un 

fenómeno íntimamente relacionado al capitalismo, pero lo cierto es que la 

sociedad humana siempre se ha basado en el intercambio, la solidaridad y la 

industrialización que cada vez se ha visto más sofisticada, lo que genera 

modernización de relaciones que no son exactamente nuevas. Pero es cierto 

que lo que sucede hoy día no encuentra precedente histórico en su grado de 
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expansión y su impacto en las estructuras estatales de producción, lo que 

conlleva una forma de integración económica significativamente distinta y que 

se basa en etapas diferentes de manera a integrarse cada vez más la 

humanidad. Balassa así divide los niveles de integración: 

a) Zona de libre comercio: Zona de integración limitada y la 
eliminación recíproca y gradual de los derechos de aduana. 

 
b) Unión Aduanera: Supone, además de la anterior, la adopción de 
un arancel externo común, relacionado con terceros. 
c) Mercado común: Se refiere a la circulación de bienes, pero 
también a otros factores de producción, como servicios, capitales y 
trabajo. 
d) Unión Económica: Además de la anterior, supone la coordinación 
de políticas macroeconómicas comunes. 
e) Unión Económica Total: régimen monetario, financiero, de unidad 
social, cuya implementación y control está a cargo de las instituciones 
supranacionales que gozan de un poder coherente. 

 

La primera etapa que es denominada Zona de Libre Comercio se caracteriza 

por el acuerdo entre países países para eliminar o reducir las barreras 

aduaneras exclusivamente para las importaciones de bienes producidos dentro 

de esa área. Este es el caso de ALADI. La segunda etapa es el de la Unión 

Aduanera, en la cual se eliminan las barreras aduaneras para la importación de 

bienes producidos dentro del área, con el establecimiento de un Arancel 

Externo Común. El MERCOSUR está en esa etapa. Por lo tanto, parece que la 

importación de bienes de terceros países está sujeta a los mismos aranceles en 

cualquiera de sus miembros. Hubo algunas postulaciones en el ámbito de la 5ª 

Región del MERCOSUR en las que se argumentó que estas reglas estaban 

destinadas exclusivamente a los signatarios del Tratado de Asunción, cuando 

en realidad los destinatarios son los otros países. 

 
 

La tercera etapa es el Mercado Común, en el que, además de las características 

de la fase anterior, se eliminan las restricciones sobre los factores de 

producción, capital y trabajo. Un empresario uruguayo, entonces, 
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podría establecerse en Brasil, bajo las mismas reglas a las que están sujetos 

sus colegas nacionales, o un médico brasileño podría proporcionar servicios 

profesionales en Montevideo. La cuarta etapa ocurre cuando los países buscan 

adaptar sus leyes para armonizarlas con los objetivos de la comunidad. En la 

Unión Económica las instituciones comunitarias se crean aquí, como en la Unión 

Europea, sin embargo, todo su territorio se considera como una unidad. Los 

derechos de importación, los aranceles, se destinan a la Unión Europea, 

dejando a los países con ingresos del IVA (Impuesto al Valor Agregado) y otros 

impuestos. La quinta y última etapa es la de la Unión de Integración Total, 

cuando los países deciden adoptar una política monetaria común, que es el 

próximo objetivo de los países de la Unión Europea. En este último caso hay un 

acercamiento muy acentuado con el modelo federativo. Por lo expuesto, no se 

debe considerar solamente aspectos económicos, sino y dependiendo del nivel 

de integración, aquellos que se refieren a la dignidad de la persona humana de 

los ciudadanos de estos países, así como los derechos humanos y 

fundamentales que se originan en la dignidad de la persona humana, en 

especial, el derecho a la educación. 

El eminente juez Ricardo Lewandoski, comenzando una conferencia titulada 

La Ley Comunitaria, declara que: 

 

1. Pocos estudiosos se atrevieron a predecir hace unos años, 
especialmente cuando la Guerra Fría aún prevalecía, dividiendo el 
mundo en dos bloques ideológicos opuestos, el intenso fenómeno de 
la globalización que ocurre en el mundo contemporáneo. 

 
2. Actualmente, como señalan algunos expertos, el paradigma 
clásico de las Ciencias Sociales, basado en las sociedades 
nacionales, está siendo reemplazado por otro, el de la Sociedad 
Global, que conduce a la reformulación de los conceptos clásicos de 
soberanía y hegemonía, todavía firmemente arraigados en la doctrina 
política y legal. 

 
3. El fenómeno de la globalización, que algunos consideran la 
Tercera Revolución Industrial, distintamente de la primera, que 
consiste en la aplicación de la máquina a vapor a los procesos 
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industriales, así como la segunda correspondiente a la 
automatización de los procesos de producción, resulta de un nuevo 
modo de producción capitalista organizado a escala planetaria (por 
ejemplo, McDonald's tiene 18,000 restaurantes en 91 países, 
internet tiene 50 millones de usuarios; un cable de fibra óptica 
transmite simultáneamente 1,5 millones de conversaciones). 

 

Por lo tanto, como se mencionó, la globalización no ocurre solo debido a la 

intensa circulación de bienes, capital, información y tecnología a través de 

las fronteras nacionales, con la consiguiente creación de un mercado mundial, 

sino también debido a la universalización de los patrones culturales y la 

necesidad. Otro punto que se relaciona a la globalización es la resolución 

común de problemas que afectan a todo el planeta, como combatir la 

degradación ambiental, proteger los derechos humanos, el desarme nuclear, el 

crecimiento de la población, etc. 

 
 

La integración, implica un nuevo proceso transnacional o supranacional, ya que 

se constituye de entidades "ad hoc" de diferentes modelos políticos y jurídicos, 

lo que implica otorgar a estas entidades ciertos derechos. Sin embargo, advierte 

Witker, también se están llevando a cabo procesos concurrentes de políticas no 

acordadas 

"como las que permiten la circulación de dinero electrónico, el 
mercado monetario y la coordinación (la imposición) por parte de 
los Organismos Financieros Internacionales de políticas fiscales y 
económicas como las privatizaciones, desregulaciones, ajustes 
fiscales sobre la base de un superávit presuposicional que nos 
permitirá prestar servicios de asistencia externa, entre otros ". 

 
 

 
Las medidas que los Estados elaboren entre sí tienen un gran impacto, 

considerando el volumen de transferencia de activos económicos, cambiando 

el estado de los empleados de empresas o servicios privatizados y el estado 

de los ciudadanos frente a la desregulación de sectores previamente regulados 

por el Estado. Aunque la globalización es un fenómeno que ocurre a escala 

mundial, se ha estado produciendo a través 
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de la formación de bloques regionales o subregionales de Estados, 

principalmente como un mecanismo de defensa contra los aspectos negativos 

de este proceso de globalización, como la Unión Europea, APEC, el NAFTA, 

ASEAN y MERCOSUR, entre otros; y esto no ocurre de manera uniforme. 

 
 

El Tratado de Asunción firmado el 16 de marzo de 1991 da origen al Mercado 

Común del Sur, o simplemente MERCOSUR. La actuación del MERCOSUR 

solo empezó verdaderamente en 1994, tres años después de su fundación 

teniendo personalidad jurídica internacional y reuniendo cuatro países de la 

región: Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay. El propio nombre del grupo por 

si solo nos informa su objetivo: la creación de un mercado común, lo que 

significa una integración cualitativamente superior a una unión aduanera simple 

o simplemente una zona de libre comercio. Esto se da porque se busca flujo 

libre de personas, bienes y servicios con miras en la posibilidad de al futuro 

tener una moneda única para lo que está establecido en el Tratado de Asunción 

para el desarrollo económico de los países integrantes de la región, teniendo 

como base el desarrollo de la justicia social. 

 
 

De acuerdo el artículo 1º del tratado que pretende la coordinación de las 

políticas macroeconómicas y sectoriales de los miembros de este tratado y por 

consiguiente dato opción de una política común hacía terceros Estados o grupos 

de Estados la coordinación de posiciones en foros económicos regionales. En 

este sentido el Mercosur busca un modelo más cerca de la Unión Europea en 

una concepción que constituye la debida profundización de los lazos que 

unían países de del Mercosur como objetivo expresado en el tratado de 

Asunción que con cierta certeza representa el deseo de los pueblos que lo 

integran. En esa ciudad en el año de 1994 se firma del protocolo de Ouro Preto 

en que se celebró el Congreso internacional sobre derecho comunitario con el 

título esencial para comprender la esencia del tratado "Resolución de disputas 

en el Mercosur". En ese entonces también 



65 
 

 
se pudo celebrar de manera simultánea la 5ª reunión de los Tribunales 

Superiores del Cono Sur. 

 
 

Es importante precisar que las conclusiones alcanzadas en este momento y 

fueron posteriormente insertaras en informes y recomendaciones. Esto significa 

que estos puntos están mucho más orientados hacía donde el MERCOSUR 

debería ir en la integración. En primer lugar, se refiere a la aplicación de normas 

nacionales de los Estados miembros para garantizar la supremacía del derecho 

comunitario ya en segundo lugar se va a referir a la incorporación del Tratado 

de Asunción. Este tratado contiene un precepto que expresa una norma de 

supremacía del derecho comunitario consagrado en este documento referente 

a los derechos nacionales. Por último, hay una impulsión por la aplicación 

directa e inmediata de las normas comunitarias por parte de los tribunales y 

autoridades nacionales en que se propone la creación de un Tribunal de Justicia 

supranacional para la aplicación interrogación y unificación jurisdiccional del 

derecho comunitario. 

 
 

Como es natural las, recomendaciones son bases en que se fijan las 

necesidades reconocer un conjunto claro de reglas y normas legales 

supranacionales destinadas a disciplinar las relaciones jurídicas desarrollo en 

la comunidad del Mercosur. En otro sentido, se verifica la disociación de la 

realidad evolutiva y propuesta de derecho comunitario en relación por lo que 

los tribunales nacionales de cada país se relacionan con los derechos 

fundamentales del hombre. Ahora bien, sí se puede afirmar la existencia 

especial de normas que deben ser respetadas a todo nivel de los países que 

hacen parte del Tratado de Asunción. Esto se da debido a que la naturaleza de 

los tratados que tiene una característica supranacional cuando integrantes de 

un derecho de la integración con miras a una unificación mucho más allá de 

una integración meramente económica o de unificación de aranceles. Por esta 

naturaleza no se podría utilizar el argumento de la propia constitución del 

derecho interno frente al derecho comunitario, pero sí se entiende que en la 

división de la pirámide de kelsen el derecho 
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comunitario está por encima de las constituciones. En este sentido, se puede 

hablar verdaderamente de una Suprema Norma en el sentido de que muchas 

constituciones definen los tratados de Derechos Humanos como la Declaración 

Universal de los derechos humanos y también el pacto San José de Costa 

Rica en un plan nacional mucho más que el plan internacional. 

 
 

Es por ello por lo que es necesario la adopción de normas legales en el derecho 

interno que tienen como objetivo derivado de la existencia supranacional 

adaptar el derecho interno y ejercer la jerarquía adecuada entre los derechos 

internacionales e internos y, en todo caso, también adaptar las esferas 

constitucionales e infra constitucionales a lo que rigurosamente se establece 

en tratados internacionales y también tratados de Derechos Humanos. 

 
 

De todas formas, se puede afirmar que la creación e instalación de un Tribunal 

de Justicia con competencia supra nacional tiene como objetivo la aplicación 

interpretación y unificación de las normas legales aplicadas al Mercosur. Si bien 

es cierto que esta es una comprensión adecuada al modelo que se basa el 

Mercosur todavía se podría decir como algo innovador en el sentido de que 

otras integraciones en la región de Latinoamérica han intentado lograr este 

objetivo. Sin embargo, los intentos de otras integraciones latinoamericanas, 

en muchos casos no han pasado de pocos casos de unificación y mucho más 

de desunión. Esto se da invariablemente por una defensa muy fuerte de la 

soberanía de los Estados en que no se comprenden las características comunes 

que unifican estos países y que deberían ser las bases de una integración en la 

región; también se podrían mencionar los conflictos de intereses que en todo 

caso no son solucionados en un nivel internacional, sino en muchos casos 

simplemente se soluciona a nivel interno y se queda a rebeldía de una 

decisión a nivel más elevado. 
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Entonces la consideración de lo que pasa en el escenario más cercano, el 

Mercosur tiene los retos de salir mucho más de un conjunto de reglas que no se 

da en su integridad ir a realizar verdaderamente un derecho comunitario en la 

región. Además, de relacionar a una competencia jurisdiccional en todos los 

modelos de la región y unificar los criterios para la pacificación de los conflictos 

que puedan existir tanto a nivel de la región como en relación con otros países. 

Todo esto teniendo un organismo decisorio eficaz y eficiente, en que no haya 

la sobreposición de los intereses de un país sobre el otro y que pueda brindar 

seguridad jurídica. Es por ello que en el momento actual se viene discutiendo 

y analizando el concepto de soberanía que, si bien es cierto, en un criterio 

positivista si comprendía como el principio más importante de la relación 

de los países y lo hacen con sus pares estatales, tenían el concepto moderno 

una amplitud mucho más adecuada a las nuevas modalidades de la actualidad. 

 
 

En este punto, se espera que Brasil los países de la región realiza instrumentos 

y tratados para la protección de la dignidad de la persona humana, así como la 

revisión de cláusulas opcionales y la conjunta armonía entre sus constituciones 

y normas internacionales de Derechos Humanos. Solamente así la integración 

en el ámbito del Mercosur podrá satisfacer una integración global en lo que 

concierne a los derechos humanos y también el derecho comunitario. De esta 

forma, Brasil formalmente ante la comunidad internacional reafirma su 

comprensión de indivisibilidad de los derechos humanos al incorporar al orden 

jurídico interno, siendo así signatario del pacto internacional de derechos 

civiles y políticos y el pacto internacional de derechos económicos sociales y 

culturales que fueron aprobados. Así, la aprobación se dio por la resolución 220-

A (XXI) de la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 16 de diciembre 

de 1966 y en el caso brasileño ratificado el 24 de enero de 1992. 
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Considerando lo expuesto, y tomando en consideración los dos países en 

análisis, Brasil hace parte del Mercosur, lo que garantiza que las reglas 

impuestas en esta integración funcionen para los brasileños en países 

integrantes del Mercosur y el mismo derecho estaría previsto para los 

nacionales de los países integrantes del Mercosur cuando estén en Brasil. Antes 

de más nada, es importante entender que el Perú figura como estado asociado 

y que por fuerza del artículo 3 de la Decisión CMC No. 11/13, y se dispone, que 

si existiera interés de los países miembros y asociados, los Estados Asociados 

pueden adherirse a los Acuerdos que hayan sido suscriptos por los Estados 

Miembros. De esta forma, lo mencionado adelante podrá ser aplicado al Perú 

siempre y cuando él demuestre interés. 

 
Ahora bien, además del ARCU-SUL que será desarrollado más adelante, en 

el marco del Mercosur fue establecida el “Acuerdo de Admisión de Títulos y 

Grados Universitarios para el Ejercicio de Actividades Académicas en los 

Estados Parte del MERCOSUR. Este acuerdo fue discutido diversas veces 

debido a la colisión con el ordenamiento jurídico interno. La ultima decisión del 

Supremo Tribunal Federal de Brasil sobre el tema, en el marco de ADI 4720 / 

DF expresó que la internacionalización de los estudios de maestría y doctorado 

es de interés nacional y que en este caso la Ley Federal Superior prevalece 

sobre las normas estaduales, pero no excluye la norma comunitaria. Expresa 

el Supremo Tribunal Federal de Brasil que lo necesario es seguir la 

reglamentación federal del país. De esta manera, el Acuerdo mencionado 

favorece la validación de los grados y títulos, pero no excluye el procedimiento 

necesario. Lo que guarda total sentido con el espíritu de la integración, 

favoreciendo el tránsito entre nacionales de estos países y favoreciendo la 

dignidad de la persona humana. Obviamente, esto no significa una 

simplificación exacerbada o eliminación de procedimientos necesarios. 

 
 

Obviamente el escenario actual presenta nuevos retos a los países en 

desarrollo en que su inserción en el orden mundial puede verse como viable. De 

hecho, es cada vez más inevitable contemplar un escenario nuevo en 
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ámbito mundial sin, por otro lado, darse cuenta de la inevitable inclusión de las 

demandas humanitarias que de alguna forma unirá a las personas de todos los 

continentes en vuelta de los derechos humanos y dignidad. En este marco, hay 

una importancia dimensional de los tratados generales para la protección 

internacional de los derechos humanos en relación a las actuaciones exteriores, 

en el cual se viene multiplicando considerablemente. Se puede apreciar dentro 

de la literatura especializada en derechos humanos que actualmente la 

concepción de ellos se basa en una especie de filosofía de los derechos 

humanos, así como una ciencia de los derechos humanos y además un derecho 

relacionado a los derechos humanos. 

 
 

En este sentido, la filosofía de los derechos humanos tiene la comprensión 

personalísima, humanista y de los derechos de la personalidad para inspirar 

los derechos humanos por razones filosóficas. De esta forma,tiene la filosofía 

del derecho el origen en la función y el fin de los derechos humanos que 

sobrepasan ideología y cualquier comprensión dura para su incorporación en 

una ley nacional. Específicamente sobre las normas que rigen los derechos 

humanos a nivel nacional e internacional, esto significa que los espacios en 

que el sector del mundo moderno, tanto a nivel jurídico como político, en su 

estructura alberga la realidad sociológica de los derechos que contienen las 

normas correspondientes y así señala el deber de ser ideal, lo que 

filosóficamente conocemos como el valor puro. Este valor puro debe 

desarrollar el hombre en su dignidad humana, lo que invariablemente conlleva 

una educación protegida y valorada como principio y derecho. 

 
 

En el caso de Brasil se espera objetivamente que la interpretación correcta del 

precepto constitucional y la proposición de acuerdo de los instrumentos de 

tratados de protección a la persona humana, así como la revisión de las 

cláusulas opcionales y la conjunción armoniosa de ellos con la constitución 

federal y las normas internacionales de Derechos Humanos se den de 



70 
 

 
manera orgánica. Solamente así la integración regional será satisfecha a un 

nivel más global. 

 
 

Por último, a pesar de no hacer parte del marco temporal de esta tesis, el 

año de 2019 se aprobó el “Convenio Regional de Reconocimiento de Estudios, 

Títulos y Diplomas de Educación Superior en América Latina y el Caribe” el cual 

Perú es signatario y fue ratificado el 12 de agosto del 2020 a través del Decreto 

Supremo N° 025-2020-RE. El referido convenio firmado el 13 de julio de 2019 

en el cual el Perú se compromete, entre otros, a: 

 
“c) facilitar el reconocimiento de estudios, títulos y diplomas profesionales para su 

uso de acuerdo con las normativas nacionales, 

d) reducir las dificultades para el reconocimiento que encuentran quienes han 

completado estudios, títulos y diplomas de educación superior,” 

 

El referido documento legal debe servir de base para los procedimientos de 

reconocimientos de grados y títulos en los países signatarios, entre ellos Perú. 

Esto significa que el organismo encargado en el Perú, SUNEDU, debe facilitar 

los reconocimientos, no imponiendo barreras burocráticas a cualquier 

ciudadano, independiente de la nacionalidad que tenga. 

 
Ahora bien, el Perú hace parte de integraciones de manera directa, como es la 

Comunidad Andina, y de forma indirecta, como es el caso del Mercosur (como 

ya mencionado). Se debe entender como manera directa a los países que son 

miembros e indirecta a los países que son asociados. En relación con los dos 

casos relacionados como integraciones, se debe entender que muy a parte 

de los acuerdos y documentos internacionales específicos que tienen los países 

con otros miembros o asociados de la integración están los objetivos de la 

integración. En que pese la existencia de acuerdos específicos que no detallan 

ciertos puntos, como es en el caso de Perú con distintos países de 

integraciones, no debe un país utilizar su soberanía como forma de perjudicar 

ciudadanos que detienen títulos de otros países y beneficiando otros. Esta 

posición que muchas veces ha tomado el Perú viola la naturaleza de 

integraciones como el Mercosur y la propia Comunidad 
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Andina, esta última siendo muchas veces preferida en detrimento de otras 

integraciones que el Perú hace parte, sin una justificación fundamentada para 

ello. 

 
Por último, pero no menos importante, la globalización hace que las personas 

circulen más y ya no estén limitadas a sus territorios en los distintos aspectos 

de su vida. Una visión limitativa que por veces tiene el Estado peruano 

perjudica a las personas en sus derechos fundamentales. Se suma a esto que, 

como hemos visto en párrafos arriba, existen acuerdos multinacionales no 

vinculaos específicamente a una integración y que comprometen los países 

signatarios a revisar sus normas de forma a pacificar la norma nacional con 

la internacional. Sin embargo, lo que se ve en el caso peruano es un 

comprometimiento formal, con la firma de documentos internacionales, pero 

descompromiso material al no revisar sus normas internas o determinar la 

interpretación más acorde con los derechos fundamentales y compromisos 

internacionales asumidos. 

1.6. Integración en Educación 
 
 

1.6.1. El Caso de Mercosur 
 
 

En Latinoamérica, el caso más desarrollado de integración, sin duda alguna, es 

el Mercosur. Por ello, es necesario el análisis a través de esta integración, 

considerando las particularidades de la región y que el Mercosur tiene muchos 

vínculos con otras integraciones en la región. Es por ello por lo que se debe 

analizar la educación el contexto de la región y adecuar los contenidos a su 

comprensión regional. 

 
 

Así, en el contexto de estos sistemas de educación superior de los países 

latinoamericanos que, a pesar de su gran potencial desde la mitad del siglo 20, 

después del fenómeno mundial sigue demostrando algunos déficits. Por ello, es 

importante señalar que en este periodo una generación de reformas ha sido 

importante y se caracterizó por cambios en modelos de financiación, 
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demanda eficiente a través de implementación de sistemas de evaluación y 

presiones en el en el sentido de estrechar las relaciones con el sector 

productivo. En gran parte de los países de Latinoamérica las transformaciones 

se han derivado de estas reformas que tuvo lugar en la década de 1990 con 

excepción de Chile que ha empezado esta reforma en la década de 1980. 

 
 

La agenda prioritaria para generación de reformas ha coincidido en gran parte 

con las medidas relacionadas al paradigma del Banco Mundial. Esta institución 

que contrasta en mucho con los paradigmas de la UNESCO qué a partir de la 

educación como servicio público ha dispuesto una concentración de su posición 

en 3 hitos principales, a saber: 

- Calidad; 

- Relevancia e; 

- Internacionalización. 
 

Así existe una personificación de la racionalidad instrumental que enfatiza 

puntos como la diversificación institucional, privatización, pago de propinas en 

educación superior y mayor integración con el mercado y no solamente con el 

mundo laboral. Es así que, a fines del siglo 20, y bajo los impactos de la realidad 

histórica, así como la globalización se ha configurado un panorama de la 

educación superior en Latinoamérica en relación a la expansión de matrículas: 

La región llegó a un promedio alrededor de 20 por ciento de la población en 

grupo de edad relevante en las instituciones de enseñanza superior pero muy 

abajo de los países desarrollados que llegaban a un nivel del 60 por ciento. 

 
 

Las opciones de educación superior, por su parte, siguen un proceso de 

crecimiento y diversificación que si viene percibiendo desde décadas anteriores 

hacia la actualidad. Es importante comprender que el crecimiento y su 

expansión en la educación privada es una realidad actual. El crecimiento 

promedio de matrículas en este sector a nivel regional se podría 
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percibir a un nivel de 40 por ciento y en países como Brasil, Chile y Colombia 

la educación superior privada supera a los 50%. Por otro lado, es importante 

comprender la restricción del gasto público en enseñanza, así como 

investigación, la inversión estatal en estas áreas tienen un promedio de 0,8% 

y 0,5%, respectivamente, del PBI. Así, parece que la producción de 

conocimiento permanente en las universidades públicas que mantienen el 75% 

de las matrículas en los en los niveles de maestría y doctorado. 

 
 

Estas tendencias de expansión cuantitativa bien como la privatización, 

diversificación institucional y, por otro lado, la restricción del gasto público no 

proporcionó, cómo se podría concluir, la solución de problemas básicos de 

acceso, equidad, calidad y financiación. Entonces, los países envueltos en esta 

dificultad de salir de esta realidad latinoamericana y en especial los países 

miembros del Mercosur que, a través de sus instituciones de educación 

superior, fomentado nichos intelectuales y sociales de algunos sectores para 

lograr una producción y socialización del conocimiento que es indispensable 

para el desarrollo equilibrado del pleno de la sociedad. 

 
 

Sin embargo y el contexto de los diagnósticos tan cercanos en los países la 

relación con las dependencias y problemas históricos, así como educativos 

enfatizados en la educación superior de la región convierte en fundamental 

la construcción conjunta de soluciones. Es por ello que se apunta a una 

equilibrada globalización, integración regional y dentro del alcance de la región 

correspondiente el Mercosur puede desempeñar un papel destacado. Así, es 

posible percibir en algunos puntos el predominio de la cuestión económica como 

de partida para los contactos internacionales, así como la importancia de discutir 

el crecimiento económico a través de la integración. Sin embargo, no se puede 

reducir estos factores solamente en el lado económico sino en un marco de una 

sociedad racional que cada vez más necesita de desarrollo en los distintos 

aspectos de cada sociedad en particular y, a la vez, integradas. 
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Así, incluso para lograr el fortalecimiento de los bloques económicos otros 

factores deben ser considerados en relación con el fenómeno integrador como 

la convergencia político cultural y sociedades de conocimiento y relaciones de 

desarrollo de la educación. De esta forma, es necesario percibir la educación 

como instrumento para solucionar la situación de pobreza y subordinación de 

la mayor parte de los países por lo que se propone no solo una consideración 

de otros factores además del económico para el fortalecimiento del integrador. 

Además, en la integración cuya referencia central sea la razón y función 

emancipadora en la que prevalecen conceptos de competencia y 

competitividad, así como nociones de solidaridad y cooperación. 

 
 

Expandiéndose a los horizontes en el análisis del fenómeno integrador, así 

superando también reduccionismo económico, sí permitiría el crecimiento de los 

países subdesarrollados con un rendimiento equilibrado frente a terceros a 

través de un bloque participativo de relaciones de no subordinación y 

características internacionales. De esta forma, cuando se trata una integración 

de busca de soluciones conjuntas a problemas educativos, el desarrollo de la 

sub región a partir del Mercosur y, por qué no, de Latinoamérica en su conjunto 

es un horizonte posible. En todo caso dentro del alcance de esta visión 

humanista de integración se debe destacar el papel fundamental de la 

integración educativa. 

 
 

Este debe ser el aspecto de la educación en cual la importancia empieza a 

ser percibida por procesos integradores que se mantiene un rendimiento 

importante de forma a ampliar todos los otros horizontes que de ella pueden 

relacionarse. De ahí se ve la importancia del Proceso de Boloña que, aunque 

no está sujeto a la legislación de la integración económica de Europa, y en 

todo caso dentro del Mercosur, el sector educativo como eje importante en la 

integración educativa. Estos procesos que, aunque se 
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relacionan horizontes de una integración solidaria con otra racionalidad, tiene 

efectos cuando no está vinculado formalmente el fenómeno integrador 

económico, al menos en una relación instrumental de la razón se podría vincular. 

 
 

1.6.2. Reconocimientos y Revalidaciones entre Brasil y Portugal 
 
 

Brasil y Portugal son países que tienen una historia en común, un pasado, 

presente y quizás futuro muy entrelazado. Los dos países tienen similitudes no 

solamente históricas, como también institucionales y el intercambio entre las 

dos naciones es permanente. Esto llevó que los dos países firmaran acuerdos 

de cooperación para que sus grados y títulos fueran reconocidos entre los dos 

países. En Portugal, actualmente existe el Decreto Ley 66/2018 que trata el 

reconocimiento de títulos extranjeros y que menciona en su artículo 4º tres 

formas: “a) Reconocimiento automático; b) Reconocimiento de nivel; c) 

Reconocimiento específico.” Para el caso de Brasil, por fuerza do acuerdo de 

cooperación entre los dos países, el reconocimiento automático sucede siempre 

que la nota de evaluación de la Coordinación para la mejora del personal de 

educación superior (llamada de CAPES en su sigla en portugués) sea superior 

a 5 (que es una de las notas más altas) y siendo utilizado para maestría y 

doctorado, no se debiendo confundir grados de MBA que no son considerados 

como maestría en los dos países. El reconocimiento de nivel sirve para 

licenciaturas, bachilleres (considerar la diferencia de la nomenclatura para 

países hispanos) y maestrías que las profesiones no tengan colegios 

profesionales. El reconocimiento específico ya es más minucioso y para 

situaciones específicas. Esta legislación en consonancia con el Tratado de 

Amistad, Cooperación y Consulta entre la República Portuguesa y la República 

Federativa de Brasil que, antes mismo del Decreto Ley ya facilitaba el 

reconocimiento de títulos y grados brasileños en Portugal y lo mismo en Brasil. 

En su artículo 39, I menciona: “1 - Grados y grados de educación superior 

otorgado por establecimientos autorizados para hacerlo por una de las 

Partes Contratantes a favor de los nacionales 
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cualquiera será reconocido por el otro Parte Contratante, siempre que esté 

certificada por documentos debidamente legalizados.” 

Por la misma razón, en Brasil hay una facilitación para el reconocimiento de 

grados y títulos. La normativa, que se ha mencionado como general, por 

fuerza del Tratado de Amistad mencionado en el párrafo anterior, vuelve más 

sencillo el reconocimiento de los grados y títulos de portugueses en la República 

Federativa de Brasil. En Brasil, la norma que reconoce el Tratado de Amistad 

es el Decreto Nº 3.927 / 01 y específicamente sobre el reconocimiento de títulos 

y títulos académicos y títulos de especialización", establece en los artículos 39 

a 44. Respecto al artículo 39, establece que los grados y títulos que sean 

autorizados por las dos partes, Brasil y Portugal, a través de las autoridades 

nacionales y universitarias, que sean concedidos estos grados y títulos a 

nacionales de cualquiera de las partes de este Tratado, serán reconocidos por 

la otra parte siempre y cuando estén legalizados debidamente. En artículo 41 

del documento determina que siempre se realizará el reconocimiento, a menos 

que se demuestre una diferencia sustancial no entre las currículas, como 

ocurre en el Perú, son a los conocimientos y habilidades que se desarrollen 

en el programa estudiado y el grado o título que se esté intentando reconocer. 

En relación al artículo 42.1, este establece que las universidades portuguesas y 

brasileñas podrán celebrar acuerdos que busquen garantizar el reconocimiento 

automático de sus grados y títulos académicos que sean emitidos a favor de 

los nacionales de los países parte del Tratado, aunque estos programas sean 

distintos en cada universidad. 

 
 

Los dos acuerdos han tenido que pasar por la aprobación de sus países, 

obviamente, y cada país ha establecido sus instrumentos legales para ello. El 

artículo 43 de este documento legal establece que el acceso los noveles de 

postgrado, tanto en Brasil cuanto Portugal se dará en igual condiciones, tanto a 

los brasileños en Portugal cuanto a los portugueses en Brasil. Luego el artículo 

44 precisa que se realizará la analogía en los casos de títulos de 

especialización, considerando los criterios de cada país. 
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Interpretándose el dispositivo legal expresado, se llega a la simple conclusión 

de que el Tratado de Amistad entre los dos países no lleva a una revalidación 

automática, sino a una interpretación más favorable a los títulos obtenidos entre 

los dos países. El propio artículo 41 expresa que "siempre se otorgará, a 

menos que se demuestre, con razón, que existe una diferencia sustancial 

entre el conocimiento y las habilidades certificadas por el grado o título en 

cuestión, en relación con el grado o título correspondiente en el país en 

cuestión". Lo que significa que el reconocimiento efectivo respeta los criterios 

de equivalencia establecidos por la institución receptora, según los parámetros 

de la Ley de Directrices y Bases de Educación y la Resolución Nº 01/2002 del 

Consejo Nacional de Educación. 

 
 

En conclusión, el Tratado mencionado permite a los nacionales de ambos 

países a una validación con criterios beneficios a ambos países, pero no de 

manera meramente formal. Esto ocurre porque la validación de sus grados o 

títulos estará basada en la equivalencia material de los estudios realizados que 

garantizará, así, que los ciudadanos de Brasil y Portugal puedan hacer uso de 

sus grados y títulos de acuerdo al grado, nivel, finalidades y alcances legales 

originarios y en el otro país, sea Brasil o Portugal, de sus grados y títulos. La 

evaluación para la validación de grados y títulos en ambos países respetará la 

estructura educativa de los países y evaluará los conocimientos adquiridos en 

los estudios como criterio para este procedimiento. 

 
 
 
 

1.7. El Proceso de Boloña 
 
 

Como un hito en la propuesta de integración educativa, el llamado Proceso de 

Bolonia, un proceso político-educativo que busca construir un Espacio europeo 

de educación superior, basado en la realización de la importancia fundamental 

de educación superior para construir una Europa unida. Así, 
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también fuertemente vinculado a la Declaración de la Sorbona (1998) - a través 

de la cual los Ministros de Educación de Francia, Alemania, Gran Bretaña e Italia 

expresaron su intención de crear un área de conocimiento europeo, "no solo el 

euro, los bancos y la economía". Portanto, se ha visto la necesidad de una 

educación superior europea renovada, respondiendo a las nuevas demandas 

social - comenzando formalmente con la Declaración de Bolonia (1999), firmada 

por Ministros de Educación de Europa, no todos de países vinculados a la Unión 

Europea. 

 
 

Este documento reconoce la "necesidad de crear una más completa y ampliada, 

es decir, considerando y fortaleciendo su dimensión intelectual, cultural, social, 

científica y tecnológica", así como que la Europa del conocimiento constituye un 

factor "esencial para el crecimiento social y humano, un elemento indispensable 

en el Consolidación y enriquecimiento de la ciudadanía europea, capaz de 

ofrecer a sus ciudadanos las habilidades necesarias para enfrentar los desafíos 

del nuevo milenio". 

 
 

Por lo tanto, previó el establecimiento, para 2010, del espacio europeo de 

educación superior, con la declaración de los siguientes objetivos: la adopción 

de un sistema de grados académicos comparable y comprensible; La adopción 

de un sistema basado en dos ciclos (pregrado y estudios de posgrado); el 

establecimiento de un sistema de crédito académico uniforme; el fomento la 

movilidad de estudiantes, docentes e investigadores (programas de formación, 

intercambio); la promoción de la cooperación europea en términos de calidad; y 

promoción de la Dimensión europea de la educación superior. 

 
 

A través de los comunicados de Praga (2001) y Berlín (2003),se han establecido 

nuevos objetivos: promover el aprendizaje permanente; la mayor participación 

de Instituciones educativas y estudiantes en la configuración del espacio 

europeo de la educación superior, promover el atractivo del 
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espacio europeo de educación superior; y promoción de vínculos más estrechos 

entre las áreas europeas de educación superior e investigación, extendiendo así 

el sistema de dos ciclos, con la inclusión del doctorado. Así, básicamente, la 

Declaración de Bolonia es el registro formal de un proceso importante que tiene 

como objetivo crear una convergencia sólida en la Educación Superior Europea 

para que responda adecuadamente y eficientemente a los problemas, 

oportunidades y desafíos generados por globalización de la economía. De ahí 

la necesidad de adaptar los planes de estudio a las demandas y características 

del mercado laboral, impulsar la movilidad de estudiantes, profesores y personal 

y, no menos importante, hacer que la educación superior sea atractiva en el 

mercado global." 

Aportando la dimensión intelectual, social y científica a la integración, 

enriquecimiento y consolidando la ciudadanía europea, también se busca hacer 

que el sistema educativo sea más eficiente y competitivo. En este sentido, la 

competitividad está relacionada con el atractivo a los propios europeos y a la 

comunidad internacional que recibe más estudiantes. Todo esto permite no solo 

más divisas, pero también una posición destacada en el contexto político y 

cultural global. 

 
 

Hay, por lo tanto, en este proceso tendencias distintas, quizás contradictorias: 

junto con la solidaridad académica, cooperación y la búsqueda de soluciones 

a problemas comunes -empleos, movilidad ciudadana, diversidad cultural y 

eficiencia en la educación superior: el aumento de la competitividad en el 

contexto de la globalización y la razón del mercado en el que Europa está 

inmersa, considerando la educación no solo como un factor importante de 

fortalecimiento económico, político y cultural, pero también una fuente notable 

de capital. Vale la pena mencionar que, en vista de la tendencia de 

"mercantilización" de la educación, involucrados en el Proceso de Bolonia se 

han posicionado en el sentido de que la educación superior es un bien público, 

"que es y debe seguir siendo una responsabilidad pública", destacando, 

además, que "la calidad de la 
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educación superior y la investigación es, y debe seguir siendo, una marca 

fundamental del atractivo y la competitividad internacional de Europa 

 
 

Finalmente, surge la pregunta de hasta qué punto, en este proceso de reforma, 

una razón emancipadora, centrada en el actor humano, y la medida en que dicho 

discurso perderá espacio para racionalidad instrumental. O como Dias 

Sobrinho menciona, queda por ver cuál es, más allá de la retórica, la 

contribución real que esto universidad que emerge de la Declaración de Bolonia 

construyendo una ciudadanía europea sólida. La pregunta es saber en qué 

medida esta reforma universitaria fortalecerá la racionalidad mandamientos 

instrumentales y mercantiles, o, si, para impulsar el desarrollo material, al mismo 

tiempo estará dando mayor densidad a los procesos de democratización, 

profundizando el sentido del bien común, convivencia y tolerancia en un espacio 

de gran diversidad y marcadas contradicciones 

 
 
 
 
 

1.8. El ARCU-SUL y la experiencia entre las universidades integrantes 
del Mercosur 

 
 

El objetivo general del Mercosur es la integración económica, a través de la 

formación de un mercado común, considerando, en el Preámbulo de su 

documento constitutivo - el Tratado de Asunción (1991) - que “la expansión de 

las dimensiones actuales de los mercados nacionales a través de la integración 

son condiciones fundamentales para acelerar sus procesos de desarrollo 

económico con justicia social”. De esta forma, es posible percibir su rasgo y 

racionalidad económica e instrumental. Sin embargo, es notable, en el contexto 

de este acuerdo económico, se han implementado políticas explícitas de 

integración educativa. 
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De hecho, mediante la Resolución 07/91, el Consejo del Mercado Común fue 

creado un organismo encargado de coordinar las políticas educativas en la 

región, la Comisión de Ministros de Educación de los Países Miembros del 

MERCOSUR. Aún en 1991, el Protocolo de Actas firmado por los ministros 

mencionados, prediciendo, entre sus considerandos: "Que la educación tiene 

un papel fundamental para que esta integración se consolida y desarrolla "y" 

que el factor humano y la calidad de los habitantes de la Región serán unas 

garantías sólidas de éxito en el proceso de integración.” 

 
 

En vista de esto, consideraron esencial facilitar el logro de los objetivos del 

Mercosur, el desarrollo de programas educativos en las siguientes áreas: 

capacitación de conciencia social favorable a la integración; capacitación de 

recursos humanos que contribuyen para el desarrollo económico; e Integración 

de sistemas educativos. Así, el Sector de Educación del Mercosur comenzó a 

funcionar, con la misión de: Formar un espacio educativo común, a través de 

la concertación de políticas que articulan la educación con el proceso de 

integración MERCOSUR, estimulando la movilidad, el intercambio y formación 

de una identidad regional y ciudadanía. Así, tiene la integración el objeto de 

lograr una educación de calidad para todos, con especial atención a los 

sectores más vulnerables en un proceso de desarrollo con justicia, diversidad 

social y cultural de los pueblos de la región. 

 
 

Se observa como áreas de actuación para la construcción del espacio 

académico regional, en educación superior, reconocimiento, movilidad y 

cooperación interinstitucional. En el campo del reconocimiento, el Mecanismo 

Experimental de Acreditación de cursos de pregrado (MEXA). Apuntando al 

reconocimiento recíproco de títulos de pregrado, con fines académicos y 

siempre que se cumplan los criterios de calidad acordado, fue implantado, como 

su nombre lo explica, experimentalmente, entre 2003 y 2006, con la 

participación de algunas instituciones educativas en Argentina, Bolivia, Brasil, 

Chile, Paraguay y Uruguay, postulando a cursos de medicina, 
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ingeniería y agronomía. Luego, se ha incluido los cursos de Arquitectura, 

Enfermería, Odontología y Veterinaria. En cuanto a movilidad, existe el 

Programa Regional de Movilidad Académica para cursos acreditados - MARCA, 

asociados con carreras acreditadas a través del MEXA que busca promover 

intercambios de estudiantes, docentes, investigadores y gerentes 

educacionales. 

 
 

También se observó en el campo de la integración educativa, los protocolos 

firmados por los países miembros como el "Protocolo de integración educativa 

para la continuación de Estudios de posgrado en universidades de los Estados 

Partes del Mercosur "(1996) y el "Acuerdo de Admisión de Títulos y Grados 

Universitarios para el Ejercicio de Actividades Académicos en los países 

miembros del Mercosur.”(1999).Como se puede concluir, estas son acciones 

incipientes que demuestran, en el contexto de integración de carácter 

principalmente económico, una propuesta integradora educación. 

 
 

Como ya se mencionó, se propone como un instrumento para el desarrollo 

de la educación en países del Mercosur y, desde allí, para satisfacer las 

necesidades legítimas de sus poblaciones, por lo que también incluye la base 

para el crecimiento económico. En este sentido, el objetivo también es ingresar 

a la economía mundial en pie de igualdad: integración educativa, destacando el 

espacio de la educación superior, el nicho intelectual social más rico y fértil 

y la esencia de la producción, sistematización y socialización del conocimiento. 

Es en ese un contexto integrador, fundado en otra racionalidad, emancipadora 

y humanista que se da el desarrollo de estas iniciativas educativas en el 

Mercosur. 

 
 

Para ello, el sector educativo del Mercosur ya se toma como punto de partida, 

pudiendo, aún, utilizar los subsidios del Proceso de Bolonia. Tales fenómenos 

integradores, aunque vinculados al contexto del mercado global, traen, como ya 

se discutió, algo de racionalidad emancipadora, al expandir la 
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integración a otros horizontes. De esta forma, reconoce la importancia del tema 

educativo, evitando el reduccionismo económico. Además, vale la pena 

enfatizar la necesidad de escapar de lo instrumental y la política privatista del 

Banco Mundial, demostrando ser extremadamente válida en términos de campo 

educativo internacional, contribuciones de la UNESCO. En vista de esto, son, 

entonces, como puntos fundamentales, fuertemente entrelazados, para ser 

considerados e implementados en el marco de sistema educativo subregional 

en el Mercosur, para prever el desarrollo de potencialidades y satisfacer las 

necesidades legítimas de su población: calidad, pertinencia, equidad y 

cooperación en educación superior. 

 
 

La calidad debe entenderse como la aptitud de la educación superior para lograr 

sus propios objetivos. Debe entenderse en el marco general de la educación 

como proceso de desarrollo de las capacidades del hombre - como sujeto 

educación e historia, y por lo tanto, el grupo social en su conjunto. Es eficaz 

para permitir la actualización de las potencialidades del hombre, así como, en 

su contexto social, el ejercicio de la ciudadanía, como participación plena en la 

sociedad y la preparación para el mundo laboral, asegurando así el desarrollo 

de la comunidad. En este sentido, está fuertemente vinculado a la calidad, el 

tema de pertinencia, que, entendida desde y hacia el ser humano, se verifica en 

la relación entre la producción, sistematización y transmisión del conocimiento 

y la emancipación de hombre, visto en su contexto histórico-social, de sus 

obstáculos internos y externos. 

 
 
 
 
 

La educación superior y la investigación relevantes deben estar estrechamente 

relacionadas con la solución de problemas cotidianos, contribuyendo al 

desarrollo social equilibrado y solidario. Por lo tanto, implica en la generación y 

socialización endógena de conocimiento, capaz interpretar y proporcionar 

soluciones a las especificidades de la región y, por 
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lo tanto, construir "Capacidades endógenas y consolidar los derechos humanos, 

el desarrollo sostenible, democracia y paz en un contexto de justicia”. 

 
 

Vale la pena mencionar, en este sentido, que: No se trata solo de adaptarse 

a los nuevos requisitos de la globalización, la sociedad del conocimiento y la 

información, pero, para la construcción de entendimientos sobre la concepción 

de una educación que sea más apropiada para las realidades de cada una de 

los países y el grupo latinoamericano. La relevancia asegura, entonces, 

educación superior, atractivo, en una perspectiva mientras permite que se 

agregue conocimiento a los bienes y servicios producidos internamente. De 

esta manera, no solo reduce la "fuga de cerebros", sino que garantiza, al 

permitir el desarrollo tecnológico, económico y social, una "estrategia 

económica alternativa"- la empleabilidad de los ciudadanos. 

 
 

El desarrollo de la educación, como instrumento social emancipatorio, solo 

puede entenderse dentro de un marco de justicia social y, por lo tanto, cuando 

se basa en principio fundamental de igualdad de oportunidades para acceder y 

permanecer en el centro educativo. Sin embargo, como ya se explicó, se observa 

que el escenario de crecimiento actual de la educación superior 

latinoamericana, además de no estar acompañada por calidad, es insuficiente y 

marginado. Por lo tanto, es necesario buscar, huyendo de la visión del mercado, 

superando las desigualdades educativas, permitiendo el acceso a educación 

superior de calidad para la población marginada. La asociación para la 

cooperación abarca otra esfera de internacionalización que se confunde con la 

visión economista, tiene como objetivo la reducción de las desigualdades 

dentro del bloque y el crecimiento equilibrado de los miembros. Así, se podría 

lograr estos objetivos a través de la transferencia de tecnología y 

conocimiento, así como a través de la movilidad, es decir, intercambio y 

profesores, estudiantes e investigadores. 
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En relación con la movilidad mencionada, vale la pena mencionar, como 

instrumentos favorables para su eficacia, los mecanismos de acreditación, que, 

además, deben permitir, sin prejuicio a la diversidad cultural, el establecimiento 

de criterios de calidad dentro de la región. Por lo tanto, basado en la 

aproximación cultural y el intercambio científico, un sentido de ciudadanía y 

solidaridad latinoamericana, fundamental para la participación, en bloque, de 

relaciones internacionales, sin subordinación es lo que se está buscando con 

estas iniciativas. Todas ellas son ejemplo para la región en un sentido de 

integración más efectiva, así como también para la persecución de los 

objetivos de la educación y el cumplimiento de compromisos internacionales. 

 
 
 
 
 
 
 

1.8.1. El derecho a la educación en Perú 
 
 

Ahora bien, a fin de vincular la dignidad humana con el derecho a la educación 

en el Perú, cabe destacar que el artículo 13° de la Constitución Política del Perú 

prescribe que la educación tiene como finalidad el desarrollo integral de la 

persona humana y que el Estado reconoce y garantiza la libertad de 

enseñanza. Al respecto, el Tribunal Constitucional del Perú se ha pronunciado 

estableciendo en el punto 32 del Pleno Jurisdiccional 014-2014-P1/TC, 0016- 

2014-PI/TC, 0019-2014-P1/TC y 

0007-2015-PI/TC lo siguiente: 
 
 

“En el caso de la educación, su especial conexión con la formación del proyecto 
de vida de cada persona y, en consecuencia, con el principio de dignidad 
humana, generan un especial deber de resguardar que los servicios prestados 
puedan encontrarse de otorgar aquellos elementos mínimos para el desarrollo 
de dicho proyecto vital. Se trata, pues, de otorgar un servicio que, si bien 
satisface necesidades individuales (ya que toda persona tiene diseñado un 
determinado proyecto de vida), ostenta también una considerable implicancia 
colectiva.” 
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De este modo, el Tribunal Constitucional Peruano vincula el derecho a la 

educación al propio derecho a la vida en el sentido de desarrollar el proyecto de 

vida de cada uno. Esto se relaciona las expectativas que cada uno tiene sobre 

sus propias decisiones y perspectivas de desarrollo personal. Este 

posicionamiento del intérprete de la constitución peruana es importante por 

ubicar la educación en el sentido más alto de los estándares de la vida humana 

y que, como veremos más adelante, lo vincula íntimamente con la dignidad de 

la persona humana al dar sentido a la vida del individuo. 

 
 

De igual modo, la Ley Nº 28044 del Perú, Ley General de Educación, esclarece 

en su artículo 4° que la educación es un servicio público, que puede ser 

prestado por universidades públicas o privadas; por tanto, debe ser sujeto a 

fiscalización por parte del Estado, como ha sido mencionado por el Tribunal 

Constitucional en el pleno jurisdiccional 014-2014-P1/TC, 0016- 2014-PI/TC, 

0019-2014-P1/TC y 0007-2015-PI/TC, punto 27: "en la medida en que se trata 

de una prestación pública que explicita una de las funciones- fines del Estado, 

de ejecución per se o por terceros bajo fiscalización estatal (STC 03221-2010-

HD, Fundamento Jurídico).” 

 
 

En este sentido, el servicio educativo se ubica en la cúspide de los intereses 

estatales. Siendo un servicio público, que originalmente es realizado por el 

Estado y, de lo contrario, es autorizado por el Estado y realizado por el privado 

bajo la supervisión estatal se demuestra el interés genuino en su buen 

desarrollo. La educación es un fin del Estado, su objetivo principal y por ello 

debe tener toda su atención en su buen desempeño. No podría ser distinto 

debido a que es uno de los componentes principales del ser humano y su 

dignidad, por ende, de los ciudadanos que componen el Estado. 

 
 

Así, habiendo establecido la vinculación entre la dignidad humana y el derecho 

a la educación, se colige que la educación superior es un proyecto de vida y 

su consecución en el postgrado (maestría y doctorado) también lo 
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es. De esta forma, la validación de un diploma superior obtenido en el extranjero, 

en territorio nacional, cobra especial importancia teniendo en cuenta que una 

persona que realiza estudios superiores tiene propósitos de desarrollo personal 

y familiar previéndose que la mejora del individuo integrante de la célula familiar 

también representa mejora para su familia. Sin embargo, el individuo al salir 

de su país de origen puede experimentar una situación traumática en su 

proyecto de vida si el país donde se desplaza no reconoce su diploma. 

 
 

Al respecto, resulta pertinente traer a colación lo dispuesto en la Ley Nº 30220, 

la nueva Ley Universitaria de Perú, que señala en su artículo sexto, punto 6.8 

que el fin de la universidad es “promover el desarrollo humano y sostenible en 

el ámbito local, regional, nacional y mundial” (lo subrayado es mío) y en su 

artículo séptimo, punto 7.5, se estipula que la función de la universidad es 

“contribuir al desarrollo humano”. En este punto, resulta importante señalar que 

la Ley Universitaria se alinea con la constitución peruana al precisar el desarrollo 

humano como su finalidad y, además, se circunscribe a las obligaciones 

internacionales al mencionar el desarrollo humano a nivel nacional y mundial. 

Esta alineación es neurálgica pues además de dejar evidente el carácter de 

derecho fundamental basado en la dignidad humana también la educación 

superior, además la relaciona indubitablemente con el ámbito de aplicación 

internacionalista que debe estar presente en cualquier decisión que tenga la 

educación superior en sus parámetros. 

 
 

En este sentido, la norma peruana tiene varios aspectos que perfeccionar para 

estar de acuerdo a la constitución, a la decisión del Tribunal Constitucional y a 

los compromisos asumidos. Resulta dañino que las reglas de reconocimiento 

no evalúen la correspondencia del grado reconocido con el título peruano, 

generando así un reconocimiento formal, pero material. Adhiérase a esto que 

no se está dando seguridad jurídica a las relaciones jurídicas entabladas que 

necesiten de la validez del grado o título. Según la 
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propia SUNEDU, el reconocimiento tiene como objetivo dar validez, pero no 

se han gestionado criterios normativos para los parámetros de validez. Al fin 

y al cabo, dar validez también es dar seguridad jurídica sobre un instrumento 

y no dejarlo al juzgamiento de quien evalúa si el diploma reconocido, a pesar de 

válido formalmente, puede ser útil en un sentido material. 

 
 

1.8.2. El derecho a la Educación en Brasil 
 
 

Por un lado, la Constitución Federal de Brasil garantiza que el derecho a la 

educación es un deber del Estado y de todos, promovido y alentado con la 

colaboración de la sociedad. El texto constitucional brasileño, en los artículos 

205 a 214, establece una serie de reglas que tienen como objetivo hacer efectivo 

este derecho, en especial para este trabajo, en lo que la educación superior 

respecta. Como se explica en el artículo anterior, está claro que la educación 

tiene una naturaleza pública y las instituciones educativas, ya sean públicas o 

privadas, deben cumplir con los estándares educativos nacionales 

expresamente descritos en la Ley número 9.384 de 1996, así como con los 

estándares CNE (consejo nacional educación) que, a pesar de no centrarse en 

un nivel educativo específico, es transversal a todos los niveles que, para 

efectos del presente trabajo de investigación, se abordará solo en el aspecto 

relacionado a la educación superior. Por otro lado, para el caso específico del 

Perú, en lo que educación superior concierne, se cuenta con la Nueva Ley 

Universitaria de Perú que, principalmente, busca garantizar la calidad 

educativa, entre otros. 

 
 

Para los dos países, también es importante destacar a los documentos de 

gestión, como por ejemplo los PDI (plan de desarrollo institucional), PPI 

(proyecto pedagógico institucional) y PPC (proyecto de curso pedagógico) que 

son consideradas para el cumplimiento de estándares educativos, bien como 

normas de licenciamiento y acreditación de universidades y carreras. En tal 

sentido, como es de suponer, las garantías implícitas del derecho a la 
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educación deben también ser consideradas en los documentos de gestión 

interna con la finalidad de efectivizar el acceso y pleno ejercicio del derecho 

a la educación, materia de comentario. 

 
 

Por su parte, el artículo 211 de la Constitución brasileña aclara la competencia 

de la Unión, los Estados y los municipios, los que deben organizar su sistema 

educativo de manera colaborativa, en concordancia con el artículo 214 que 

establece los objetivos del plan nacional de educación. Cabe destacar que las 

instituciones educativas privadas tienen garantizada la libertad de educación, 

siempre que, de conformidad con los estándares educativos nacionales 

generales, se sujeten a inspecciones y evaluaciones por parte del Poder 

Público, de modo que se garantice el estándar de calidad educativa. 

 
 

Es importante enfatizar que una de las expresiones de la libertad mencionada 

líneas arriba es la libertad de cátedra, diferente de la libertad de expresión. En 

tal sentido, las instituciones deben obedecer a la norma y garantizar el pluralismo 

de ideas y conceptos pedagógicos. Si bien el artículo 209 de la Constitución 

Federal del Brasil no hace referencia a la iniciativa privada, es necesario 

comprender que, debido a la naturaleza pública de la educación, las 

instituciones educativas privadas también están obligadas a respetar los 

supuestos enumerados en la Constitución Federal, así como el estándar 

educativo general nacional y los estándares CNE, PDI, PPI y PPC. Así como se 

aclara expresamente en los ítems I y II del artículo 209. 

 
 

Asimismo, la Constitución Federal del Brasil estableció la competencia de cada 

entidad federativa en el precepto de la educación. Para los fines de la presente 

investigación, antes de discutir la competencia de cada entidad federativa, 

corresponde explicar que la Constitución brasileña de 1988 estableció en su 

Artículo 1 la formación del Estado Federal, como sigue: Unión, Estados 

Miembros, Distrito Federal y Municipios. Ahora bien, cabe 
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señalar que los Estados miembros son autónomos e interactúan con el Gobierno 

Federal a través del Congreso Nacional por medio de sus representantes. De 

esta manera, el Constituyente original buscó una mayor descentralización de las 

decisiones, fortaleciendo a los Estados, el Distrito Federal y los municipios. 

Cabe destacar que el artículo 211 de la Constitución brasileña debe ser 

interpretado de conformidad con el artículo 23 de dicha Carta Magna, que 

establece la demarcación de los preceptos para la colaboración entre la Unión, 

los Estados, el Distrito Federal y los municipios, con el objetivo de lograr el 

bienestar y el equilibrio a nivel nacional. 

 
 

Como se puede apreciar, en el Brasil, todas las entidades políticas tienen una 

obligación bajo un régimen de cooperación y una acción conjunta en la 

construcción del sistema educativo nacional, con el objetivo de universalizar 

la educación obligatoria, ya que está prevista como un Precepto Constitucional 

Fundamental. La norma fundamental brasileña estableció la distribución entre 

las entidades políticas de acuerdo con los niveles de educación. Sin embargo, 

con los recursos financieros disponibles y las habilidades técnicas, las acciones 

prioritarias de las Entidades no pueden, bajo la justificación de priorizar un nivel 

educativo específico y olvidarse de la promoción y financiación de los otros 

niveles de la educación. 

 
 

La educación es una norma fundamental que se impuso constitucionalmente 

al Estado en todas las esferas de la Federación. Considerando lo anterior, 

las Entidades deben establecer sus sistemas de educación en un régimen 

de coparticipación. En este contexto, se precisa que depende de la Unión 

instituir el sistema educativo federal, financiar económicamente a las 

instituciones federales de educación pública, así como gestionar, en tema 

educativo y el papel complementario para garantizar la igualdad de 

oportunidades educativas utilizando un marco de condiciones mínimas de 

enseñanza a través de subsidios financieros y apoyo técnico a los estados, 

al distrito federal y a los municipios. 
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La búsqueda de la universalización del derecho a la educación consagró la 

alternativa para la educación, tanto primaria, la secundaria y superior, que se 

enseña de forma gratuita. Además, el derecho a la educación es un derecho 

fundamental que debe estar disponible para todos y no debe exponerse a 

procedimientos meramente burocráticos ni someterse a evaluaciones 

puramente arbitrarias de la Administración Pública. 

 
 

El derecho a la educación establece un asunto extremadamente importante, 

especialmente cuando señala formas para un desarrollo social apropiado. La 

Constitución Federal Brasileña de 1988 menciona la educación en varias 

ocasiones y se refiere consecutivamente a un derecho de carácter social, que 

debe ser garantizado por las autoridades competentes. De esta manera, para 

que haya una educación de calidad, es necesario que las Entidades federativas 

trabajen juntas, para buscar cada vez más implementar un sistema educativo 

de calidad. 

 
 

A nivel doméstico brasileño, el derecho a la educación está previsto en la 

Constitución Federal de Brasil de 1988, que en varios dispositivos legales forma 

el llamado subsistema constitucional, lo que permite la interdependencia entre 

sus dispositivos. Así, justamente en el preámbulo de la carta magna brasileña, 

el derecho a la educación está previsto como un derecho social. El artículo 1 

establece que el derecho a la educación se inserta en dos fundamentos de la 

República Federativa de Brasil: la ciudadanía y la dignidad de la persona 

humana. En esa misma línea, en el artículo 3 se encuentra el derecho a la 

educación con objetivos fundamentales que debe lograr el Estado para la 

realización del interés público: la construcción de una sociedad libre, justa y 

solidaria; la garantía del desarrollo nacional; la erradicación de la pobreza y la 

marginación, la reducción de las desigualdades sociales y regionales. Por otro 

lado, el artículo 6 establece el derecho a la educación como un derecho social. 
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Más adelante, en el artículo 170 de la Constitución Brasileña quedan 

establecidos los principios de la actividad económica, a partir del cual se infiere 

al derecho a la educación como motor del desarrollo económico y social. Como 

se ha hecho referencia anteriormente, es el derecho a la educación el que logra 

la primacía del trabajo, el bienestar y la justicia social, previsto en el artículo 193 

de la Carta Magna brasileña. Por lo tanto, el derecho a la educación está 

formado por un régimen legal reforzado, en el que todos los derechos y 

garantías fundamentales son parámetros para el control de la constitucionalidad 

que tienen una aplicabilidad inmediata (artículo 5, § 1) y se consideran 

cláusulas pétreas. 

En este contexto, la Constitución Brasileña expresa en su artículo 206° que 

la enseñanza brasileña se rige por los siguientes principios: 

“I. igualdad de condiciones para el acceso y la permanencia en la 
escuela; 
II. libertad de aprender, enseñar, investigar y divulgar el 
pensamiento, el arte y el saber; 
III. pluralismo de ideas y de concepciones pedagógicas, y 
coexistencia de instituciones públicas y privadas de enseñanza; 
IV. gratuidad de la enseñanza pública en establecimientos 
oficiales; 
V. valoración de los profesionales de la enseñanza escolar, 
garantizados, en la forma de la ley, planes de carrera, con ingreso 
exclusivamente por concurso público de pruebas y títulos, a las 
redes públicas; 
VI. gestión democrática de  la enseñanza pública, en la forma de 
la ley; 
VII. garantía del patrón de calidad; 
VIII. piso salarial profesional nacional para los profesionales de la 
educación pública, en los términos de ley federal.” 

 
 

Como se ha podido apreciar, la legislación brasileña recoge de manera expresa 

principios a partir de los cuales debe regirse la enseñanza. Por tanto, las 

regulaciones y normativa, respecto del tema en estudio, deberá establecer las 

condiciones y/o formalidades que resguarden el derecho a la educación por 

encima de cualquier otra consideración. 

 
 

De esta forma, el derecho a la educación será promovido y alentado con la 

colaboración de la sociedad, con el objetivo del desarrollo pleno de la 
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persona, su preparación para el ejercicio de la ciudadanía y su calificación para 

el trabajo. Los titulares del derecho a la educación son brasileños, nacidos o 

naturalizados y extranjeros que residen en el país. Además, el objetivo del 

Estado referente al derecho a la educación es su protección, sea en la actuación 

o en la abstención de actuar. Cabe recordar que para cumplir este objetivo 

plenamente, también se suman la sociedad y la familia en un carácter 

colaborativo, tal y cual indica la constitución. 

 
 

En esta concatenación de ideas y de acuerdo con el texto constitucional 

brasileño, el derecho a la educación proyecta su protección desplegada en la 

Ley de Directrices y Bases de la Educación Nacional - LDB (Ley nº 9.394 / 

96), que, justo en el artículo 1, §2, determina quela educación debe estar 

vinculada al mundo del trabajo y la práctica social. Por lo tanto, el acceso a 

la educación obligatoria es un derecho público subjetivo, y el hecho de que 

no lo ofrezca el Estado o su oferta sea irregular, responsabiliza a la autoridad 

competente. En este sentido, el Poder Público debe registrar a los estudiantes 

en los centros educativos, convocarlos y asegurarse, junto con sus padres o 

tutores (cuando menores), de que asistan a los centros educativos. 

 
 

Insta destacar, asimismo, que la unión de Brasil organizará el sistema educativo 

federal, financiará las instituciones federales de educación pública y ejercerá, 

en materia educativa, una función redistributiva y complementaria. En este 

sentido, el Estado a través de la unión realiza estas acciones con el fin de 

garantizar la igualdad de oportunidades educativas, así como un nivel mínimo 

de calidad de enseñanza a través de asistencia técnica y financiera a estados, 

distritos federales y municipios. Además, en la organización de sus sistemas 

educativos, la unión, los estados, el distrito federal y los municipios definirán 

formas de colaboración, a fin de garantizar la universalización de la educación 

obligatoria. 
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De esta manera, para la realización del derecho a la educación, la Constitución 

Federal de Brasil determina que la unión aplicará, anualmente, no menos del 

18% de los ingresos. Del mismo modo, los estados, el distrito federal y los 

municipios separarán el 25%, al menos, de los ingresos fiscales para el 

mantenimiento y desarrollo de la educación. Con el fin de cumplir con el mínimo 

que se aplicará en la educación, se considerarán los sistemas educativos 

federales, estatales y municipales, la distribución de los recursos públicos que 

deberá garantizar la prioridad para satisfacer las necesidades de la educación 

obligatoria, con respecto a la universalización, de la calidad y equidad, bajo 

los términos del Plan Nacional de Educación. 

 
 

Finalmente, es importante señalar que, según los términos del artículo 214 de 

la Constitución Federal de Brasil, la ley establecerá el Plan Nacional de 

Educación, con una duración de diez años. Así y en consonancia con lo antes 

mencionado, el objetivo del Plan Nacional de Educación es articular el sistema 

educativo nacional en colaboración entre los entes federativos y definir pautas, 

objetivos, metas y estrategias de implementación para asegurar el 

mantenimiento y desarrollo de la educación en sus diversos niveles, etapas y 

modalidades. Este Plan Nacional de Educación se dará a través de acciones 

integradas de las Autoridades Públicas de las diferentes esferas federales que 

conducen a: 

"I - erradicación del analfabetismo; II - universalización de la 
asistencia escolar; III - mejora de la calidad de la educación, IV - 
formación para el trabajo, V - promoción humanística, científica 
y tecnológica del país; VI - establecimiento de una meta para la 
aplicación de recursos públicos en educación como proporción del 
producto interno bruto.”(CRFB, 1988). 

 

Como se puede apreciar, el Plan Nacional de Educación Brasileño tiene como 

eje principal desarrollar el ser humano en el sentido de la educación. Mejorar la 

educación significa desarrollar la dignidad de la persona humana y el punto V 

deja más claro que este plan no solamente se relaciona con la educación 

básica, sino también con otros niveles de la educación al estipular 
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la promoción humana y científica. La promoción humana se identifica la dignidad 

de la persona humana en sus aspectos más básicos y el desarrollo científico lo 

define a nivel universitario, considerando que la ciencia se desarrolla, 

principalmente, en las universidades. 

Por su parte, en Brasil, la Ley 9.394/96 “Ley de las directrices básicas de la 

educación” en su artículo 43° manifiesta la finalidad de la enseñanza superior, 

en los siguientes términos: 

 

“I - estimular la creación cultural y el desarrollo del espíritu 
científico y del pensamiento reflexivo; 
II- formar diplomados en las diferentes áreas del conocimiento, aptos 
para la inserción en sectores profesionales y para la participación en 
el desarrollo de la sociedad brasileña, y colaborar en su formación 
continua; 
III- incentivar el trabajo de investigación e investigación científica, con 
miras al desarrollo de la ciencia y de la tecnología y de la creación y 
difusión de la cultura, y, de ese modo, desarrollar el entendimiento 
del hombre y del medio en que vive; 
IV- promover la divulgación de conocimientos culturales, científicos 
y técnicos que constituyen patrimonio de la humanidad y comunicar 
el saber a través de la enseñanza, de publicaciones o de otras 
formas de comunicación; 
V- suscitar el deseo permanente de perfeccionamiento cultural y 
profesional y posibilitar la correspondiente concretización, integrando 
los conocimientos que van siendo adquiridos en una estructura 
intelectual sistematizadora del conocimiento de cada generación; 
VI- estimular el conocimiento de los problemas del mundo presente, 
en particular los nacionales y regionales, prestar servicios 
especializados a la comunidad y establecer con ésta una relación de 
reciprocidad; 
VII - promover la extensión, abierta a la participación de la población, 
con miras a la difusión de las conquistas y beneficios resultantes de 
la creación cultural y de la investigación científica y tecnológica 
generada en la institución. 
VIII - actuar en favor de la universalización y del perfeccionamiento 
de la educación básica, mediante la formación y la capacitación de 
profesionales, la realización de investigaciones pedagógicas y el 
desarrollo de actividades de extensión que aproximen los dos niveles 
escolares.“ 
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Como se aprecia, la Ley de Directrices Básicas de la Educación expresa la 

naturaleza de la educación en Brasil, alineada con la carta magna de este país. 

En sus 8 numerales determina distintos ámbitos de la actividad humana que 

son desarrollados por la educación y, por ello, también acaba por ser el 

objetivo del Estado brasileño promover estos alcances de la educación. Resulta 

importante que un texto legal de alto nivel legislativo elucide los alcances y 

finalidades de la educación, de forma a orientar la gestión pública en la 

persecución de los objetivos educativos. Además, en el punto VI de este artículo 

se destaca el carácter integrador no solamente nacional, sino regional – 

pudiendo ampliarse a nivel universal - y comunitario de la educación 

desarrollada en territorio nacional brasileño 

Como se puede apreciar, ambas legislaciones, tanto la peruana como la 

brasileña, reconocen y procuran que la formación de la persona no se limite 

al espacio físico nacional ampliando los alcances del derecho a la educación 

a nivel mundial. En el caso peruano, la constitución peruana establece la 

dignidad de la persona humana como uno de sus fines que debe servir para 

el desarrollo integral del ser humano y declara expresamente que los derechos 

humanos y la dignidad previstos en la constitución son Númerus Apertus, lo que 

significa que pueden ser ampliados por otras normas. Esto significa que podrán 

ser ampliados también por tratados internacionales. El artículo 56.1 de la 

Constitución Política Peruana incluso establece que los Tratados de Derechos 

Humanos deben ser aprobados por el congreso antes de que sean ratificados 

por el presidente, estableciendo un carácter especial de aprobación. De acuerdo 

con la Sentencia del Tribunal Constitucional Nº 047-2004-AI/TC. Fundamento 

22, los tratados de derechos humanos son incorporados a la legislación nacional 

a través de la integración, así como recepción interpretativa. 

1.9. Procedimiento de validación de grados y títulos extranjeros en el 
Brasil 
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En Brasil, hubo un cambio a partir de la promulgación de dos reglamentaciones: 

la Resolución del Consejo Nacional de Educación N° 3 de 22 de julio de 2016, 

parte integrante de la Cámara de Educación Superior del Ministerio de 

Educación y la Portaría Normativa Nº 22 de fecha 13 de diciembre de 2016 que 

establecen los criterios para la revalidación en caso de diplomas de pregrado y 

de reconocimiento para diplomas de postgrado, maestrías y doctorados por 

parte de universidades brasileñas públicas o privadas. En el caso de 

revalidación, es necesario que la universidad sea pública y que tenga curso de 

pregrado en el mismo nivel y área o equivalente, según el artículo 3º de la 

portaría. En caso de reconocimiento, en el artículo 17° sólo se menciona como 

requisito que la universidad sea registrada, es decir, tenga autorización para 

funcionar y que tenga curso de postgrado stricto sensu (maestrías y doctorados) 

evaluado, autorizado y reconocido por el Sistema Nacional de Postgrado en la 

misma área del conocimiento, en el mismo nivel o superior. 

 
 

Ahora bien, respecto de la existencia de contenido, se advierte que esta 

disposición debe ser leída en concordancia con lo establecido en el párrafo 

único del reglamento materia de análisis; es decir: la existencia de mérito de 

contenido de la tesis deberá determinarse considerando las condiciones 

académicas, llevando en consideración las diferencias. Otro tipo de 

consideraciones, fuera de las orientaciones del reglamento, también podrían 

cambiar el sentido de la respuesta final. 

 
 

En adición a ello, el artículo en cuestión hace referencia únicamente a en marcar 

el análisis a “las áreas de conocimiento o enseñanza”. Al respecto, nótese que 

el reglamento no indica que el análisis sea realizado en función a líneas de 

investigación (entendidos como enfoques sobre el área de conocimiento). Por 

tanto, en el supuesto negado de considerar a las líneas de investigación en 

la evaluación (como se habría tomado en cuenta antes de la emisión de este 

reglamento específico) no sólo sería restringir/reducir el marco de evaluación, 

cambiando –en definitiva-el sentido de la decisión 
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final, sino que también se contravendrían las disposiciones del reglamento 

específico. 

 

Art. 7º O julgamento da equivalência, para efeito de revalidação, 
será feito por uma comissão especialmente designada pela 
PROPPG, mediante portaria após consulta à coordenação do 
Programa. A comissão deverá ser constituída de no mínimo três 
professores da própria Universidade ou de outras Instituições, que 
tenham a qualificação compatível com a área de conhecimento e 
como nível do título a ser revalidado e que atuem em Programas 
de pós-graduação. 
(...) 
2° A comissão deverá analisar a tese/dissertação e avaliar se existe 
mérito de conteúdo equivalente as exigências do Programa e se 
está na área do programa solicitado, para que o titulo seja 
revalidado. 

 
 

Sobre los requisitos establecidos en el artículo 7 de la Resolución del CNE, 

se puede destacar requisitos que no son solamente formales, pero que si 

garantizan una evaluación material de los grados y títulos. Entre ellos, se puede 

citar: 

- El proyecto pedagógico en que se indican los contenidos 
estudiados, las actividades de investigación realizadas y actividades 
extra curriculares llamadas de “extensión”; 
- Nomina y titulación del cuerpo docente vinculado a las asignaturas 
estudiadas por el requirente; 
- Informaciones institucionales sobre la biblioteca, laboratorios, 
planes de desarrollo institucional, planeamiento, relatorías de 
evaluación internos y externos, políticas y estrategias educativas de 
enseñanza, “extensión” e investigación; 
- Reportaje, artículos o documentos que indiquen la reputación, 
calidad y servicios ofertados por la institución y que estuvieron 
disponibles al requirente. 

 

De lo expuesto, se puede percibir que los criterios establecidos por Brasil, a 

diferencia del Perú, se aplican en todas las universidades que evalúan el curso 

de origen y la universidad de procedencia desde su autorización para funcionar 

y expedir diplomas hasta la organización del curso que se intenta validar; no 

obstante, en el Perú no existen lineamientos a nivel nacional para la 

revalidación relegando a las Universidades el establecimiento de sus propios 

criterios. Igualmente, el art. 7 del reglamento mencionado líneas 
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arriba orienta que el análisis de la tesis deberá realizarse (1) determinando la 

existencia de mérito de contenido y (2) si está en el área del Programa. 

 
 

De igual manera, debido a lo establecido en la Resolución CNE nº3 de 22 de 

junio de 2016 del Consejo Nacional de Educación se crea la Plataforma Carolina 

Bori) que facilita las solicitudes de revalidación y reconocimiento de grados y 

títulos en Brasil. Esta plataforma que las universidades deben adherir permite 

al interesado en realizar la solicitud y todo el procedimiento en línea, sin la 

necesidad de movilizarse hasta las instituciones. Garantiza también la 

transparencia, ya que la CAPES y el Ministerio de Educación de Brasil realizan 

la fiscalización de los procedimientos de reconocimiento y revalidación de los 

grados y títulos realizados en la plataforma. 

 
 
 
 

Por fin, es importante mencionar que la plataforma Carolina Bori fue de suma 

importancia para garantizar principios y derechos valorizados por el Brasil que 

ha buscado salvaguardar y, por esto, debe ser incentivado y servir de modelo a 

otros países. Solamente a través de la protección, garantía y seguridad jurídica 

se podrá integrar realmente el ciudadano a la sociedad y garantizar su pleno 

desarrollo, social y profesional. 

 
 

1.10. Acuerdo de Intercambio Cultural Perú – Brasil 
 
 

En relación con los acuerdos internacionales, resulta pertinente hacer referencia 

que en el día 25 de noviembre de 1976 fue firmado el convenio de Intercambio 

cultural entre la República del Perú y la República Federativa del Brasil, 

aprobado con fecha de entrada en vigor el26 de noviembre de 1976. El inciso 

V del citado convenio dispone lo siguiente: 

 

ARTÍCULO V 
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Los diplomas y los títulos para el ejercicio de profesiones liberales 
y técnicas, expedidos por instituciones de enseñanza superior de 
una das Partes Contratantes a naturales de la otra, tendrán plena 
valor en el país de origen del interesado, satisfechas las 
formalidades legales de cada Parte Contratante. 

 
 

En el marco de este convenio se ha procedido varios reconocimientos de grados 

y títulos tanto de brasileños que estudiaron en Perú cuanto de peruanos que 

han estudiado en Brasil. No obstante, cuando SUNEDU empieza sus funciones 

hubo un cambio sustancial en la interpretación, de manera unilateral: se ha 

prohibido el derecho de brasileños que han estudiado en Brasil de obtener el 

reconocimiento para el caso todos los tipos de grados y títulos en Perú, sin 

distinción. Dicha reinterpretación limitada se ha dado en base al artículo 

mencionado anteriormente que, en efecto, establece parámetros para el 

reconocimiento, pero solamente a aquellas profesiones liberales; es decir, no 

es en todos los casos. La reinterpretación de SUNEDU ha tomado una regla 

específica y se aplicó a todos los casos, perjudicando a varias personas de 

manera injustificada, rompiendo con el principio internacional de reciprocidad. 

 
 

Respeto al tema en desarrollo, cabe mencionar que SUNEDU, mediante la 

Carta 9-2016-SUNEDU-15-15.02 (Anexo 4) la señora Clara Gisella Cruzalegui 

Rangel, Jefe de la Unidad de Registro de Grados y Títulos de esta entidad 

expresa que “diplomas y títulos” del artículo V del Acuerdo materia de análisis 

fue interpretado a la luz del artículo 4 (Glosario) del Reglamento del Registros 

de Grados y Títulos, aprobado mediante la Resolución del Consejo Directivo 

009-2015-SUNEDU/CD. No cabe duda entonces la reinterpretación realizada, 

en el año de 2015 sobre del Convenio Cultural vigente en el Perú desde el año 

1976, pero aprobado en el año de 1973. Esta reinterpretación evidente vulnera 

el derecho constitucional a la educación, como se podrá apreciar a través del 

desarrollo del tema más adelante. 
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Ahora bien, respeto a la Constitución Peruana, la reinterpretación de SUNEDU 

viola el derecho constitucional a la educación en el sentido de no permitir el 

desarrollo integral de la persona humana establecido en el artículo 13 de la 

Constitución Política de este país. Esto se debe entender debido a que la 

limitación impuesta por la posición de SUNEDU no permite que el ciudadano 

brasileño pueda integrarse a la sociedad peruana ni tampoco valerse de su 

grado o título para la continuidad de estudios, habilitación laboral o acceso a 

nivel laboral correspondiente a su nivel de estudio. De lo expresado, se puede 

percibir que, así como mencionado y explicado en punto anterior, SUNEDU 

no estaría cumpliendo con lo expresado por el Tribunal Constitucional en la 

Resolución Nº 0091-2005-PA/TC sobre los requisitos que debe tener el derecho 

constitucional a la educación: disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y 

adaptabilidad. 

 
 

Sobre la Constitución Brasileña, la reinterpretación de SUNEDU también estaría 

incumpliendo con los elementos básicos del derecho constitucional a la 

educación. En relación a este punto, el artículo 205 de esta Constitución 

establece que la educación debe objetivar el “pleno desarrollo de la persona, su 

preparo para el ejercicio de la ciudadanía”, pero sin la validación de este grado 

o título, el ciudadano brasileño no estará desarrollándose en la sociedad por 

no poder actuar profesionalmente y acceder a niveles más elevados de 

educación y, así, tampoco podrá ejercer la ciudadanía. 

 
 
 
 
 

1.10.1. El Derecho a la Educación Superior en Colombia, respecto 
del Brasil y el Perú 

 
 

Sobre el particular, se destaca la posición de la Corte Constitucional de la 

República de Colombia en la Sentencia T-068/12 que reconoce el carácter 

fundamental y progresivo del Derecho a la Educación Superior. Al respecto, 

menciona que parte de su característica de fundamental, este tribunal 
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destaca la relación con la dignidad de la persona humana en lo que se relaciona 

a la autonomía del individuo porque consiste en la elección de cada individuo 

de su propio proyecto de vida, así como principios y valores inherentes al ser 

humano. En este sentido, la progresividad mencionada es delimitada por: 

 
 
 

i) la obligación del Estado de adoptar medidas, en un plazo 
razonable, para lograr una mayor realización del derecho, de 
manera que la simple actitud pasiva de éste se opone al principio 
en mención (aquí encontramos la obligación del Estado de procurar 
el acceso progresivo de las personas a  las Universidades, 
mediante la adopción de ciertas estrategias, dentro de las cuales 
encontramos facilitar mecanismos financieros que hagan posible el 
acceso de las personas a la educación superior, así como la 
garantía de que progresivamente el nivel de cupos disponibles para 
el acceso al servicio se vayan ampliando); 
(ii) la obligación de no imponer barreras injustificadas sobre 
determinados grupos vulnerables y 
(iii) la prohibición de adoptar medidas regresivas para la eficacia 
del derecho concernido. 
Sobre el derecho a la educación superior, el Tribunal Colombiano 
sostuvo que su naturaleza conlleva en esencia de su núcleo la 
garantía estatal de su goce efectivo. Esto significaría que  el Estado 
está obligado directamente a garantizar acceso progresivo a la 
educación superior a todos. 

 
 
 

Entonces, en la decisión colombiana se menciona las características y alcances 

que debe tener el derecho a la educación superior. La sentencia de esta corte 

constitucional es particularmente importante por especificar la educación en el 

nivel superior. 

En el caso brasileño, el Supremo Tribunal Federal ha enmarcado la vinculación 

de la educación a la dignidad humana y calificó este derecho fundamental 

relacionándola con el desarrollo de la sociedad en su conjunto, de acuerdo a 

lo que menciona en el Recurso Especial 888.815: 

 

“La educación es un derecho fundamental relacionado con la 
dignidad de la persona humana y la ciudadanía, ya que tiene una 
doble función: por un lado, califica a la comunidad en su conjunto, 
haciéndola iluminada, politizada, desarrollada (CIUDADANÍA); por 
el otro, dignifica al individuo, el verdadero titular de este derecho 
subjetivo fundamental (DIGNIDAD DE LA PERSONA HUMANA).” 
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De lo expuesto, queda clara entonces la relación entre dignidad de la persona 

humana y acceso a la educación superior. 

 
 

Ahora bien, a pesar de que en el Perú no se encuentra decisión constitucional 

similar, esto no quiere decir que la constitución peruana no comprenda de la 

misma manera lo anteriormente expuesto. El propio Ministerio de Educación en 

su Plan de Gestión Institucional 2014-2018 expresó que el Programa Nacional 

de Becas y Crédito Educativa se basa en el enfoque de intervención social, 

basado en la Ley General de Educación que, en su artículo 10 establece 

criterios: universalización, calidad y equidad. Luego el Ministerio menciona el 

artículo 17 de la referida Ley, que dispone que la equidad en el sentido 

educativo, comprende el objetivo estratégico Nº 5 del Proyecto Educativo 

Nacional 2021 que determina la conceptualización de equidad, así como 

bienestar y visión de igualdad de oportunidades. Finaliza el documento 

estableciendo que la igualdad de oportunidades está ajustada al accedo a la 

educación superior. 

 
 

Así, lo expresado líneas arriba por el propio Ministerio de Educación del Perú 

significa la consonancia de la dignidad de la persona humana, en este caso 

tratado en un sentido más específico, en que el ministerio determina la 

universalidad, calidad y equidad como elementos importantes plasmados en 

el acceso a la educación superior como perfeccionamiento y faceta del principio 

de la dignidad de la persona humana. 

 

 
1.12. Aportes de las experiencias mencionadas y su relación con la 

integración 

 
El proceso de integración tiene como objetivo la eliminación de barreras, 

inicialmente económicas, pero también sociales entre los países integrantes de 

dichas integraciones. Esta eliminación de barreras, para los objetivos de esta 

tesis, se relacionan de manera directa con el derecho a la educación a 
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través de la validación de los grados y títulos y de manera refleja con el derecho 

al trabajo. El derecho a la educación y al trabajo se relacionan, pero no son 

exclusivos a los inmigrantes una vez que un nacional también puede adquirir un 

grado o título en otro país y regresar a su propio país posteriormente. Tanto 

para el caso de inmigrantes como para de nacionales regresos a sus países de 

origen, se hace valido el comentario de Requejo Alarcón (2015) menciona que:” 

En todo caso, y sin dejar de tomarse en serio todas esas disquisiciones, el 

núcleo básico de todo el sistema liberal democrático sigue girando alrededor del 

individuo como sujeto moral y jurídico, convertido, políticamente, en 

ciudadano.” 

 
 

En artículo publicado por la Revista del Tribunal Constitucional Peruano, De 

Godoy apud Benhabib (2019) describiendo la necesidad de discusión de los 

diferentes actores involucrados en cuestiones de derechos humanos para 

solucionar demandas decurrentes de la interacción de estos mismos actores 

en sociedad, en una visión cosmopolita de sociedad. Benhabib sustenta que 

el federalismo cosmopolita sería la solución para harmonizar los individuos en 

una sociedad, de forma a considerar de manera positiva las necesidades de los 

que anhelan ingresar a una comunidad política, independiente de su 

nacionalidad. Esta posición se coaduna con el internacionalismo de la 

integración que, en última instancia, se acerca muchísimo a una federación. 

El ejemplo más fácil de visualizar y mencionado en capítulos anteriores es 

de la Unión Europea, dónde se estandarizaron los grados y títulos de los países 

a través del Proceso de Boloña, de forma a garantizar una mayor facilidad de 

tránsito físico y legal de los ciudadanos europeos. Como también se ha 

expresado líneas arriba, tenemos casos regionales, como es el Mercosur y 

procesos específicos incluso dentro de la integración, siendo el caso del ARCU-

SUL. 

 
 

Ahora bien, si existe el objetivo de la integración y los tratados y convenios 

internacionales que plasman el núcleo central de estas relaciones 

internacionales, sumándose a esto los derechos humanos, internalizados 
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como derechos fundamentales que protege a los ciudadanos independiente 

de nacionalidad, el problema entonces residiría específicamente en como 

trasladar estos compromisos y principios internacionales en aplicación interna 

de cada país. Si comprendemos como Benhabib que la expresión de la 

integración se debe plasmar en un modelo que se acerca al federalismo, 

entonces debemos optar por un sistema que viabilice la validación de los grados 

y títulos que permita a los que poseen estos grados y títulos a insertarse o 

reinsertarse adecuadamente en la sociedad, sea continuando estudios o sea 

haciendo valer sus grados y títulos para seguir estudios. 

 
 

Esta visión es la más adecuada en la actualidad, que se relaciona íntimamente 

con la protección de la dignidad de la persona humana y los derechos 

fundamentales que se desglosan de la dignidad de la persona humana, entre 

ellos el derecho a la educación. Sin embargo, en específico el caso peruano, se 

viene dando preferencia a cuestiones burocráticas no esenciales por encima de 

la dignidad de la persona humana. De esta manera y, como veremos más 

adelante, el Perú no viene cumpliendo con el espíritu de la propia ley peruana 

y su constitución al beneficiar la burocracia e interpretaciones limitadas para el 

procedimiento de reconocimiento de grados y títulos a tal nivel que la 

nomenclatura muchas veces tiene más valor que objetivamente tendrá el 

grado o título extranjero y los derechos que devienen de la posesión de ellos. 

Además, y, como se ha presentado anteriormente, el Perú adopta una visión 

aislacionista y contraria a la integración siempre que impone estos límites 

meramente burocráticos y, muchas veces, de nomenclatura para inviabilizar 

la validación de los grados y títulos. 

Requejo fuente: ENOMÍA. Revista en Cultura de la Legalidad. 
Número 8. marzo, 2015 –– agosto, 2015 

 

Comunidade e seus outros Comunidad y sus otros. 
Gabriel Gualano de Godoy. https://www.tc.gob.pe/wp- 
content/uploads/2019/07/PDF-REVISTA-11.pdf 

http://www.tc.gob.pe/wp-
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1.13. Gestión de Criterios Normativos para la Validación de Grados y 
Títulos Extranjeros 

 
 

1.13.1. Criterios adoptados en la interpretación del Acuerdo de 
Intercambio Cultural Perú – Brasil 

 
 

Como se ha desarrollado en el capítulo sobre el Acuerdo de Intercambio Cultural 

Perú-Brasil, el documento legal internacional en cuestión hace mención a las 

profesiones liberales. En un momento anterior cuando la antigua Asamblea 

Nacional de Rectores todavía existía, este acuerdo era utilizado para el 

reconocimiento y revalidación de grados y títulos indistintamente de brasileños 

y peruanos en el Perú. Tal comprensión puede ser visualizada en la Resolución 

Nº 1035-2010-ANR de la Asamblea Nacional de Rectores, en su parte 

resolutiva en el que no se hace referencia a nacionalidades: 
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Con el fin de la Asamblea Nacional de Rectores e inicio de las funciones de 

la SUNEDU, hubo un cambio de interpretación de este artículo en específico. 

Respecto al cambio de criterio, se puede visualizar en la orientación que 

aparece en la página de SUNEDU donde indica que los reconocimientos de 

grados y títulos brasileños solo serán realizados a ciudadanos peruanos. De 

igual forma, en el correo de día 30 de enero del 2019, el Analista Legal de la 

SUNEDU, Gianfranco Cavagnari Bruce expresa que: 

 
 

“El art. V del convenio indica lo siguiente: “Los diplomas y los títulos para el  
ejercicio de profesiones liberales y técnicas, expedidos por instituciones de 
enseñanza superior de una de las Partes Contratantes a naturales de la otra, 
tendrán pleno valor en el país de origen del interesado, satisfechas las 
formalidades legales de cada Parte Contratante”. De acuerdo a la redacción del 
convenio, este se centra en el supuesto de un brasileño que estudia en Perú y 
regresa a su país de origen (Brasil) o un peruano que estudia en Brasil y regresa 
a su país de origen (Perú). Por este motivo no es posible reconocer a ciudadanos 
brasileños que posean un título de Brasil. Asimismo, dentro de las formalidades 
legales de cada Parte Contratante, se encuentra el Decreto Ley 17662.” 

 
 

Vale mencionar que estas son respuestas por correo electrónico, en la que se 
adjunta la Carta Nº 9-2016-SUNEDU-15-15.02 (anexo 4), debido a que no se ha 
encontrado resolución de SUNEDU sobre el tema en específico. Aun en este 
mismo sentido, SUNEDU no ha realizado precisiones respecto a los 
profesionales liberales, solo observando el caso de la ciudadanía. 

 
De esto se desprende la respuesta dada por la autoridad en la Carta Nº 9- 2016-
SUNEDU-15-15.02 (anexo 4), tal y como se aprecia a continuación: 
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Por lo tanto, a diferencia de lo que ha realizado la Asamblea Nacional de 

Rectores, SUNEDU realizó un cambio de criterios sin establecerlo en un 

documento con valor legal. Además, habría interpretado el texto a favor de 

los ciudadanos peruanos, en detrimento de los brasileños, por no encontrar 

sustento en la definición de profesiones liberales. Esto todo demuestra un 

descompaso entre lo que el acuerdo originalmente pretendía, además de ir 

en contra al principio de reciprocidad e igualdad ante la ley, por dar un 

tratamiento distinto a ciudadanos de nacionalidad brasileña y limita 

injustificadamente el derecho a la educación. 

 
 

1.13.2. Validación de grados y títulos extranjeros en el caso de carreras 
cuya denominación no existe en el Perú 

 
 

Sobre la validación de grados y títulos extranjeros de carreras cuya 

denominación no existe en el Perú, es necesario recordar algunos puntos ya 

señalados. Primero, el Reglamento de Grados y Títulos del Perú, aprobado 

mediante Resolución del Consejo Directivo Nº 009-2015-SUNEDU/CD, 

establece que las validaciones serán de tres tipos: Revalidación, 
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Reconocimiento y Reconocimiento para el Ejercicio de la Docencia Universitaria 

e Investigación (este último en el caso de países que no tienen acuerdo de 

reciprocidad). Bajo estos tres modelos se puede analizar entonces que: 

 
 

1- En el caso de Revalidaciones, de acuerdo a los artículos 28 y 29 del 

Reglamento bajo análisis, los criterios y evaluación estará a cargo de las 

universidades autorizadas a revalidar. Sobre este particular, se debe precisar 

que las universidades van a establecer criterios que, en general, se centrarán 

en la equivalencia de la carrera. Ahora bien, si las carreras no existan en el 

Perú, esta equivalencia no existirá y si la denominación es distinta de la que 

el Perú utiliza, la evaluación va a variar de universidad y, en este caso, 

SUNEDU no brinda directrices o reglas correspondientes para la comprensión 

de estas denominaciones. Se destaca aquí la solución sustentada en esta tesis 

de que SUNEDU establezca un glosario de términos que también debe ser 

seguido por las universidades. 

 
 

2- Sobre el reconocimiento, como se mencionó en el capítulo 

correspondiente, dependerá de la existencia de Convenio de Reciprocidad entre 

el Perú y el país originario del grado y título extranjero. Por ello, al no existir 

Convenio de Reciprocidad, el ciudadano nacional o extranjero que trate de 

reconocer su grado o título se verá frustrado debido a la limitación impuesta por 

el Reglamento de Grados y Títulos. En caso contrario, es decir, que haya un 

Convenio de Reciprocidad, el ciudadano nacional o de otro país que inicie su 

trámite de reconocimiento podrá obtener su grado o título, pero no tendrá la 

seguridad jurídica de que la validez sea considerada en equivalencia a un grado 

o título del Perú debido a que el reconocimiento “mantiene la denominación 

indicada en el diploma original” (artículo 31 del Reglamento), lo que indica que 

no se establecerá los alcances legales de este documento reconocido. 
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3- Sobre el Reconocimiento para el Ejercicio de la Docencia Universitaria 

e Investigación, solo podrá ser utilizado cuando no exista un Convenio de 

Reciprocidad y alcanzará los efectos limitados, no cumpliendo con lo 

establecido en la Constitución en cuanto al desarrollo de la persona humana. 

 
 

Ahora bien, aquí también hay que precisar un caso particular en relación a Brasil 

porque el ciudadano brasileño no podrá reconocer ni para el ejercicio de la 

docencia universitaria e investigación porque existe Convenio de Reciprocidad 

(lo que elimina el reconocimiento para docencia e investigación), pero tampoco 

podrá reconocer normalmente debido a que Convenio de Reciprocidad fue 

reinterpretado por SUNEDU, excluyendo la posibilidad de este procedimiento 

para ciudadanos brasileños. El ciudadano de nacionalidad brasileña solo 

podrá reconocer su grado y título si el optar por naturalizarse peruano. De 

esta forma, se percibe que, en este extremo, SUNEDU está inviabilizando en 

muchos casos el derecho a la educación del ciudadano que brasileño que no 

podrá reconocer su grado y título, no cumpliendo con los requisitos 

constitucionales impuestos. 

 
 
 
 

1.14. Análisis de Casos 
 
 

Cada país desarrolla una estructura de enseñanza basada en su historia, 

necesidades y valores. En este trabajo ya se desarrolló específicamente el caso 

de dos países: Perú y Brasil que tienen características parecidas en cuanto a 

bases, con algunos puntos omisos en relación a los alcances del derecho a la 

educación. Aun así, existen diversos puntos divergentes cuando se verifica la 

estructura educativa, bien como los grados y títulos que cada país confiere. Para 

este punto, vamos a analizar algunos otros países que tienen nomenclatura 

distinta que, por veces, ha generado problemas en el reconocimiento de grados 

y títulos. 
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1.15.1. Sobre la equivalencia del Juris Doctor de Estado Unidos con el 
grado académico de Doctor 

 
 

Así, el primer país que se va a evaluar es E.E.U.U., pero su ejemplo puede 

ser utilizado para otros países angloparlantes. En este país existen términos que 

pueden suscitar comprensiones equivocadas respecto a sus alcances y efectos. 

En relación a esto, se puede citar el término “juris doctor” que, a veces, se 

entiende en países de habla española como si fuera doctorado. Tal 

comprensión es inexacta, siendo que dicho término es más próximo al título de 

abogado, como habilitante para el ejercicio profesional. De forma a explicar 

mejor, se debe verificar la definición de la Universidad de Harvard sobre el tema: 

 
 

“El J.D. (Juris Doctor) es un programa de tres años que primero 
brinda a los estudiantes los fundamentos intelectuales para el 
estudio legal, y luego les da la oportunidad de enfocar sus 
estudios en áreas de particular interés a través de clases 
avanzadas, clínicas y proyectos de escritura.” 
(https://hls.harvard.edu/dept/academics/degree- 
programs/) 

 
 
 
 

Aún sobre el grado de juris doctor, de forma a dejar en claro su tratamiento 

jurídico-educativo, se menciona lo que dispone en el sitio web del American Bar 

Association (ABA en su sigla en inglés, de ahora en adelante) dónde dispone 

como requisito de colegiatura tener un grado de “Juris Doctor”: 

 
 

“El Consejo ha acreditado y aprobado 203 instituciones y 
programas que otorgan el primer título en derecho (el título de J.D.)” 
(https://www.americanbar.org/groups/legal_education/resources 

/aba_approved_law_schools/) 

http://www.americanbar.org/groups/legal_education/resources
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Para finalizar la comprensión de los alcances de estos estudios realizados 

en el país norteamericano, el ABA determina cuáles son las nomenclaturas 

utilizadas para el doctorado, a saber: J.S.D. Doctor of Jurisprudence, S.J.D. 

Doctor of Judicial Science y D.C.L. Doctor of ComparativeLaw. 

(https://www.americanbar.org/groups/legal_education/resources/llm- 

degrees_post_j_d_non_j_d/) 

 
 
 

Así siendo, no resta duda respecto a cuáles son las nomenclaturas que son 

aceptadas en E.E.U.U. y equivalentes en el Perú a un doctorado. Por ello, no se 

debería confundir el término juris doctor para otorgar un reconocimiento como 

doctorado, debido a que este reconocimiento carecería de equivalencia 

jurídico educativo. 

 
 

1.15.2. Sobre los estudios de maîtrise en relación a los grados 
académicos del Perú 

 
 

A continuación, se debe mencionar una nomenclatura especial que ya ha 

generado reconocimientos equivocados en el Perú. Si bien es cierto la 

nomenclatura ya no es utilizada, todavía existen personas con este diploma no 

solo en el Perú. Antes del Convenio de Boloña, en Francia, había un grado 

llamado “maîtrise” que muchos confunden con maestría. Tal conclusión no 

puede ser más limitada, pese la similitud de la escritura con el término en 

español. 

Sobre el particular, corresponde mencionar que en el “Acuerdo entre el 

Gobierno de la República del Perú y el Gobierno de la República Francesa sobre 

reconocimiento mutuo de diplomas, grados, títulos y periodos de estudios 

superiores para la continuación de estudios superiores en el país socio” en el 

diario “El Peruano” indica que no correspondería maîtrise a la maestría: 

“En el sistema educativo francés derivado del proceso de Bologne, 
el diploma nacional de maîtrise correspondía a un año de estudios 

http://www.americanbar.org/groups/legal_education/resources/llm-
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posterior a la licence o sea a cuatro años de estudios superiores 
posteriores al baccalauréat. 
De conformidad con el punto de vista del responsable de las 
instituciones educativas, los estudiantes con maîtrise o algún 
diploma del mismo nivel podían acceder a un Diplômed’Etudes 
Approfondies –DEA– o un Diplômed’Etudes Supérieures 
Spécialisées –DESS que avalaban un año de estudios superiores 
después de la maîtrise, o sea cinco años de  estudios posteriores al
 baccalauréat.” 
(https://busquedas.elperuano.pe/normaslegales/acuerdo-entre- 
el-gobierno-de-la-republica-del-peru-y-el-gobi-convenio- 
acuerdo-entre-el-gobierno-de-la-republica-del-peru-1412559- 
1/) 

 
 

Pese a esto, se puede observar reconocimientos de grados de “maîtrise”, 

incluso con la grafía equivocada. Si en el caso el “maîtrise” no se trata 

propiamente de un título equivalente a una maestría, sino el acceso al estudio 

de este nivel educativo, no sería coherente reconocer este diploma como un 

grado académico de maestría. 

Dicho lo anterior, cabe indicar que el artículo 4.8 del Reglamento del Registro 

Nacional de Grados y Títulos, aprobado mediante Resolución del Consejo 

Directivo Nº 009-2015-SUNEDU/CD, publicado en el Diario Oficial El Peruano 

el 24 de diciembre de 2015, indica expresamente que se registran los grados 

y títulos extranjeros reconocidos en el país. 

 
 
 

https://www.sunedu.gob.pe/reglamentodelregistronacionaldegradosytitulos/ 
 

Abajo se puede verificar que, a pesar de lo mencionado, que el diploma de 

maîtrise no corresponde a una maestría, es decir, a un grado académico 

equivalente en el Perú, SUNEDU si ha reconocido este diploma tal y como se 

puede verificar en el registro de grados y títulos de público acceso: 

http://www.sunedu.gob.pe/reglamentodelregistronacionaldegradosytitulos/
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Por ello, se debe cuestionar si un diploma que da acceso al postgrado en 

Francia podría ser equivalente a algo en el Perú como grado académico. En el 

Perú los grados y títulos son de bachiller, licenciatura, título profesional, 

maestría y doctorado. Existe también el título de segunda especialidad que 

es posterior al título profesional, pero este posee créditos y es un título por sí 

solo, no sirviendo de acceso a otros estudios. Por ello, el “maîtrise” solo debería 

equivaler a un diplomado en el Perú, pero estos diplomas no son registrados en 

SUNEDU debido a que no confieren un grado o título. 

 
 
 
 
 
 
 

1.15.3. Sobre los alcances del título de "bacharel em Direito" en Brasil en 
relación al grado académico de Bachiller y el Título Profesional de 
Abogado 

 
 

En relación al caso brasileño, las universidades confieren dos tipos de 

grados/títulos: bachiller y licenciatura. Sin embargo, las denominaciones, a 

pesar de lingüísticamente equivalentes, no lo son a nivel de efectos legales. 

Para los fines correspondientes, los Títulos Universitarios emitidos por las 

universidades brasileñas con el “Título de Bacharel” corresponden, en el Perú, 

al “Título Profesional de Abogado”. 

 
 

A mayor abundamiento, también se hace constar que la Portaria Normativa Nº 

40, de 12 de Dezembro de 2007 “Institui o e-MEC, sistema eletrônico de fluxo 

de trabalho e gerenciamento de informações relativas aos processos 
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de regulação, avaliação e supervisão da educação superior no sistema federal 

de educação, e o Cadastro e-MEC de Instituições e Cursos Superiores e 

consolida disposições sobre indicadores de qualidade, banco de avaliadores 

e o Exame Nacional de Desempenho de Estudantes (ENADE) e outras 

disposições” y su ANEXO “Quadro de conceitos de referência para as bases de 

dados do Ministério da Educação sobre educação superior” se encuentran 

vigentes; por tanto, son plenamente legales. Al respecto, se manifiesta 

expresamente que el numeral 4.1.1 del antes citado anexo, en el que se advierte 

la definición de “Bacharelado”, se encuentra vigente y señala lo siguiente: 

 
 

4.1.1. Bachiller - curso superior generalista, de formación científica o 

humanística, que confiere al diplomado competencias en determinado campo 

del saber para el ejercicio de actividad profesional, académica o cultural con 

grado de bachiller. 

 

 
Por lo expuesto, se puede apreciar que a pesar de la nomenclatura en Brasil ser 

la misma que la del Perú, el grado de Bachiller tiene alcances distintos del 

Bachiller peruano. Mientras en el Perú el bachiller hacer parte de la formación a 

nivel de pregrado que habilita a la continuidad de estudios de maestría, en Brasil 

el Bachiller es la conclusión de estudios específicos del pregrado habilitantes a 

la actividad científica y profesional. 

 
 

1.15.4. Sobre la equivalencia de los grados y títulos otorgada por 
SUNEDU 

 
 

Además, otro punto que merece ser observado y ya mencionado en la 

formulación del problema es que SUNEDU declara que no realiza la 

equivalencia de grados y títulos; sin embargo, se puede apreciar del propio 

registro lo contrario a lo manifestado. 
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Ahora bien, si la autoridad no realiza la equivalencia, el reconocimiento pasa 

a ser simplemente un documento burocrático, pero con poco valor legal, dejando 

a otros considerar una equivalencia o no del grado o título extranjero. Sin 

embargo, no siempre es así ya que SUNEDU ya realizó equivalencias, como se 

puede apreciar abajo en la captura de imagen de la página de búsqueda de 

grados y títulos de SUNEDU (búsqueda realizada el día 05/08/2020): 

 
 
 

 
 

 
Como se puede apreciar, en este caso si se ha realizado el reconocimiento con 

equivalencia. De acuerdo a la investigación realizada, los grados de doctor 

suelen ser llamados en EE.UU. como Doctor of Jurisprudence (J.S.D.), Doctor 

of ComparativeLaw(D.C.L.) yDoctor of JuridicalScience (S.J.D.) y, al margen 

de saber si la persona estudió o no un doctorado, es 
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evidente que se ha realizado una equivalencia ya que otros títulos se mantuvo 

el nombre en sus idiomas nativos y, si se optara por la traducción directa, sería 

Doctor en Jurisprudencia, Doctor en Derecho Comparado o Doctor en Ciencia 

Jurídica. Al indicar “Doctor en Derecho” se estaría realizando la equivalencia 

sin margen a dudas, lo que va de encuentro a lo que la propia SUNEDU afirma 

y realizó en otros casos, como el mencionado “maîtrise”. 

 
 

Por fin, es interesante observar que de las muchas tesis verificadas de 

ciudadanos peruanos que han estudiado en el extranjero no hubo excepción 

en el enfoque geográfico de sus investigaciones: siempre eran temas sobre 

la realidad peruana o, máximo de diferencia, en relación a Latinoamérica. No se 

observó investigación referente al país específico donde estudian, lo que podría 

indicar que el objetivo de los peruanos que estudian en el extranjero es 

regresar a su país. Tal observación no se puede percibir referente a los 

extranjeros que hayan estudiado en sus países que tienen una cantidad de 

temas más variados en el sentido geográfico. 

1.16. Modelo Recomendado 
 
 

Después de analizar los distintos modelos, se puede percibir que la mejor opción 

es la del modelo europeo por estandarizar los grados y títulos y así solucionando 

los problemas mencionados. Sin embargo, este modelo significaría un esfuerzo 

significativo no solo del Perú, sino de los otros países en las integraciones 

que el Perú hace parte. Por ello y más adecuado a la realidad peruana, se 

podría tomar dos actitudes hacía un modelo ideal: 

1 – Adherir al modelo de acreditación ARCU-SUL que además de garantizar 

la calidad de las universidades a nivel internacional y, además, permite el 

reconocimiento tanto de títulos peruanos en los países integrantes del Mercosur 

como de títulos de países integrantes del Mercosur en sean reconocidos en el 

Perú; 
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2 – Adoptar el modelo brasileño que permite un análisis con más criterios 

que permiten analizar la institución, el programa y el profesorado original del 

grado y título extranjero. 

 

CAPITULO 2: TESIS 
 
 

2.1. Análisis, interpretación de la información 
 
 

De lo expuesto en el capítulo anterior, se puede apreciar que los criterios 

regulatorios en el marco del reconocimiento y revalidación de grados y títulos 

en el Perú no estarían alineados con la dignidad de la persona humana debido 

a las limitaciones al pleno ejercicio del derecho a la educación. Esta conclusión 

arriba debido a que los procedimientos de reconocimiento y revalidación de los 

grados y títulos solo contemplan requisitos formales. Por ello, no se garantiza 

una evaluación con criterios que permita abarcar distintos grados y títulos de 

otros países con sistema y nomenclaturas distintas al del Perú, lo que acaba 

generando desequilibrio en el otorgamiento o no de la validación. 

 
 

En esta línea, afecta de manera negativa el derecho constitucional a la 

educación el mencionado procedimiento en el sentido de limitar la posibilidad 

de validación de grados y títulos de personas que hayan estudiado en sistemas 

educativos distintos al que la formalidad procedimental contempla. Si se ha 

determinado que el derecho a la educación se fundamenta en la dignidad de la 

persona humana y esta no está protegida a nivel de formalidad del 

procedimiento de reconocimiento y revalidación de grados y títulos, más aún se 

puede afirmar del derecho a la educación que será limitado por una cuestión 

burocrática. El Estado debe garantizar y proteger el ejercicio de los derechos 

fundamentales y, a nivel constitucional, se percibe esta preocupación que 

merece mayor desarrollo a nivel infra constitucional. 



119 
 

 
A mayor abundamiento, se puede percibir el derecho a la educación como 

un derecho de la personalidad debido a la característica de su pleno ejercicio, 

o la falta de ello, tiene impacto en la estructura psicosocial de la persona. El 

referido desarrollo psicosocial es la base del derecho constitucional a la 

educación en su aspecto nuclear dónde se perfecciona con la caracterización 

de derecho humano y fundamental. De esta forma, se puede percibir que el 

derecho a la educación está en el centro del ser humano, su ejercicio permite 

una verdadera dignidad del ser humano y, por lo tanto, es un derecho humano 

y fundamental. 

 
 

Respecto al derecho a la educación en el Perú, la constitución lo protege 

vinculándolo con el principio basilar de la dignidad de la persona humana. Sobre 

este particular, el Tribunal Constitucional del Perú declara que el derecho a la 

educación está relacionado al proyecto de vida de la persona. El Tribunal 

Constitucional también menciona que, a pesar de estar vinculado al desarrollo 

de la persona, su completo desarrollo también implica en aspectos colectivos 

y, por ello, cualquier limitación a este derecho debe estar sustentada en criterios 

materiales. 

 
 

En relación a Brasil, el derecho constitucional a la educación tiene una 

característica transversal. Esta característica implica que todo el aparato público 

estatal debe buscar garantizar este derecho y perfeccionarlo. La normativa de 

este país establece también que la educación es responsabilidad del Estado 

en un sistema que debe garantizar el acceso a la educación, igualdad de 

condiciones, pluralismo de ideas y garantía del patrón de calidad. Se reconoce 

en la Constitución Brasileña la educación como un importante componente en 

la concretización de una justicia social y el bienestar de la sociedad. 

 
 

Ahora bien, la Corte Constitucional Colombiana realizó un análisis sobre la 

educación y dejó en claro que los alcances del derecho constitucional a la 
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educación no están limitados a la educación básica o fundamental, sino que 

se extienden a la educación superior. En el referido documento la corte 

colombiana menciona, así como hace la constitución peruana, que el derecho 

a la educación está íntimamente relacionado con el proyecto de vida de cada 

individuo en la sociedad. Para su correcta protección, el Estado debe fomentar 

el ingreso de individuos, de manera progresiva, a la enseñanza superior, así 

como no debe imponer barreras burocráticas injustificadas a su pleno ejercicio, 

principalmente a grupos vulnerables. 

 

 
Específicamente sobre el proceso de validación de grados y títulos en el Perú, 

se percibe que está centrado en criterios formales que no permiten el desarrollo 

completo del ser humano. La normativa peruana no prevé a nivel infra 

constitucional una forma clara de garantizar el desarrollo pleno del derecho 

constitucional a la educación en el procedimiento de validación de grados y 

títulos. Esto ocurre porque los requisitos de dicho procedimiento, además de 

formales, no permiten una evaluación con criterio de casos particulares que son 

distintos a la realidad educativa peruana. 

 
 

Por otro lado, la normativa brasileña busca un mayor desarrollo de la dignidad 

de la persona humana y el derecho constitucional a la educación. Esto ocurre 

debido a que la normativa vigente establece criterios que van desde el análisis 

del programa de pregrado y postgrado, con todas las especificidades, hasta la 

evaluación de la infraestructura de la casa de estudios y el profesorado. De esta 

forma, se puede realizar una evaluación que busca proteger y garantizar el 

derecho a la educación. 

 
 

En esta línea, el Acuerdo de Intercambio Cultural Perú – Brasil es un importante 

marco legal a ser analizado. Este documento sirvió en el pasado como forma 

de reconocimiento de grados y títulos brasileños en el Perú. Con el fin de la 

antigua Asamblea Nacional de Rectores y el surgimiento de SUNEDU, este 

acuerdo fue reinterpretado de manera a considerar el artículo 
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V como regla general, considerando que el artículo en cuestión está limitado 

textualmente a profesionales liberales. Al considerar el artículo como regla a 

todas las profesiones y desconsiderando el objetivo original de este documento 

legal, el ente público peruano generó un escenario de desigualdad de 

tratamiento entre ciudadanos peruanos y brasileños y, además, así como de 

falta de reciprocidad entre los dos Estados. 

 
 

Ahora bien, los derechos humanos tienen características importantes que, si 

bien es cierto, son más garantizados cuando positivados en derechos 

fundamentales constitucionales, esto no significa que la falta de previsión 

completa o parcial de alguno de sus aspectos en la normativa interna inviabilice 

su ejercicio y protección. Considerando que los países están cada vez más 

integrados y que los derechos humanos son reconocidos y protegidos a nivel 

de integración entre los países. Las integraciones permiten mayor intercambio 

entre los países y vínculos que visen el desarrollo de los derechos humanos 

y fundamentales entre ellos. Además, la integración viabiliza mejores 

condiciones de interpretaciones entre los sistemas educativos de estos 

sistemas integrados y compartimiento de experiencias legislativas en este 

tema. Así, la experiencia colombiana, parte de integraciones con el Perú, como 

en la Comunidad Andina, en este aspecto que perfecciona un derecho 

humano a nivel internacional debe servir de inspiración para un cambio 

normativo peruano que viabilice una mejor forma de garantizar el derecho 

constitucional a la educación. Asimismo, el Perú es Estado Asociado del 

Mercosur, así como Colombia, lo que permite un mayor espectro de 

integración que se suma con la Alianza del Pacífico y otras integraciones que 

el país hace parte. 

 

 
Bajo este aspecto, existen distintas experiencias internacionales de integración 

que se han desarrollado de forma a profundizar, garantizar y perfeccionar el 

derecho a la educación. Se puede citar en este aspecto el Mercosur que tiene 

un sistema de validación reciproco de grados y títulos bastante desarrollado 

que se suma el ARCO-SUL, un sistema de 
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acreditación universitaria que garantiza la validación de los grados y títulos de 

las universidades que hayan logrado acreditarse por este sistema. Respecto a 

integración a la educación no se podría dejar de mencionar la Unión Europea 

que se ha integrado en muchos niveles y con el Proceso de Boloña estandarizó 

los grados y títulos europeos, lo que permitió un reconocimiento automático de 

los estudios en la Unión Europea. 

 
 

En este sentido, es interesante mencionar la experiencia que tiene Brasil y 

Portugal en su Tratado de Amistad, Cooperación y Consulta entre la República 

Portuguesa y la República Federativa de Brasil que ha logrado un acercamiento 

de estos dos países. El acercamiento de los países se da en especial en el tema 

educativo en el sentido de que el acceso a la educación superior y la validación 

de los grados y títulos se suman y se acomodan a los procedimientos internos 

de cada país. Más que todo, este tratado garantiza la igualdad de tratamiento 

entre los nacionales de los dos países y perfecciona la evaluación de del 

reconocimiento de grados y títulos que es impulsado por los vínculos 

tradicionales y novedosos que tienen las universidades brasileñas y 

portuguesas. 

 
 

Ahora bien, en el Perú la gestión de criterios para el procedimiento de 

reconocimiento y revalidación de grados y títulos se da basado en documentos 

exigidos en el momento de ingresar la solicitud. La normativa no prohíbe que se 

exijan nuevos documentos de forma a aclarar dudas respecto a los alcances 

de los grados y títulos, pero la evaluación se basa únicamente en un rol de 

documentos predeterminados. Sobre este tema se puede mencionar el caso 

específico de carreras que no existen en el Perú en que la validación de los 

grados y títulos es inviabilizada, solo permitiendo el reconocimiento para la 

docencia o la investigación. Si bien es cierto pudiera parecer que la normativa 

prevé entonces una solución parcial, si se analiza la normativa educativa 

superior peruana en su conjunto, en especial la Ley Universitaria, que exige 

que la docencia sea ejercida solamente por detenedores de grado de maestría, 

como mínimo; si aquel individuo que 
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reconoce su grado o título para docencia y no está en posesión de un grado de 

magister, este no podrá ejercer la docencia superior. 

 
 

Al analizar los casos en específico, se pudo percibir algunas falencias en la 

gestión de criterios que realiza SUNEDU en el procedimiento de reconocimiento 

que es consistente con lo mencionado anteriormente: la evaluación es basada 

en criterios formales. Se pudo comprender que la falta de criterios que permitan 

una evaluación material de los grados y títulos hace que la autoridad incurra 

en errores, como reconocer grados de juris doctor como doctorado y el maîtrise 

que no se ha definido los alcances por parte de SUNEDU, pese que exista una 

orientación nacional en el sentido del alcance de este diploma, el maîtrise. 

 
 

Aun en esta línea, también hay una imprecisión con lo que menciona la autoridad 

nacional peruana, SUNEDU, respecto a cómo realiza sus reconocimientos: se 

menciona que no realiza una equivalencia entre los grados y títulos extranjeros 

que reconoce, lo que es uno de los problemas mencionados, pero hay casos en 

que si realiza la equivalencia como el explicitado en el desarrollo del capítulo 

referente al reconocimiento como doctorado un grado o título estadounidense. 

Entre los casos analizados también existe el específico de Brasil en que el grau 

de bacharel muchas veces es interpretado en las revalidaciones, por la 

cercanía morfológica, como bachiller siendo que la equivalencia es con el título 

profesional, la licenciatura. 

 
 

De lo expuesto, se pueden llegar a determinadas conclusiones que demuestran 

la hipótesis. En primer lugar, se ha demostrado la vinculación que hay entre 

la Ley Universitaria y el procedimiento de revalidación y reconocimiento de 

títulos, cómo un procedimiento administrativo, está bajo la Ley de Procedimiento 

Administrativo General, Nº 27444. 



124 
 

 
 
 

Bajo este criterio, en las entrevistas se destacará que la ligación que existe entre 

la Ley Universitaria y dichos procedimientos está en el sentido de que se 

refieren que las instituciones educativas son entes fundamentales para el 

desarrollo nacional, cultura e investigación. Por esta razón, las instituciones 

educativas deberían instituir mecanismos regulatorios sencillos de forma que no 

perjudiquen al derecho constitucional a la educación. Por otro lado, la SUNEDU 

también corresponde instituir procedimientos administrativos de reconocimiento 

de títulos de forma que pueda permitir que tanto nacionales cuanto a los 

extranjeros de accedieren a su derecho de tener sus títulos reconocidos o 

revalidados de forma objetiva y justa. 

 
 
 

En este sentido, se percibe que hay una afectación al derecho constitucional 

a la educación. En las entrevistas se podrá apreciar que por la parte de la 

SUNEDU no se está cumpliendo en su totalidad la protección del derecho 

constitucionalmente protegido. Ahora bien, la SUNEDU tiene la atribución de 

“establecer los criterios técnicos para la convalidación y/o revalidación de 

estudios, grados y títulos obtenidos en otros países”, pero no tiene de manera 

expresa la atribución de realizar el procedimiento. Esto es claro para la 

revalidación de títulos en que dicha Superintendencia tiene la función de 

establecer los criterios, pero no el de realizarla porque, en este caso, 

corresponde a las universidades que reciben el encargo de realizar el referido 

procedimiento. 

 
 
 

En este contexto, al momento que cada entrevistado fue cuestionado sobre los 

criterios que establece la SUNEDU para estos procedimientos y si había alguno 

de ellos de carácter técnico que asegurara la calidad de los grados y títulos 

objeto de la revalidación o reconocimiento la respuesta fue unánime: no hay 

cualquier criterio técnico que tenga esta función. Ahora bien, uno de los 

parámetros que podría justificar la limitación del derecho constitucional a la 

educación es la seguridad de calidad de los grados y títulos extranjeros e incluso 

en este caso, no hay cualquier criterio con esta característica. La 
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exigencia de calidad es uno de los requisitos para mantener estabilidad jurídica 

en nombre del interés público, sin embargo, los criterios establecidos por la 

SUNEDU visan otros objetivos que no pasan por la calidad educativa que es un 

eje que debería direccionar las acciones de la SUNEDU. 

 
 
 

Ahora bien, sobre el tema de lo que podría justificar la limitación al derecho 

constitucional a la educación se ha mencionado que el pago diferenciado para 

el procedimiento de reconocimiento es discriminatorio y no obedece a criterios 

razonables que justificara. También se menciona que la presentación de la 

tesis ante SUNEDU también no se justifica ya que la tesis ya es exigida en el 

país del original por ser un requisito para el otorgamiento del grado o título. En 

este contexto, la hipótesis se desglosa en la primera hipótesis que era “La 

aplicación de criterios formalistas afecta desproporcional y desigual al derecho 

constitucional a la educación en el reconocimiento y revalidación de grados y 

títulos por cuanto:” Respecto a los criterios formalistas que no obedecen a los 

principios de la razonabilidad, proporcionalidad e igualdad material ante la ley, 

sino formalidades establecidas de manera unilateralmente sin una justificación 

adecuada. En este sentido, Landa (2017) menciona que los contenidos y el 

servicio educativo deben sujetarse al cumplimiento de condiciones que 

aseguran la calidad, entre los cuales menciona infraestructura, ambientes 

preparados, docentes capacitados y otros. 

 
 
 

Luego se pasa a la primera hipótesis especifica que era “Respecto del 

reconocimiento, los requerimientos no generan certidumbre sobre la 

acreditación y/o prestigio de la Universidad que expide el diploma que se 

pretende reconocer en el Perú.” Sobre este aspecto y según las respuestas 

dadas por los entrevistados, los criterios formales no obedecen a criterios que 

garanticen la acreditación y/o prestigio ya que no se solicita cualquier prueba de 

calidad de la institución de origen del título o grado. 
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En relación a la segunda hipótesis específica, se menciona que “sobre la 

revalidación, a pesar de la Autonomía de las Universidades para realizar la 

evaluación respecto de la similitud de currículas, al igual que el reconocimiento, 

tampoco se han establecido criterios que generen certeza de que el diploma 

que se pretende revalidar proviene de Universidades de prestigio y/o 

acreditadas en el país de origen.” Bajo este aspecto e, igual que en la respuesta 

anterior, la autonomía de la universidad para realizar la evaluación tampoco 

ofrece lineamientos que podrían garantizar el prestigio o acreditación de la 

universidad de origen del grado o título. 

 
 

Luego se comprende entre las hipótesis de que “No se ha previsto el tratamiento 

para el caso de las carreras que no existen en el Perú ni para el reconocimiento 

ni para las revalidaciones.” Efectivamente se pudo comprender que la 

SUNEDU no se habría preocupado en regular las carreras que no existen en 

el Perú. De esta manera, se afecta injustificadamente el derecho constitucional 

a la educación simplemente por el criterio de origen del título o grado, siendo 

así discriminatorio. 

 
 

Cómo última hipótesis específica, se ha propuesto que “Para las revalidaciones 

no se ha establecido un criterio mínimo respecto de la similitud de currículas, 

si fuera materia de evaluación, que asegure un trato justo para los solicitantes. 

En este contexto y, al igual que en las respuestas anteriores, no se ha pensado 

en criterios que busque ni la calidad educativa y tampoco el trato justo ya que, 

como mencionado anteriormente, se ha buscado solamente criterios positivados 

que no respetan la igualdad material entre los solicitantes. 

 
 
 

Sobre lo antes expuesto, la SUNEDU solo se ha preocupado por la formalidad, 

en base al positivismo legal que es un retroceso al derecho actual. Hay que 

precisar que, por ser un derecho constitucional fundamental, por la 

característica fundamental no debe ser limitado. Según Konrad Hesse 
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(1998): 

 
 

“La limitación de derechos fundamentales debe, por consiguiente, ser adecuada 

para producir la protección del bien jurídico, por cuyo motivo ella es efectuada. 

Ella debe ser necesaria para esto, lo que no es el caso, cuando un medio 

más ameno bastaría. Ella debe, finalmente, ser proporcional en sentido 

restricto, esto es, guardar relación adecuada con el peso y el significado del 

derecho fundamental.” 

 
 
 

De esta manera, no hay necesidad de la limitación y ella no significa una 

protección al derecho fundamental en cuestión, sino mera formalidad positiva 

y no la protección del bien jurídico. Para la demostración de la hipótesis tenemos 

que evaluar los alcances de las respuestas a las preguntas inicialmente 

realizadas. Esto se da esencialmente porque la hipótesis es una respuesta 

tratativa a los cuestionamientos realizados inicialmente. De esta forma, se 

necesitará hacer una evaluación criteriosa para verificar si las premisas 

iníciales se han confirmado o rechazado. Entonces, se evalúa primero si el 

número de peruanos y extranjeros en el Perú que tienen el grado o título 

obtenido en el extranjero han podido revalidar o reconocer su grado o título en 

el Perú. Corresponde precisar también que la evaluación lleva en consideración 

la nacionalidad original para que no existan datos equivocados en los casos 

de ciudadanos extranjeros que hayan naturalizado y así, también considerados 

peruanos hayan obtenido el reconocimiento o revalidación de su título 

extranjero. 

 
 

Ahora bien, se ha podido corroborar la posición de que los criterios meramente 

formales cercenan el derecho a la educación en el sentido de generar 

incertidumbre sobre la acreditación y/o prestigio de la Universidad que expide 

el diploma que se pretende reconocer en el Perú. Asimismo, estos criterios 

establecidos no generen certeza de que el diploma que se pretende revalidar 

proviene de Universidades de prestigio y/o acreditadas en el país de origen. De 

esta manera, también existe el caso de la ausencia de 
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previsión del tratamiento para el caso de las carreras que no existen en el Perú 

en el que el reconocimiento, restando como única opción el reconocimiento 

especifico para la docencia y solo en el caso de que no exista convenio de 

reciprocidad, pero no se establecen otros alcances. Esto limita el desarrollo 

humano basado en la educación superior universitaria, tampoco se ha 

establecido para las revalidaciones. Por fin, no ha sido establecido un criterio 

mínimo respecto de la similitud de currículas para el reconocimiento, si fuera 

materia de evaluación. 

 
 

Además, la SUNEDU a través de la Carta N° 10049-2021-SUNEDU-03-08- 04 

en respuesta a la R.T.D. N° 049753-2021-SUNEDU-TD ha brindado los datos 

de los grados y títulos reconocidos desde su formación. De esta base de datos 

se pudo verificar algunos puntos importantes: 

 
 
 
 
 
 

 

Elaboración propia con base en la información brindada por SUNEDU a través de Carta N° 

10049-2021-SUNEDU-03-08-04 y sus anexos 

 

Del universo de 40.363 reconocimientos, 2833 son de títulos expedidos por 

universidades brasileñas. De la misma base de datos, se ha verificado el 

número de reconocimientos por países: 
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Elaboración propia con base en la información brindada por SUNEDU a través de Carta N° 

10049-2021-SUNEDU-03-08-04 y sus anexos 

 

Indiscutiblemente, Venezuela es el país que más tiene reconocimientos, 

seguido de España. El número de Brasil es bastante cercano a los números 

de Estados Unidos y de Chile. Excluyendo Estados Unidos que tiene un tamaño 

tan grande como el de Brasil, Chile es un país menor, pero con el número de 

reconocimientos cercanos a de los números de títulos reconocidos de Brasil. 

Ahora bien, según los datos del Ministerio de Relaciones Extranjeras de Brasil, 

la comunidad brasileña en el Perú hasta el año 2020 es de 2.993. Este número 

es ligeramente más elevado que el numero de reconocimientos de títulos 

provenientes de Brasil. Al analizar los reconocimientos de títulos brasileños, se 

percibe que todos los que han reconocido sus títulos tienen DNI peruano, lo que 

significa que tienen la nacionalidad peruana. 

 
 

De los datos del Instituto Brasileño de Estadística y Geografía, IBGE de ahora 

en adelante, se ha recopilado los datos del primer trimestre de 2015 (año de 

inicio de actividades de SUNEDU) y el ultimo trimestre de 2017, incluso 

agregando el período de 2021, respecto al porcentaje de la población que haya 

concluido el pregrado: 
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Disponible en: https://sidra.ibge.gov.br/tabela/5919#resultado 
 
 
 

De esta manera, la proporción de brasileños con acceso la educación superior 

más alta es de 14,4%, de acuerdo con los datos del IBGE. Si llevamos en 

consideración el estudio de la OCDE para el año de 2019, el número de 

licenciados en Brasil sería un poco más elevado, siendo 21% de las personas 

entre 25 a 34 años con acceso a la educación superior. Esto quiere decir que, 

aunque considerásemos la proporción máxima de brasileños con acceso a la 

educación superior igual en la población brasileña 



131 
 

 
en el Perú, debería tener al menos 213 brasileños con grados y títulos en el 

Perú y si al menos 50% de estas personas tuvieran en grado o título reconocido, 

estaríamos en un universo de 106 ciudadanos brasileños. 

 
 

De esta manera, la no existencia de brasileños con grado o título de origen 

brasileño reconocido demuestra que existe una limitación o completo 

impedimento de personas que sean brasileñas con grados y títulos de 

pregrados o postgrados realizados en Brasil. Obviamente, existen los casos 

de brasileños que adquieren la nacionalidad peruana y por esto no se 

consideran en este análisis porque la nacionalidad peruana acaba por cambiar 

su situación en relación con la posibilidad de reconocimiento del grado o título. 

Es necesario precisar que, aunque la nacionalidad peruana sea adquirida 

posteriormente a la conclusión del pregrado o postgrado, la nacionalidad 

peruana es la característica definidora que permite el reconocimiento debido a 

la reinterpretación realizada por la SUNEDU del Acuerdo Cultural de Perú con 

Brasil. 

 
 

2.2. Análisis de las Entrevistas 
 
 

De forma a desarrollar los contenidos desenvueltos en el capítulo anterior, se 

ha realizado entrevistas a expertos que están completas en los anexos 5 y 6. 

En este subcapítulo se analizará las respuestas específicas de los expertos y 

su relación con los objetivos e hipótesis de la presente tesis y, además, de los 

contenidos desarrollados en este marco teórico. Para ello, cada respuesta será 

presentada separadamente y tendrá sus comentarios correspondientes. 

 
Pregunta: En su opinión ¿Cómo estaría vinculado el procedimiento de 

reconocimiento y revalidación de grados y títulos extranjeros con el objeto de 

la Ley Universitaria? 

 
Dr. Lescano: Primero, debo señalar que no encuentro una vinculación directa 
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ni clara. Sin embargo, si el texto de la norma señala que las instituciones 

universitarias son entes fundamentales del desarrollo nacional, investigación 

y cultura, entonces, entre otras medidas – y aquí vendría una posible vinculación 

– deben establecerse mecanismos regulatorios simples y accesibles para 

facilitar el reconocimiento y revalidación de los grados y títulos que permitan – 

finalmente – que las personas, nacionales o extranjeras, puedan obtener sus 

grados y títulos sin barreras burocráticas y, con ello, contribuir a la investigación 

y desarrollo del país. 

 
Dr. Sumar: Estudié un máster y un doctorado en UC Berkeley. He gastado USD 

400 aprox. en el reconocimiento de mi máster, lo cual considero ilegal. Además, 

me han pedido el cumplimiento de requisitos ilegales, como la traducción 

"simple" hecha por un traductor oficial. 

 
En el caso del doctorado, Sunedu ha aceptado reconocerlo sin contar con la 

Apostilla, en vista de que la información es pública en Internet. 

 
Sobre el aspecto del procedimiento de revalidación de grados y títulos, se 

percibe que ninguno de los entrevistados ha encontrado una vinculación clara 

con la Ley Universitaria. El entrevistado Luis Lescano ha mencionado una 

posible vinculación debido a que el texto menciona que las universidades son 

entes fundamentales del desarrollo nacional, la investigación y cultura. Sin 

embargo, esta vinculación es, todavía, teórica y no se puede apreciar una 

vinculación práctica, principalmente, en el tema de desarrollo de la dignidad de 

la persona humana a través de la educación superior. El entrevistado Oscar 

Sumar menciona que, además de no encontrar una vinculación, los requisitos 

establecidos para su caso fueron de carácter formal. Sumar menciona que 

incluso en el proceso de su grado reconocido como doctorado le han solicitado 

menos requisitos formales debido a que, según él menciona, que la información 

estaba publicada en internet. Todo ello sugiere que el procedimiento de 

revalidación y reconocimiento de grados y títulos es pasible de 

perfeccionamiento en el sentido de vincularse más con el sentido de desarrollo 

de la dignidad de la persona humana a través de  los conocimientos 

adquiridos en los centros 
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educativos universitarios que, de acuerdo con lo que la propia ley universitaria 

menciona, son centros fundamentales para el desarrollo de la sociedad, su 

cultura e investigación. 

 
Pregunta: En su opinión ¿Correspondería revisar si el reconocimiento de grados 

y títulos extranjeros que viene realizando la SUNEDU adolece de un vicio de 

validez del acto administrativo (falta de competencia) o es claro que la 

SUNEDU tendría esta competencia la cual conversa con el objeto de la Ley 

Universitaria que crea la SUNEDU? 

 
Dr. Lescano: En mi opinión, aun cuando no está expresamente señalado en 

la Ley Universitaria, el numeral 15.13 del art. 15 de la Ley Universitaria, que 

señala como una de las funciones de la SUNEDU “Establecerlos criterios 

técnicos para la convalidación y/o revalidación de estudios, grados y títulos 

obtenidos en otros países.”, en concordancia con el numeral h del art. 48 y 

numeral f del art. 51 del ROF de la SUNEDU, permitirían desarrollar argumentos 

legales para sostener que la convalidación y revalidación de grados y títulos son 

temas que caen bajo la competencia de la SUNEDU. No obstante ello, considero 

que sí correspondería revisar jurídicamente este tema pues no está 

expresamente señalado en la Ley Universitaria. Podría proponerse una 

modificación de dicha ley, incorporándose en el numeral 

15.13 un texto que indique específicamente que la convalidación y/o 

revalidación constituyen funciones de la SUNEDU. 

 
Dr. Sumar: No lo cumple, todo lo contrario. En el extranjero hay mejores 

universidades que las peruanas. Dificultar la entrada de profesionales que 

hayan estudiado en el extranjero, solo reduce la calidad. SUNEDU de alguna 

forma ha asumido competencias de la Asamblea Nacional de Rectores, pero 

eso no lo hace legalmente válido. Me parece válida la postura según la cual 

SUNEDU no tendría competencia para el reconocimiento de grados y títulos. 

 
En este sentido, los dos entrevistados están de acuerdo que SUNEDU haya 

asumido las funciones de la antigua Asamblea Nacional de Rectores. Mientras 

el entrevistado Luis Lescano está de acuerdo que tendría legalidad 
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para realizar el procedimiento de reconocimiento de grados y títulos, de acuerdo 

a la lectura combinada del numeral 15.13 del art. 15 de la Ley Universitaria en 

concordancia con el numeral h del art. 48 y numeral f del art. 51 del ROF de la 

SUNEDU, el entrevistado Oscar Sumar aduce que sería válida la postura de que 

SUNEDU no tendría competencia para asumir esta función. A pesar de ello, Luis 

Lescano menciona que sería importante realizar una modificación en la Ley 

Universitaria agregando el numeral 15.13, de forma a generar mayor seguridad 

jurídica en la función jurídica y funcional que la institución tendría en este 

aspecto. 

 
Pregunta: Al margen de los requisitos de carácter administrativo, en su opinión 

¿Puede apreciar algún requisito de carácter técnico que asegure la calidad de 

los grados y títulos que se revalidan en el País? (Comentarios Carolina Bori) 

 
Dr. Lescano: No aprecio ninguno. Añado que el requisito de adjuntar la tesis 

o trabajo de investigación constituye uno que ya se cumplió con acreditar en el 

país de origen. 

 
Dr. Sumar: No creo que exista ningún requisito que pueda asegurar la calidad. 

Lo mejor sería que cada persona o empleador evalúe a quienes contratar de 

acuerdo a sus propios criterios. 

 
Sobre este aspecto, los dos entrevistados han estado de acuerdo de que no hay 

requisito material en el procedimiento de reconocimiento y revalidación de 

grados y títulos. Lo que, como mencionado ya en esta tesis, indica no se estaría 

cumpliendo con los tratados/acuerdos internacionales que el Perú es signatario. 

Asimismo, al no haber criterios materiales que buscan validar el grado y título 

en el Perú, varios problemas surgen por interpretación formalista que no 

permite la apreciación adecuada de los grados y títulos en lo que, 

inadvertidamente, violaría la dignidad de la persona humana y, por consiguiente, 

el derecho a la educación. 

 
Pregunta: ¿Ha podido percibir la afectación al derecho de la educación en el 
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procedimiento de reconocimiento y/o revalidación de grados y títulos respecto 

de algún extremo? 

 
Dr. Lescano: El requisito de pago del derecho de trámite me parece 

discriminatorio. No encuentro razón para que los extranjeros deban abonar de 

S/. 645.00 y los migrantes retornados paguen sólo el monto a pagar es de S/. 

322.50. De acuerdo con la normatividad nacional los montos que se abonen en 

los procedimientos que se siguen ante la Administración Pública deben 

obedecer a criterios técnicos y razonables que justifiquen el monto de pago. 

Todos deberían pagar por igual montos técnicamente fijados pues ayuda a la 

internacionalización de las actividades educativas universitarias y la 

movilización de personas. 

 
Dr. Sumar: Sí, me parece una limitación inconstitucional. No existe ninguna 

evidencia de que tener un máster te haga un mejor educador. 

 
Bajo el aspecto de la afectación al derecho constitucional a la educación, 

materia de esta tesis, ambos los entrevistados han estado de acuerdo de 

que efectivamente se está vulnerando este derecho en el procedimiento de 

reconocimiento y revalidación de grados y títulos en el Perú. El entrevistado Luis 

Lescano menciona el valor diferenciado del trámite pagado por los migrantes 

retornados sería discriminatorio y que no encuentra justificación en la 

legislación peruana. El entrevistado Oscar Sumar menciona que la limitación 

impuesta en el procedimiento de grados y títulos extranjeros sería 

inconstitucional y que, de esta manera, estaría vulnerando efectivamente el 

derecho constitucional a la educación. 

 
Por fin, cabe mencionar entonces que de las entrevistas se deviene la que el 

procedimiento de reconocimiento y revalidación de grados y títulos posee 

algunos vacíos normativos. En la misma línea, se destaca que el procedimiento 

no contempla requisitos materiales y los requisitos formales no son suficientes 

para se evalúe de manera adecuada las solicitudes de reconocimiento de 

grados y títulos extranjeros. Asimismo, se pudo atestar que existen 

dispositivos legales en el procedimiento de reconocimiento de 



136 
 

 
grados y títulos que podrían ser considerados discriminatorios. Todo lo 

mencionado indica que se debe perfeccionar la legislación específica para 

que se pueda concretizar la protección y promoción del derecho a la educación 

basado en la dignidad de la persona humana como desarrollo de un proyecto 

de vida y con importancia no solo a nivel individual, sino también es importante 

para la sociedad. 

 
 
 
 

En el marco de lo antes descrito, analizando las respuestas de los profesionales 

expertos (anexo de entrevistas) se puede tomar las siguientes conclusiones: 

 
 

1 – De acuerdo a los profesionales expertos, la Ley Universitaria no clara sobre 

la atribución de SUNEDU para regular los procedimientos de Reconocimiento y 

Revalidación de Grados y Títulos. Aun así, de la lectura de la Ley se puede 

concluir que, en efecto, esta institución tiene estas atribuciones. Sobre el 

particular, los expertos han estado de acuerdo que se deben establecerse 

mecanismos regulatorios simples y accesibles que permitan que las personas, 

nacionales o extranjeras, puedan reconocer o revalidar sus grados y títulos. 

2- Sobre los requisitos de carácter técnico que asegure la calidad de los grados 

y títulos que se revalidan en el País, se ha concluido que no existen estos 

requisitos en la Ley Universitaria, el Reglamento de Grados y Títulos o cualquier 

norma vinculada al tema. Aun sobre esta parte, se ha señalado que los 

requisitos plasmados en las normas mencionadas tienen efecto práctico de 

reducir la calidad profesional y educativa en el Perú al no permitir el desarrollo 

de social, académico y profesional de profesionales que hayan estudiado en el 

extranjero. 

 

 
2.3. Presentación de la Propuesta de Solución 
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Como solución a los problemas planteados, se debería reconocer en la 

normativa específica, de manera expresa, la vinculación de la educación con 

la dignidad humana que permita el desarrollo de la persona. Si bien es cierto, 

el concepto de dignidad se ha recogido a nivel constitucional, se puede 

apreciar que, por no estar en la normativa específica, los procedimientos se 

han limitado al cumplimiento de formalidades más que el aseguramiento del 

pleno ejercicio al derecho a la educación. 

Asimismo, debería realizarse una revisión, definición y equivalencia de los 

principales tipos de estudios, diplomas, grados y títulos extranjeros, en los que 

intervengan no solo las embajadas y/o consulados, sino también los ministerios 

de educación de países extranjeros, a efectos de implementar los 

procedimientos de reconocimiento y/o revalidación de grados y títulos 

extranjeros, en un marco de integración y con claridad en la normativa nacional 

que asegure el pleno ejercicio al derecho a la educación. 

 
 

En el marco de lo anterior, el reconocimiento y/o revalidación de grados y títulos 

extranjeros tendrían una validez material reconocida por la autoridad 

competente de forma a no generar incertidumbre a los solicitantes. En esta 

misma línea, el reconocimiento del grado o título tendría la nomenclatura 

equivalente a los grados y/o títulos peruanos, de forma a dejar evidente la 

equivalencia. 

 
 

Respeto a las revalidaciones, se debe presentar un reglamento en que 

establezca un mínimo de semejanza entre las curriculas, considerando las 

especificidades de cada sistema educativo. Las semejanzas no deben ser 

formales, sino de naturaleza de contenido material y comprendiendo que el 

sistema peruano, semejante a muchos países latinoamericanos, a veces tiene 

grados y/o títulos a más o distintos de los de otros países. En el caso de 

carreras que no existan en el Perú, se debe establecer un reconocimiento que 

busque generar efectos más semejantes a carreras que existen en el Perú. 

Además, a ejemplo de lo que pasa en Brasil, se debería evaluar 
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aspectos como la infraestructura de la universidad para ofrecer los programas 

de pregrado y postgrado, además de los docentes que hayan dictado el 

programa y las exigencias necesarias para la culminación y obtención del grado 

o título en el país original. 

 
 

Sobre el Acuerdo Cultural entre Brasil y Perú, es necesario que SUNEDU realice 

una revaluación del criterio interpretativo tomando en consideración el objeto 

de este acuerdo en el momento de su firma. Asimismo, SUNEDU debe 

interpretar adecuadamente la limitante “profesiones liberales” y dar efectos 

distintos a ellas respecto a las otras carreras. De esta manera, SUNEDU estaría 

interpretando adecuadamente y, al mismo tiempo, respetando el principio 

internacional de reciprocidad. Actualmente, la limitante hace con que 

solamente los profesionales peruanos que hayan estudiado en Brasil puedan 

reconocer sus grados y títulos, sin embargo, el texto del acuerdo cultural en su 

artículo V solo se aplica a las profesiones liberales. De esta forma, se está 

interpretando de manera amplia el mencionado artículo del acuerdo a favor 

de los peruanos en detrimento de los ciudadanos brasileños en el Perú. Por 

ello, es necesario revaluar esta interpretación para que esté acorde con los 

principios de igualdad, reciprocidad y el marco internacional y nacional de 

protección de los derechos humanos y fundamentales, en especial el derecho 

a la educación. 

 

CAPITULO 3: CONSECUENCIAS 
 
 

3.1. Consecuencias de la aplicación de la propuesta 
 
 

Ahora bien, si la propuesta es aplicada; es decir, la validación de grados y títulos 

extranjeros realizados bajo los nuevos criterios bajo un enfoque en la dignidad 

de la persona se permitirá el pleno ejercicio al derecho constitucional a la 

educación superior. Esto ocurriría debido a que principalmente los 

reconocimientos, así como las revalidaciones estarán basados en criterios para 

un análisis adecuado del contenido material de los grados y títulos originales. 

Para ello, se elaboraría un nuevo reglamento 
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acorde a los criterios necesarios para que los reconocimientos sean efectivos, 

es decir, no solamente se reconozca sin realizar una equivalencia. 

 
 

Asimismo, en consecuencia a las propuestas realizadas en esta tesis, los 

reconocimientos no ocurrirían de la forma como se han desarrollado. La manera 

como se ha reconocido los grados y títulos en el marco temporal analizado no 

permite el ejercicio de la dignidad humana en la amplitud que la formación 

educativa debería habilitar, tales como ejercer actividades laborales, enseñar 

en universidades y tampoco garantiza seguridad jurídica por no realizar una 

equivalencia. Así, estos reconocimientos acaban dejando la evaluación de 

equivalencia a terceros en procesos de contratación laboral e ingreso a 

programas de estudio del individuo que tiene el grado o título reconocido. En 

consecuencia, las aplicaciones de las propuestas realizadas en esta tesis 

garantizarían la igualdad de trato de los individuos solicitantes de 

reconocimiento, así como permitiría una mayor precisión respecto a los grados 

y títulos reconocidos en el sentido que la equivalencia realizada por la 

autoridad competente brindaría seguridad jurídica. 

 
 

De esta manera, con un conocimiento adecuado de los alcances, no se 

generarían confusiones debido a semejanzas morfológicas, sino se buscaría 

una consistencia entre el grado originario y el efecto que debe generar en el 

país que lo reconoce. Bajo este nuevo criterio y base para el reconocimiento, no 

ocurrirían las injusticias, para mejor o peor, de lo que ocurre hoy día. 

 
 

En esta misma línea, la interpretación de los convenios estaría acorde a la 

naturaleza y alcances establecidos con los criterios de la época que hayan sido 

firmados, cumpliendo el espíritu de la normativa. También el Perú no estaría 

incumpliendo con el principio de reciprocidad y estaría dando efectividad al 

Convenio Cultural que tiene con Brasil. 
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3.2. Beneficios que aporta la propuesta 

 
 

Con base en todo lo expuesto, se puede destacar las siguientes ventajas: 
 

1- Protección y perfeccionamiento eficaz de la dignidad de la persona 

humana y, en consecuencia, del derecho constitucional a la educación 

superior; 

2- Reconocimientos realmente eficaces y que sean equivalentes. En este 

caso, la validez y alcances de estos documentos ya no estarán al criterio 

del evaluador, sino será establecido por la propia autoridad con la 

equivalencia adecuada; 

3- Interpretación de los tratados y convenios internacionales acorde a la 

verdadera naturaleza y los alcances asumidos por el Perú al momento 

de firmar los referidos documentos internacionales; 

4- Un Marco Legal coherente que garantizará seguridad jurídica a los 

solicitantes de reconocimiento y revalidación sobre las decisiones de la 

autoridad encargada de realizar los procedimientos de reconocimiento y 

revalidación de grados y títulos; 

5- Un tratamiento justo y acorde a los compromisos internacionales 

asumidos por el Perú; 

6- El Perú, a través de SUNEDU, no reconocería grados y títulos de forma 

distinta a lo que originalmente ellos están establecidos en sus países; 

7- Desarrollo de la sociedad peruana y protección efectiva del derecho 

constitucional a la educación superior; 

 
 

CONCLUSIONES 
 
 

A fin de generar conclusiones sobre los aspectos abordados y con las 

conclusiones de la hipótesis mencionada anteriormente, se va a establecer una 

correlación entre los objetivos y las hipótesis, así como el marco teórico 

desarrollado anteriormente. 
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En el objetivo general se propuso “analizar la afectación del derecho 

constitucional a la educación en la gestión de criterios normativos en el 

reconocimiento y revalidación de grados y títulos.” Sobre esto, se ha percibido 

que sí hay una afectación evidente en el caso de Perú en el sentido de que 

hay un descompaso entre lo que la constitución determina, así como las 

decisiones del Tribunal Constitucional peruano respecto a los alcances del 

derecho a la educación y cómo la revalidación y reconocimiento de grados y 

títulos se da en este país. La afectación, en este sentido, es la excesiva 

limitación que se da a la validación de grados y títulos extranjeros por falta de 

criterios formales que no permiten un análisis más centrado en la garantía de la 

protección de la dignidad de la persona humana. En consecuencia, la forma 

como se proyecta la norma en la vida de los individuos es lesiva por ser 

excesivamente positivista, pero desconociendo el propio espirito principio-lógico 

de la constitución peruana. 

 
Es evidente que, en el marco temporal de la presente investigación, no existen 

criterios técnicos que garanticen una evaluación adecuada y que solamente los 

criterios formales acaban creando un cuadro de favoritismo de ciertas 

nacionalidades por el vínculo creado por el Perú en ámbito internacional, pero 

desconociendo las obligaciones asumidas por el Perú en documentos también 

internacionales. Además, existen casos en que los reconocimientos 

simplemente son dados para atender a la forma, pero no permiten al ciudadano 

a ejercer la actividad o desarrollarse en la sociedad de manera adecuada por 

no brindar una seguridad en relación a los alcances que tiene un título 

reconocido. Esta situación indubitablemente deja al arbitrio de particulares o 

instituciones el reconocimiento efectivo de dichos grados o títulos, afectando el 

derecho a la educación de forma a no permitir el desarrollo completo del 

individuo en su dignidad humana y tampoco cumpliendo con la seguridad 

jurídica que es principio mínimo del Estado de Derecho. 

 
Sobre los objetivos específicos, como primer objetivo específico, se propuso 

“determinar de qué manera la gestión de criterios normativos en el 

reconocimiento y revalidación de grados y títulos afectaría al derecho 
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constitucional a la educación, principalmente en el Perú en relación al Brasil, 

durante los años del 2015 al 2017.En este aspecto y por todo lo expuesto 

anteriormente, queda claro que la afectación al derecho constitucional a la 

educación se da principalmente considerando que esta se basa, en el caso 

de Perú, únicamente en criterios formales. Esto acaba haciendo que personas 

que han invertido su tiempo y dinero, entre otros, que se hayan desarrollado y 

ascendido por medio de la educación no puedan desarrollarse en el Perú de 

manera adecuada. Esto, como se ha mencionado anteriormente, se da tanto 

en el sentido de que no tienen la seguridad de cómo establecer la relación de 

reconocimiento del grado o título con el equivalente en el Perú, así como la falta 

de reconocimiento por criterios adecuado, sino, como mencionados, requisitos 

meramente formales y que están más alineados con relaciones de reciprocidad 

establecidos en documentos internacionales. Hay que precisar que, incluso en 

este punto, el Perú también viene incumpliendo con la reciprocidad toda vez 

que el acuerdo con Brasil fue reinterpretado de manera unilateral a 

beneficiar un solo lado. 

 
Por ello, pese que la norma no es explicita sobre criterios más específicos y 

menos formales, tampoco se aprecian documentos de gestión que podrían 

mitigar esta realidad. Lo que si se aprecia es una falta de razonabilidad y 

reciprocidad, el primero un principio basilar del derecho público y el otro del 

derecho internacional. La falta para con estos principios fundamentales deja en 

claro el incumplimiento de Perú tanto a su propia legislación más elevada, la 

constitución, así como los compromisos internacionales. 

 
Con relación al segundo objetivo específico, se determinó “Caracterizar el marco 

comparativo entre la legislación peruana, brasileña y compromisos 

internacionales respecto al derecho a la educación, como referencia para la 

gestión de criterios normativos en el reconocimiento y revalidación de grados 

y títulos y determinar si estos procedimientos en el Perú y en Brasil constituirían 

un óbice al ejercicio pleno del derecho a la educación.” Bajo este criterio, se 

pudo realizar un análisis de las dos legislaciones, brasileña y peruana. En este 

análisis, se ha caracterizado que la legislación brasileña 
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busca desarrollar más el derecho a la educación y el cambio de legislación que 

hubo en el año 2016 y la plataforma Carolina Bori permitió una mayor 

transparencia y seguimiento más adecuado. Sobre la legislación en sí, ha 

determinado un análisis las condiciones académicas de funcionamiento, lo que 

se plasma en la evaluación de la infraestructura, las condiciones institucionales 

de la oferta del programa, lo que significa evaluar el propio programa de 

pregrado, maestría o doctorado. Para ello, será considerada la similitud entre 

las currículas de la universidad original del título y de la universidad que esté 

revalidando o reconociendo el grado o título, así como las exigencias mínimas 

para la obtención del grado o título en la institución original. Además, se 

evaluará de manera general las competencias desarrolladas y exigidas en el 

programa original del grado y titulo. Por todo ello, se percibe que en el caso de 

Brasil, se hace un análisis exhaustivo del programa del origen con miras a 

garantizar el derecho a la educación, observados los compromisos 

internacionales asumidos, evaluando el programa en su integralidad. 

 
Por otro lado, la legislación peruana específica, en el marco temporal de la 

presente investigación, solo se avoca a criterios formales de evaluación del 

grado o título. Los aspectos formales son tan limitativos en el caso peruano que 

solamente la nomenclatura del grado o título muchas veces es evaluada, 

generando una afectación lesiva al individuo por no comprender un análisis 

más exhaustivo y completo de los alcances de los estudios alcanzados que 

hayan dado origen al grado y título. Si bien es cierto en el procedimiento de 

revalidación que está a cargo de las universidades hay un análisis de la 

currícula, este análisis estará orientado por la propia universidad y no evaluará 

específicamente las competencias generales necesarias para el nivel de 

estudio, sino más bien la nomenclatura utilizada en las asignaturas. Esto se 

reviste como problema también considerando incluso la nomenclatura 

diferenciada entre los países, tomando en consideración que en el Perú el grado 

de licenciatura y bachiller son distintos, por ejemplo, a licenciatura en Brasil y 

tanto las universidades cuanto SUNEDU no han estado atentos a este tema 

en particular para su evaluación. Por todo ello, se percibe que en el caso 

peruano hay un 
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incumplimiento de los compromisos internacionales asumidos por el país 

respecto a la protección, garantía y promoción del derecho a la educación en 

la revalidación y reconocimiento de grados y títulos. 

 
 
 

Ahora bien, sobre la hipótesis se ha planteado de manera general que “la 

aplicación de criterios formalistas afecta desproporcional y desigual al derecho 

constitucional a la educación en el reconocimiento y revalidación de grados y 

títulos”. Sobre este aspecto, quedó clara la afectación desigual en varios puntos. 

Por ello y para desarrollar esta afectación en partes específicas, se ha 

desglosado la primera hipótesis específica en dos partes. 

 
Como primer punto específico, se ha circunscrito el análisis “respecto del 

reconocimiento”, los requerimientos no generan certidumbre sobre la 

acreditación y/o prestigio de la Universidad que expide el diploma que se 

pretende reconocer en el Perú.” Por ello, se puede concluir que la afirmación se 

prueba acertada tomando en consideración que no se realiza una evaluación 

material de los grados y títulos en el caso peruano. Los aspectos meramente 

formales y solamente basados en acuerdos de reciprocidad proyectan un 

reconocimiento formal de nombre que podría hacer que términos parecidos 

que no tienen la misma acepción en el Perú. 

 
Como segundo punto específico que versa “sobre la revalidación”, a pesar de 

la Autonomía de las Universidades para realizar la evaluación respecto de la 

similitud de currículas, al igual que el reconocimiento, durante el marco temporal 

de la presente investigación, tampoco se han establecido criterios que generen 

certeza de que el diploma que se pretende revalidar proviene de 

Universidades de prestigio y/o acreditadas en el país de origen. Por ello, 

efectivamente, el análisis de revalidación va a depender del criterio de la 

Universidad, que puede ser de naturaleza tanto formal cuanto material. A 

diferencia de Brasil, el Perú ha decidido por una autonomía casi que total, 

haciendo que tampoco se pueda estar garantizado el derecho a la educación en 

todos los casos, quedando pendiente saber el caso a caso de cada universidad. 

Esto significa que la universidad habilitada para el 
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procedimiento establece los criterios que pueden obedecer más a los intereses 

de la universidad que a la promoción del principio de la Dignidad de la 

Persona Humana. Esto indubitablemente genera inestabilidad para el 

ciudadano, nacional o extranjero, que pretenda hacer valer su diploma. 

 
Por último, la segunda hipótesis específica es “no se ha previsto el tratamiento 

para el caso de las carreras que no existen en el Perú ni para el reconocimiento 

ni para las revalidaciones. Para las revalidaciones no se ha establecido un 

criterio mínimo respecto de la similitud de currículas, si fuera materia de 

evaluación, que asegure un trato justo para los solicitantes.” Sobre este 

aspecto, como mencionado anteriormente, la única posibilidad de las 

profesiones que no existen en el Perú es el reconocimiento de grados o título 

para la docencia. La docencia es una solución parcial al problema, pero no es 

la solución adecuada siempre que no todos los profesionales se dedicarán a 

dictar clases. Además, la existencia de diplomados en carreras inexistentes en 

el país no solamente permite, en el caso de un reconocimiento general, la 

protección de la dignidad de la persona humana sino también el desarrollo del 

propio país en materias que todavía no estaría siendo investigada y 

desarrollada en suelo patrio. La falta de existencia de un reconocimiento más 

amplio no permite que estos profesionales compartan con otros profesionales 

nuevos conocimientos, sino limita que solo comparta limitadamente con 

nuevos profesionales que estarían bajo las enseñanzas del profesional detentor 

de un grado o título extranjero, si él decide por la docencia. Este caso también 

dependería de otros criterios de la Ley Universitaria, como el criterio que exige 

que la docencia universitaria solo puede ser ejercida por quienes tengan el 

grado de maestría. Así, a pesar de haber el reconocimiento para la docencia, 

aquél que reconozca de esta forma un pregrado, no podrá ejercer este aspecto 

de su profesión en el Perú en caso no tenga una maestría. Por otro lado, como 

mencionado anteriormente, el análisis de la revalidación estará a cargo de la 

universidad, así que la hipótesis se demuestra verdadera porque no se garantiza 

un trato justo. 

 
Por fin, analizando las teorías utilizadas en el marco teórico más las 
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respuestas dadas por los entrevistados y los datos de los investigadores que los 

criterios formales están por encima del derecho fundamental a la educación en 

la legislación peruana. Hay muchos vacíos que deben ser subsanados de forma 

que este derecho fundamental pueda ser respetado en su plenitud. 

 
 
 
 
 
 
 

RECOMENDACIONES 
 
 

En base a lo investigado, se puede realizar algunas recomendaciones en el 

sentido de dar mayor protección y efectividad al derecho constitucional a la 

educación superior con la finalidad de garantizar su pleno ejercicio. Para estos 

fines, la normativa debería tener un enfoque más garantista de la dignidad de la 

persona humana, así como del derecho a la educación en los procedimientos 

de validación de grados y títulos en el Perú. En esta línea, se debe establecer 

criterios de evaluación que se fundamenten el evaluar la integralidad de los 

estudios realizados en el extranjero. Además, se debería crear un sistema 

unificado online de solicitudes de reconocimientos y revalidaciones de grados y 

títulos extranjeros, así como una base de datos amigable y unificada, como es 

el caso de Carolina Bori del Brasil, que permita al solicitante de estos 

procedimientos obtener información relevante sobre estos procedimientos. 

 
 

De igual manera, se recomienda que los organismos responsables de realizar 

el reconocimiento y las universidades en el procedimiento de revalidación, en el 

caso de Perú, realicen estudios dirigidos a aclarar los alcances de los grados y 

títulos. Estos estudios dirigidos deberían enfocarse en, por lo menos, los 

principales sistemas educativos de países que peruanos estudian, así como 

los países de origen de extranjeros que hayan 
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ido a vivir en el país. Para ello, se podría coordinar con otros organismos del 

Estado de forma a tener acceso a la base de datos de ellos. 

 
 

Finalmente, se podría trabajar de forma articulada con Migraciones, en lo que 

se refiere a los extranjeros en el Perú que cuenten con formación superior. De 

esta manera, es posible realizar una priorización en el análisis para reconocer 

los grados y títulos extranjeros. Asimismo, el Ministerio de Relaciones 

Exteriores debería gestionar con sus pares internacionales, con el fin de 

actualizar los tratados y acuerdos, en lo que educación superior respecta. 
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Anexo 1: Convenio de Intercambio Cultural entre la República del Perú 
y la República Federativa del Brasil 
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Anexo 2: Reglamento del Registro Nacional de Grados y Títulos, aprobado 
mediante Resolución del Consejo Directivo Nº 009-2015- SUNEDU/CD, 
publicado en el Diario Oficial El Peruano el 24 de diciembre de 
2015. 
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Anexo 3: Portaria N° 22, de 13 de Dezembro de 2016 
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Anexo 5: Entrevista Luis Lescano Sáenz 

 

Luis Lescano Saenz. Presidente del Instituto Peruano de Derecho Educativo, 

Perú. 

1.- El artículo 1° de la Ley Universitaria dispone lo siguiente: 

Artículo 1. Objeto de la Ley 

La presente Ley tiene por objeto normar la creación, funcionamiento, 

supervisión y cierre de las universidades. Promueve el mejoramiento continuo 

de la calidad educativa de las instituciones universitarias como entes 

fundamentales del desarrollo nacional, de la investigación y de la cultura. 

Asimismo, establece los principios, fines y funciones que rigen el modelo 

institucional de la universidad. El Ministerio de Educación es el ente rector de la 

política de aseguramiento de la calidad de la educación superior universitaria. 

 
Pregunta: 

En su opinión ¿Cómo estaría vinculado el procedimiento de reconocimiento 

y revalidación de grados y títulos extranjeros con el objeto de la Ley 

Universitaria? 

 
Dr. Lescano: Primero, debo señalar que no encuentro una vinculación directa 

ni clara. Sin embargo, si el texto de la norma señala que las instituciones 

universitarias son entes fundamentales del desarrollo nacional, investigación 

y cultura, entonces, entre otras medidas – y aquí vendría una posible vinculación 

– deben establecerse mecanismos regulatorios simples y accesibles para 

facilitar el reconocimiento y revalidación de los grados y títulos que permitan – 

finalmente – que las personas, nacionales o extranjeras, puedan obtener sus 

grados y títulos sin barreras burocráticas y, con ello, contribuir a la investigación 

y desarrollo del país. 

 
 
 

2.- El artículo 15° de la Ley Universitaria expone las funciones de la SUNEDU 

y, no se puede apreciar el caso específico del “reconocimiento”. Ahora bien, si 

queremos incluir este aspecto en el numeral 17 del artículo 
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15° “Otras que le sean otorgadas por ley o que sean desarrolladas por su 

Reglamento de Organización y Funciones”, pese a que resulta cuestionable 

la creación de funciones a partir de disposiciones reglamentarias, al revisar 

el artículo 4° Funciones Generales del Reglamento de Organización y 

Funciones de la SUNEDU tampoco se haría referencia al caso específico 

del“reconocimiento”. 

 
No obstante, dentro de las funciones de la Dirección de Documentación e 

Información Universitaria y Registro de Grados y Títulos, en el literal h. del 

artículo 48° del ROF de la SUNEDU se ha contemplado “supervisar el 

reconocimiento y certificación de los Grados Académicos y Títulos profesionales 

otorgados en el extranjero, en el marco de la normatividad vigente”. Así, a mayor 

abundamiento, en el literal f) del artículo 51° Funciones de la Unidad de 

Registro de Grados y Títulos se ha previsto el “reconocer y certificar los Grados 

Académicos y Títulos Profesionales otorgados en el extranjero, en el marco de 

la normatividad vigente”. 

Pregunta: 
 
 

En su opinión ¿Correspondería revisar si el reconocimiento de grados y títulos 

extranjeros que viene realizando la SUNEDU adolece de un vicio de validez del 

acto administrativo (falta de competencia) o es claro que la SUNEDU tendría 

esta competencia la cual conversa con el objeto de la Ley Universitaria que crea 

la SUNEDU? 

 
Dr. Lescano: En mi opinión, aún cuando no está expresamente señalado en 

la Ley Universitaria, el numeral 15.13 del art. 15 de la Ley Universitaria, que 

señala como una de las funciones de la SUNEDU “Establecerlos criterios 

técnicos para la convalidación y/o revalidación de estudios, grados y títulos 

obtenidos en otros países.”, en concordancia con el numeral h del art. 48 y 

numeral f del art. 51 del ROF de la SUNEDU, permitirían desarrollar argumentos 

legales para sostener que la convalidación y revalidación de grados y títulos son 

temas que caen bajo la competenciadela SUNEDU. No obstante ello, considero 

que sí correspondería revisar jurídicamente este tema pues no está 

expresamente señalado en la Ley Universitaria. Podría 
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proponerse una modificación de dicha ley, incorporándose en el numeral 

15.13 un texto que indique específicamente que la convalidación y/o 

revalidación constituyen funciones de la SUNEDU. 

 
3. Conforme con el numeral 13 del artículo 15 de la Ley Universitaria, 

concordante con el literal m) del artículo 4 del ROF de la SUNEDU, la SUNEDU 

tiene dentro de sus funciones establecer los criterios técnicos para la 

convalidación y/o revalidación de estudios, grados y títulos obtenidos en otros 

países. 

Repasemos losrequisitos:https://www.sunedu.gob.pe/procedimiento-de- 

reconocimiento-de-grados-y-titulos-extranjeros/ 

 
Pregunta: 

 
 

Al margen de los requisitos de carácter administrativo, en su opinión 

¿Puede apreciar algún requisito de carácter técnico que asegure la calidad de 

los grados y títulos que se revalidan en el País? (Comentarios Carolina Bori) 

 
Dr. Lescano: No aprecio ninguno. Añado que el requisito de adjuntar la tesis 

o trabajo de investigación constituye uno que ya se cumplió con acreditar en el 

país de origen. 

 
4.- Antes de la última modificatoria al reglamento de Grados y Títulos, era 

requisito indispensable tener reconocido y/o revalidado el grado académico 

previo. Por ejemplo, yo extranjero, para obtener el grado académico de 

Magíster, debía tener reconocido o revalidado el grado académico de bachiller, 

de lo contrario, jamás me inscribirían el Magíster en la SUNEDU. 

Afortunadamente, la modificatoria ha prescindido de este requisito que a todas 

luces vulneraba el derecho a la educación. De igual modo, cabe señalar que 

aún existen exigencias de carácter administrativo que generan un sobrecosto 

al administrado, haciendo inviable concluir con el procedimiento. (Comentarios 

Caso Oscar Sumar). 

http://www.sunedu.gob.pe/procedimiento-de-
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Pregunta: 

 
 

¿Ha podido percibir la afectación al derecho de la educación en el procedimiento 

de reconocimiento y/o revalidación de grados y títulos respecto de 

algúnextremo? 

 
Dr. Lescano: El requisito de pago del derecho de trámite me parece 

discriminatorio. No encuentro razón para que los extranjeros deban abonar 

de S/. 645.00 y los migrantes retornados paguen sólo el monto a pagar es de 

S/. 322.50. De acuerdo con la normatividad nacional los montos que se abonen 

en los procedimientos que se siguen ante la Administración Pública deben 

obedecer a criterios técnicos y razonables que justifiquen el monto de pago. 

Todos deberían pagar por igual montos técnicamente fijados pues ayuda a la 

internacionalización de las actividades educativas universitariasy la 

movilización de personas. 



201 
 

 
 
 
 
 
 

Anexo 6: Entrevista Óscar Sumar 
 

Óscar Súmar Albújar. Profesor e investigador del Departamento Académico de 

Derecho de la Universidad del Pacífico. Abogadopor la Pontificia Universidad 

Católica del Perú. Máster en Derecho por Universityof California, Berkeley 

(LL.M.). Es autor de "Paradojas de la regulación de la publicidad en el Perú" 

(2009) y editor de "Ensayos sobre protección al consumidor" (2011) 

 
Por favor, dividamos la respuesta de esta comunicación en dos partes. 

 
 

1) Comentándonos un poco sobre tucaso. 

2) Respuestas a las siguientespreguntas: 
 
 

1.- El artículo 1° de la Ley Universitaria dispone lo siguiente: 
 
 

Artículo 1. Objeto de la Ley 
 
 

La presente Ley tiene por objeto normar la creación, funcionamiento, 

supervisión y cierre de las universidades. Promueve el mejoramiento continuo 

de la calidad educativa de las instituciones universitarias como entes 

fundamentales del desarrollo nacional, de la investigación y de la cultura. 

Asimismo, establece los principios, fines y funciones que rigen el modelo 

institucional de la universidad. El Ministerio de Educación es el ente rector de la 

política de aseguramiento de la calidad de la educación superior universitaria. 

 
Pregunta: 

 
 

En su opinión ¿Cómo estaría vinculado el procedimiento de reconocimiento 

y revalidación de grados y títulos extranjeros con el objeto de la Ley 

Universitaria? 
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Dr. Sumar: Estudié un máster y un doctorado en UC Berkeley. He gastado USD 

400 aprox. en el reconocimiento de mi máster, lo cual considero ilegal. Además, 

me han pedido el cumplimiento de requisitos ilegales, como la traducción 

"simple" hecha por un traductor oficial. 

 
En el caso del doctorado, Sunedu ha aceptado reconocerlo sin contar conla 

Apostilla, en vista de que la información es pública enInternet. 

 
2.- El artículo 15° de la Ley Universitaria expone las funciones de la SUNEDU 

y, no se puede apreciar el caso específico del “reconocimiento”. Ahora bien, si 

queremos incluir este aspecto en el numeral 17 del artículo 15° “Otras que le 

sean otorgadas por ley o que sean desarrolladas por su Reglamento de 

Organización y Funciones”, pese a que resulta cuestionable la creación de 

funciones a partir de disposiciones reglamentarias, al revisar el artículo 4° 

Funciones Generales del Reglamento de Organización y Funciones de la 

SUNEDU tampoco se haría referencia al caso específico del “reconocimiento”. 

No obstante, dentro de las funciones de la Dirección de Documentación e 

Información Universitaria y Registro de Grados y Títulos, en el literal h. del 

artículo 48° del ROF de la SUNEDU se ha contemplado “supervisar el 

reconocimiento y certificación de los Grados Académicos y Títulos profesionales 

otorgados en el extranjero, en el marco de la normatividad vigente”. Así, a mayor 

abundamiento, en el literal f) del artículo 51° Funciones de la Unidad de 

Registro de Grados y Títulos se ha previsto el “reconocer y certificar los Grados 

Académicos y Títulos Profesionales otorgados en el extranjero, en el marco de 

la normatividad vigente”. 

 
Pregunta: 

 
 

En su opinión ¿Correspondería revisar si el reconocimiento de grados y títulos 

extranjeros que viene realizando la SUNEDU adolece de un vicio de validez del 

acto administrativo (falta de competencia) o es claro que la SUNEDU tendría 

esta competencia la cual conversa con el objeto de la Ley Universitaria que crea 

la SUNEDU? 
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Dr. Sumar: No lo cumple, todo lo contrario. En el extranjero hay mejores 

universidades que las peruanas. Dificultar la entrada de profesionales que 

hayan estudiado en el extranjero, solo reduce la calidad. SUNEDU de alguna 

forma ha asumido competencias de la Asamblea Nacional de Rectores, pero 

eso no lo hace legalmente válido. Me parece válida la postura según la cual 

SUNEDU no tendría competencia para el reconocimiento de grados y títulos. 

 
3. Conforme con el numeral 13 del artículo 15 de la Ley Universitaria, 

concordante con el literal m) del artículo 4 del ROF de la SUNEDU, la SUNEDU 

tiene dentro de sus funciones establecer los criterios técnicos para la 

convalidación y/o revalidación de estudios, grados y títulos obtenidos en otros 

países. 

 
Repasemos losrequisitos:https://www.sunedu.gob.pe/procedimiento-de- 

reconocimiento-de-grados-y-titulos-extranjeros/ 

Pregunta: 
 
 

Al margen de los requisitos de carácter administrativo, en su opinión¿Puede 

apreciar algún requisito de carácter técnico que asegure la calidad de los grados 

y títulos que se revalidan en el País? (Comentarios Carolina Bori) 

 
Dr. Sumar: No creo que exista ningún requisito que pueda asegurar la calidad. 

Lo mejor sería que cada persona o empleador evalúe a quienes contratar de 

acuerdo a sus propios criterios. 

 
4.- Antes de la última modificatoria al reglamento de Grados y Títulos, era 

requisito indispensable tener reconocido y/o revalidado el grado académico 

previo. Por ejemplo, y/o extranjero, para obtener el grado académico de 

Magíster, debía tener reconocido o revalidado el grado académico de bachiller, 

de lo contrario, jamás me inscribirían el Magíster en la SUNEDU. 

Afortunadamente, la modificatoria ha prescindido de este requisito que a todas 

luces vulneraba el derecho a la educación. De igual modo, cabe señalar que 

aún existen exigencias de carácter administrativo que generan 

http://www.sunedu.gob.pe/procedimiento-de-
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un sobrecosto al administrado, haciendo inviable concluir con el 

procedimiento. 

Pregunta: 
 
 

¿Ha podido percibir la afectación al derecho de la educación en el procedimiento 

de reconocimiento y/o revalidación de grados y títulos respecto de algún 

extremo? 

 
Dr. Sumar: Sí, me parece una limitación inconstitucional. No existe ninguna 

evidencia de que tener un máster te haga un mejor educador. 
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Matriz de Consistencia 

 
 

 


